
INICIATIVAS Y PROPOSICIONES

Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados,
por la que informa el turno que le corresponde a las iniciativas con proyecto de de-
creto y a las proposiciones con punto de acuerdo registradas en el orden del día del
jueves 11 de abril de 2013, de conformidad con el artículo 100, numeral 1, y 102,
numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA - LEY DEL SEGURO SOCIAL -
LEY FEDERAL DEL TRABAJO

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del Impuesto
sobre la Renta, de la Ley del Seguro Social y de la Ley Federal del Trabajo, a car-
go de la diputada Minerva Castillo Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. Se turna a las Comisiones Unidas de Hacienda y
Crédito Público, y de Trabajo y Previsión Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO -  LEY DEL SEGURO SOCIAL

Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley Fede-
ral del Trabajo y de la Ley del Seguro Social, a cargo de la diputada Margarita
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Elena Tapia Fonllem, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. Se turna a las Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión Social, y de
Seguridad Social, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INSTALACIONES DEPORTIVAS

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al jefe de gobierno del DF
y a los delegados de Iztapalapa, Cuauhtémoc, Gustavo A. Madero, Miguel Hidal-
go, Tlalpan, Iztacalco, Venustiano Carranza, Xochimilco y Benito Juárez, a trans-
ferir al Instituto del Deporte del DF, la administración de algunas de las instala-
ciones deportivas ubicadas dentro de sus demarcaciones respectivas, a cargo del
diputado Felipe de Jesús Muñoz Kapamas, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. Se turna a las Comisiones Unidas del Distrito Fede-
ral y de Deporte, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE QUERETARO

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobernador del estado
de Querétaro, para que realice las acciones necesarias a fin de modernizar el trans-
porte público en beneficio de los habitantes de esa entidad federativa, a cargo del
diputado Marcos Aguilar Vega, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. Se turna a la Comisión de Transportes, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE MEXICO

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobernador del Estado
de México, para que establezca canales de interlocución con los representantes po-
pulares y dirigencias estatales que no coinciden en militancia con su partido, a car-
go de la diputada Josefina Salinas Pérez, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. Se turna a la Comisión de Gobernación, para dicta-
men. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PLAN NACIONAL DE DESARROLLO 2013-2018

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo federal, para
que a través de la SHCP, integre en el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, po-
líticas públicas de movilidad sustentable, suscrito por los diputados Rosa Elba Pé-
rez Hernández y Arturo Escobar y Vega, del Grupo Parlamentario del Partido Ver-
de Ecologista de México. Se turna a la Comisión de Cambio Climático, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTRATEGIAS DE PREVENCION DEL VIH Y EL SIDA 2013

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Ssa y al Censida,
para que transparenten y argumenten el proceso de dictaminación de la Convo-
catoria pública para la implementación de estrategias de prevención combinada
para el fortalecimiento de la respuesta ante el VIH y el Sida 2013, suscrito por los
diputados Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parlamen-
tario Movimiento Ciudadano. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.
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COMISION NACIONAL PARA EL DESARROLLO 
DE LOS PUEBLOS INDIGENAS

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Comisión Nacional
para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, para que determine la creación de esa
Comisión en el estado de Nuevo León, a cargo de la diputada María de Jesús Huer-
ta Rea, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. Se tur-
na a la Comisión de Asuntos Indígenas, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUSTODIA, CUIDADO Y ATENCION DE LA NIÑEZ

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los gobiernos de las en-
tidades federativas y del DF, para que vigilen y supervisen el correcto funciona-
miento de las instituciones públicas y privadas encargadas de la custodia, cuidado
y atención de la niñez, y a sus congresos a legislar en la materia, suscrita por los
diputados Carmen Lucía Pérez Camarena y Fernando Larrazábal Bretón, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Dere-
chos de la Niñez, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROGRAMA ESPECIAL CONCURRENTE PARA EL DESARROLLO RURAL
SUSTENTABLE 

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de la Sagarpa,
para que de las partidas asignadas al Programa Especial Concurrente para el De-
sarrollo Rural Sustentable, se otorguen los recursos a los productores de caña de
azúcar para la adquisición de fertilizantes, a cargo de la diputada Yazmín de los
Ángeles Copete Zapot, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. Se turna a la Comisión de Agricultura y Sistemas de Riego, para dicta-
men y a la Comisión Especial para el Seguimiento a las Prácticas Monopólicas y
Regulación de Mercados, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

AGENDA NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS 2013

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob, para que
atienda las recomendaciones de la CNDH, establecidas en la Agenda Nacional de
Derechos Humanos 2013, en especial las relacionadas con los homicidios violen-
tos y desapariciones forzadas, suscrita por los diputados Ricardo Mejía Berdeja y
Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. Se tur-
na a la Comisión de Derechos Humanos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONVENCION SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo federal, pa-
ra que firme y ratifique el tercer protocolo facultativo de la Convención sobre los
Derechos del Niño, relativo a un procedimiento de comunicaciones, a cargo de la
diputada Flor Ayala Robles Linares, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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CONVENIO DEL CONSEJO DE EUROPA

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo federal, pa-
ra que a través de la SRE, se den los trámites necesarios para que México se ad-
hiera al Convenio del Consejo de Europa, para la protección de los niños contra la
explotación sexual y el abuso sexual, conocido como Convenio de Lanzarote, sus-
crita por diversas diputadas integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez, para dictamen.

REVISION DEL TRATADO DE LIBRE COMERCIO 
DE AMERICA DEL NORTE

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo federal y a
la Cámara de Senadores, para que realicen una inmediata revisión del Tlcan, en su
Capítulo VII, relativo al campo, a cargo de la diputada María del Socorro Ceseñas
Chapa, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. Se tur-
na a la Comisión de Economía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PLANTA LABORAL PARA PERSONAS QUE CUENTAN CON CUALQUIER
TIPO DE DISCAPACIDAD

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los Poderes de la Unión
y a los tres órdenes de gobierno, para que adopten políticas o criterios de selección
de ingreso, promoción y permanencia de su planta laboral, para las personas que
cuentan con cualquier tipo de discapacidad, a cargo del diputado José Francisco
Coronato Rodríguez, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. Se turna a
la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . 

REGLAMENTO DE LA LEY GENERAL PARA PREVENIR, 
SANCIONAR Y ERRADICAR LOS DELITOS EN MATERIA
DE TRATA DE PERSONAS Y PARA LA PROTECCION 
Y ASISTENCIA A LAS VICTIMAS DE ESTOS DELITOS

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo federal, pa-
ra que emita el Reglamento de la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradi-
car los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia
a las Víctimas de estos Delitos, a cargo de la diputada Regina Vázquez Saut, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. Se turna a la Co-
misión de Derechos Humanos, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE TLAXCALA

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Gobierno del estado de
Tlaxcala, a ser respetuoso y promotor de la libertad de expresión y garantizar los
derechos y la soberanía de las personas que ejercen la labor periodística, a cargo
de la diputada Aurora de la Luz Aguilar Rodríguez, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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EFECTOS DAÑINOS A LAS TELECOMUNICACIONES

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SCT y a la CFE, pa-
ra que implementen un plan emergente para prevenir y mitigar los efectos dañinos
a las telecomunicaciones, así como a la generación y distribución de energía eléc-
trica, derivados de la actividad solar intensa (eyección de masa coronal, CME), a
cargo del diputado Andrés Eloy Martínez Rojas, del Grupo Parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática. Se turna a las Comisiones Unidas de Comu-
nicaciones y de Energía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PETROLEOS MEXICANOS

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al director general de Pe-
mex, para que garantice el mantenimiento integral de las instalaciones y ductos de
la paraestatal, a cargo del diputado Fernando Cuéllar Reyes, del Grupo Parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática. Se turna a la Comisión de Ener-
gía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRINCIPIOS QUE REGULAN LA DIPLOMACIA PARLAMENTARIA

Proposición con punto de acuerdo, relativo a los principios que regulan la diplo-
macia parlamentaria, a cargo del diputado Víctor Manuel Bautista López, del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. Se turna a la Junta de
Coordinación Política, para su atención. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRODUCTOS QUE CONTENGAN BISFENOL A

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Cofepris, a fin de que
limite el uso de productos que contengan Bisfenol A, a cargo de la diputada Eva
Diego Cruz, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

BENEFICIOS FISCALES EN MATERIA DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

Proposición con punto de acuerdo, para que la SHCP y la Cámara de Diputados,
instalen una mesa de trabajo para analizar los resultados y metas alcanzadas del
decreto por el que se otorgan diversos beneficios fiscales en materia del impuesto
sobre la renta, de derechos y aprovechamientos, del 5 de diciembre de 2008, así
como los resultados esperados y previstos con la inclusión del último párrafo del
artículo 9o. de la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de
2013, a cargo de la diputada Yesenia Nolasco Ramírez, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. Se turna a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INSEGURIDAD Y VIOLENCIA

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo federal, pa-
ra que implemente un plan emergente para combatir la inseguridad y la fuerte ola
de violencia que aqueja a diversos estados de la República Mexicana, a cargo del
diputado Andrés Eloy Martínez Rojas, del Grupo Parlamentario del Partido de la
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Revolución Democrática. Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen,
y a la Comisión de Seguridad Pública, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PLAN NACIONAL DE DESARROLLO 2013-2018

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo federal, para
que a través del Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, se considere el aprove-
chamiento sustentable del agua como una estrategia de seguridad nacional, a car-
go del diputado Javier Orihuela García, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROYECTO INTEGRAL MORELOS

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo federal, pa-
ra que a través del titular de la CFE, se haga del conocimiento público los impac-
tos sociales, económicos y medioambientales que implica el Proyecto Integral
Morelos, en perjuicio de los pobladores de los estados de Morelos, Puebla y Tlax-
cala, a cargo de la diputada Claudia Elizabeth Bojórquez Javier, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. Se turna a la Comisión de
Energía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

USUARIOS DE LA ENERGIA ELECTRICA

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titulares de la CFE
y de la PGR, para que cesen la criminalización y penalización en contra de usua-
rios de la energía eléctrica, por falta de condiciones económicas para pagar las ta-
rifas por este servicio, a cargo de la diputada Claudia Elizabeth Bojórquez Javier,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. Se turna a la
Comisión de Energía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONFLICTO MAGISTERIAL

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Gobierno Federal y a
los gobiernos locales, en particular a los de Guerrero, Oaxaca y Michoacán, para
que resuelvan el conflicto magisterial en base al respeto, las vías del diálogo y la
negociación, a cargo de la diputada María del Socorro Ceseñas Chapa, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. Se turna a la Comisión
de Educación Pública y Servicios Educativos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE SONORA

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobernador del estado
de Sonora, para que se respete y se haga respetar el derecho de libre manifestación
y asociación de la ciudadanía en la entidad, a cargo de la diputada Lorenia Iveth
Valles Sampedro, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para dictamen. . . . . . . . . 
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PACTO POR MEXICO Y EL PROGRAMA NACIONAL PARA LA
PREVENCION SOCIAL DE LA VIOLENCIA Y LA DELINCUENCIA

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob, para que en
el Pacto por México y el Programa Nacional para la Prevención Social de la Vio-
lencia y la Delincuencia, se incorporen programas, estrategias y acciones especí-
ficas dirigidas a la atención de las niñas, niños y adolescentes, a cargo de la dipu-
tada Verónica Beatriz Juárez Piña, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE SONORA

Proposición con punto de acuerdo, relativo a la detención de ejidatarios de la co-
munidad San Antonio de la Huerta, del municipio de Soyopa, estado de Sonora, a
cargo del diputado Trinidad Morales Vargas, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, pa-
ra dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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* INICIATIVAS Y PROPOSICIONES

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados, por la que informa el turno que le
corresponde a la iniciativas con proyecto de decreto y a las
proposiciones con punto de acuerdo registradas en el orden
del día del jueves 11 de abril de 2013, de conformidad con
el artículo 100, numeral 1, y 102, numeral 3, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados 

Con fundamento en los artículos 100, numeral 1, y 102, nu-
meral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se in-
forma a la honorable Asamblea los turnos dictados a las
iniciativas con proyecto de decreto y a las proposiciones
con punto de acuerdo, registradas en el orden del día del 11
de abril de 2013 y que no fueron abordadas. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de abril de 2013.—
Diputado Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica), Presidente.»

«Iniciativas con proyecto de decreto

1. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Impuesto sobre la Renta, de la Ley del Seguro Social y
de la Ley Federal del Trabajo, a cargo de la diputada Mi-
nerva Castillo Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Pú-
blico, y de Trabajo y Previsión Social, para dictamen. 

2. Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones
de la Ley Federal del Trabajo y de la Ley del Seguro So-
cial, a cargo de la diputada Margarita Elena Tapia Fonllem,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. 

Turno: Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión So-
cial, y de Seguridad Social, para dictamen. 

Proposiciones con punto de acuerdo

1. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al jefe de
gobierno del DF y a los delegados de Iztapalapa, Cuauhté-
moc, Gustavo A. Madero, Miguel Hidalgo, Tlalpan, Izta-
calco, Venustiano Carranza, Xochimilco y Benito Juárez, a

transferir al Instituto del Deporte del DF, la administración
de algunas de las instalaciones deportivas ubicadas dentro
de sus demarcaciones respectivas, a cargo del diputado Fe-
lipe de Jesús Muñoz Kapamas, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisiones Unidas del Distrito Federal y de
Deporte, para dictamen. 

2. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al goberna-
dor del estado de Querétaro, para que realice las acciones
necesarias a fin de modernizar el transporte público en be-
neficio de los habitantes de esa entidad federativa, a cargo
del diputado Marcos Aguilar Vega, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Transportes, para dictamen. 

3. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gober-
nador del Estado de México, para que establezca canales
de interlocución con los representantes populares y diri-
gencias estatales que no coinciden en militancia con su
partido, a cargo de la diputada Josefina Salinas Pérez, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen. 

4. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, para que a través de la SHCP, integre en el Plan
Nacional de Desarrollo 2013-2018, políticas públicas de
movilidad sustentable, suscrito por los diputados Rosa Elba
Pérez Hernández y Arturo Escobar y Vega, del Grupo Par-
lamentario del Partido Verde Ecologista de México. 

Turno: Comisión de Cambio Climático, para dictamen. 

5. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Ssa y al
Censida, para que transparenten y argumenten el proceso
de dictaminación de la Convocatoria pública para la imple-
mentación de estrategias de prevención combinada para el
fortalecimiento de la respuesta ante el VIH y el sida 2013,
suscrito por los diputados Ricardo Mejía Berdeja y Ricar-
do Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario Movimiento
Ciudadano. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen. 

6. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Comi-
sión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas,
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para que determine la creación de esa Comisión en el esta-
do de Nuevo León, a cargo de la diputada María de Jesús
Huerta Rea, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Turno: Comisión de Asuntos Indígenas, para dictamen. 

7. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los go-
biernos de las entidades federativas y del DF, para que vi-
gilen y supervisen el correcto funcionamiento de las insti-
tuciones públicas y privadas encargadas de la custodia,
cuidado y atención de la niñez, y a sus congresos a legislar
en la materia, suscrita por los diputados Carmen Lucía Pé-
rez Camarena y Fernando Larrazábal Bretón, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Derechos de la Niñez, para dicta-
men. 

8. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de
la Sagarpa, para que de las partidas asignadas al Programa
Especial Concurrente para el Desarrollo Rural Sustentable,
se otorguen los recursos a los productores de caña de azú-
car para la adquisición de fertilizantes, a cargo de la dipu-
tada Yazmín de los Ángeles Copete Zapot, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Agricultura y Sistemas de Riego,
para dictamen y a la Comisión Especial para el segui-
miento a las prácticas monopólicas y regulación de mer-
cados, para opinión. 

9. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob,
para que atienda las recomendaciones de la CNDH, esta-
blecidas en la Agenda Nacional de Derechos Humanos
2013, en especial las relacionadas con los homicidios vio-
lentos y desapariciones forzadas, suscrito por los diputados
Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal Ávila, del Gru-
po Parlamentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dicta-
men. 

10. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, para que firme y ratifique el tercer protocolo fa-
cultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño,
relativo a un procedimiento de comunicaciones, a cargo de
la diputada Flor Ayala Robles Linares, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Derechos de la Niñez, para dicta-
men. 

11. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, para que a través de la SRE, se den los trámites
necesarios para que México se adhiera al Convenio del
Consejo de Europa, para la protección de los niños contra
la explotación sexual y el abuso sexual, conocido como
Convenio de Lanzarote, suscrita por diversas diputadas in-
tegrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. 

Turno: Comisión de Derechos de la Niñez, para dicta-
men. 

12. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal y a la Cámara de Senadores, para que realicen
una inmediata revisión del TLCAN, en su Capítulo VII, re-
lativo al campo, a cargo de la diputada María del Socorro
Ceseñas Chapa, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Economía, para dictamen. 

13. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los Po-
deres de la Unión y a los tres órdenes de gobierno, para que
adopten políticas o criterios de selección de ingreso, pro-
moción y permanencia de su planta laboral, para las perso-
nas que cuentan con cualquier tipo de discapacidad, a car-
go del diputado José Francisco Coronato Rodríguez, del
Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Atención a Grupos Vulnerables,
para dictamen. 

14. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, para que emita el Reglamento de la Ley Gene-
ral para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Ma-
teria de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia
a las Víctimas de estos Delitos, a cargo de la diputada Re-
gina Vázquez Saut, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dicta-
men. 

15. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobier-
no del estado de Tlaxcala, a ser respetuoso y promotor de
la libertad de expresión y garantizar los derechos y la so-
beranía de las personas que ejercen la labor periodística, a



cargo de la diputada Aurora de la Luz Aguilar Rodríguez,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dicta-
men. 

16. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SCT
y a la CFE, para que implementen un plan emergente para
prevenir y mitigar los efectos dañinos a las telecomunica-
ciones, así como a la generación y distribución de energía
eléctrica, derivados de la actividad solar intensa (eyección
de masa coronal, CME), a cargo del diputado Andrés Eloy
Martínez Rojas, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. 

Turno: Comisiones Unidas de Comunicaciones y de
Energía, para dictamen. 

17. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al director
general de Pemex, para que garantice el mantenimiento in-
tegral de las instalaciones y ductos de la paraestatal, a car-
go del diputado Fernando Cuéllar Reyes, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Energía, para dictamen. 

18. Con punto de acuerdo, relativo a los principios que re-
gulan la diplomacia parlamentaria, a cargo del diputado
Víctor Manuel Bautista López, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Junta de Coordinación Política, para su aten-
ción. 

19. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Cofe-
pris, a fin de que limite el uso de productos que contengan
bisfenol A, a cargo de la diputada Eva Diego Cruz, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen. 

20. Con punto de acuerdo, para que la SHCP y la Cámara
de Diputados, instalen una mesa de trabajo para analizar
los resultados y metas alcanzadas del Decreto por el que se
otorgan diversos beneficios fiscales en materia del impues-
to sobre la renta, de derechos y aprovechamientos, del 5 de
diciembre de 2008, así como los resultados esperados y
previstos con la inclusión del último párrafo del artículo 9º
de la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio

Fiscal de 2013, a cargo de la diputada Yesenia Nolasco Ra-
mírez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen. 

21. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, para que implemente un plan emergente para
combatir la inseguridad y la fuerte ola de violencia que
aqueja a diversos estados de la República Mexicana, a car-
go del diputado Andrés Eloy Martínez Rojas, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen, y a la
Comisión de Seguridad Pública, para opinión. 

22. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, para que en Plan Nacional de Desarrollo 2013-
2018, se considere el aprovechamiento sustentable del
agua como una estrategia de seguridad nacional, a cargo
del diputado Javier Orihuela García, del Grupo Parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Recursos Hidráulicos, para dicta-
men. 

23. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, para que a través del titular de la CFE, se haga
del conocimiento público los impactos sociales, económi-
cos y medioambientales que implica el Proyecto Integral
Morelos, en perjuicio de los pobladores de los estados de
Morelos, Puebla y Tlaxcala, a cargo de la diputada Claudia
Elizabeth Bojórquez Javier, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Energía, para dictamen. 

24. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titu-
lares de la CFE y de la PGR, para que cesen la criminali-
zación y penalización en contra de usuarios de la energía
eléctrica, por falta de condiciones económicas para pagar
las tarifas por este servicio, a cargo de la diputada Claudia
Elizabeth Bojórquez Javier, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Energía, para dictamen. 

25. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Gobier-
no Federal y a los gobiernos locales, en particular a los de
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Guerrero, Oaxaca y Michoacán, para que resuelvan el con-
flicto magisterial en base al respeto, las vías del diálogo y
la negociación, a cargo de la diputada María del Socorro
Ceseñas Chapa, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, para dictamen. 

26. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gober-
nador del estado de Sonora, para que se respete y se haga
respetar el derecho de libre manifestación y asociación de
la ciudadanía en la entidad, a cargo de la diputada Lorenia
Iveth Valles Sampedro, del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dicta-
men. 

27. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob,
para que en el Pacto por México y el Programa Nacional
para la Prevención Social de la Violencia y la Delincuen-
cia, se incorporen programas, estrategias y acciones espe-
cíficas dirigidas a la atención de las niñas, niños y adoles-
centes, a cargo de la diputada Verónica Beatriz Juárez Piña,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática 

Turno: Comisión de Derechos de la Niñez, para dicta-
men. 

28. Con punto de acuerdo, relativo a la detención de ejida-
tarios de la comunidad San Antonio de la Huerta, del mu-
nicipio de Soyopa, estado de Sonora, a cargo del diputado
Trinidad Morales Vargas, del Grupo Parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática 

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dicta-
men.»

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA - LEY DEL
SEGURO SOCIAL -  LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes del Impuesto sobre la Renta, del Seguro So-
cial, y Federal del Trabajo, a cargo de la diputada Minerva
Castillo Rodríguez, del Grupo Parlamentario del PRI

Los suscritos, diputadas y diputados federales del estado de
Chihuahua, Minerva Castillo Rodríguez, Pedro Ignacio
Domínguez Zepeda, Diana Karina Velázquez Ramírez, Jo-
sé Ignacio Duarte Murillo, Adriana Fuentes Téllez, Abra-
ham Montes Alvarado, Luis Alfredo Murguía Lardizábal y
Kamel Athié Flores, integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional en la LXII Legis-
latura de la Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a
consideración de esta asamblea la iniciativa con proyecto
de decreto por el que se adicionan diversas disposiciones a
la Ley del Impuesto sobre la Renta, a la Ley del Seguro So-
cial y a la Ley Federal del Trabajo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Teniendo presente que las propinas son gratificaciones que
un mesero o una camarera reciben como compensación por
un “buen servicio” por parte de un cliente del estableci-
miento en donde trabaja, es de subrayar que tales compen-
saciones le son entregadas por parte de un cliente que no es
su patrón y que, por tanto, las propinas no pueden conside-
rarse como una retribución que el dueño del establecimien-
to otorga a los trabajadores como contraprestación directa
por su trabajo.

Considerando lo anterior, es necesario hacer una precisión
a fin de delimitar el ámbito conceptual de dicho término.
Al respecto, debe partirse de que dicho concepto tiene ver-
tientes fiscales, laborales y de seguridad social, y cada una
de esas vertientes reviste implicaciones diferentes.

Es de subrayar que en la definición del concepto “propina”,
deben considerarse los siguientes elementos:

• La propina es una donación espontanea de un cliente
por un servicio que el trabajador le presta a éste, aunque
dicho servicio sea realizado por cuenta del patrón o en
un establecimiento propiedad de éste.



• Las propinas son entregadas al trabajador por los
clientes del negocio, quienes son personas ajenas a la re-
lación de trabajo.

• El monto de las propinas es incuantificable ya que un
patrón no podría conocer el importe de lo que un clien-
te deja de forma voluntaria en una mesa o que entrega
personalmente al trabajador como compensación por
sus servicios.

• En la estimación del importe de las propinas debe te-
nerse presente, entre otras cosas la naturaleza de los ser-
vicios prestados, la ubicación e importancia de la fuen-
te de trabajo, la costumbre, el tipo de clientes y otros
aspectos análogos.

En algunos casos, sobre todo tratándose de servicios pres-
tados en salas de banquetes y de eventos especiales, en
donde la propina se incluye en la cuenta “como 10 o 15 por
ciento de servicio” u alguna otra modalidad, existe un
acuerdo entre el patrón y los trabajadores para que el im-
porte de la propina sea entregado a los trabajadores. En es-
tos casos, el patrón funge como depositario de las propinas
que debe entregar a los trabajadores, sin que esas cantida-
des puedan considerarse como un desembolso que realiza
el patrón. En tales supuestos, la Ley Federal del Trabajo
considera que esas propinas deben formar parte del salario
para cuantificar el monto de una eventual indemnización
derivada de un juicio ante las juntas de conciliación y arbi-
traje correspondientes.1

Es de precisar que en las revisiones que periódicamente
efectúa el IMSS a los establecimientos en los que existen
trabajadores que reciben propinas, se pretende integrar al
salario base de cotización un importe derivado del prome-
dio de propinas que reciben los trabajadores, dando un tra-
tamiento similar a los establecimientos en los que los clien-
tes otorgan propinas directamente a los trabajadores,
respecto a los establecimientos en los que la propina viene
incluida en el precio y es cobrada directamente por el pa-
trón.2

En esa dirección, es de subrayar que las propinas que se pa-
gan con tarjeta de crédito o de debito, consignadas en bau-
chers, y en donde el patrón es quien las entrega a los tra-
bajadores, constituye la principal fuente de controversia
contable, ya que el IMSS considera que tales cantidades
deben integrarse también al salario base de cotización, en
virtud de que existe base para su determinación.3

Al respecto, no debe omitirse que para efectos del IMSS e
Infonavit, las propinas que reciban los trabajadores direc-
tamente de los clientes no podrían integrarse a su salario
base de cotización, ya que es obvio que los patrones des-
conocen su importe, contrario a lo que sucede con aquellas
cantidades previamente pactadas o determinables, como
las cubiertas por medio de tarjeta de crédito o de debito, o
las derivadas de un contrato de servicios prestados en salas
de banquetes y de eventos especiales.

Debemos recordar que de acuerdo con el artículo 82 de la
Ley Federal del Trabajo, el salario es la contraprestación
que recibe un trabajador de su patrón a cambio de la   pres-
tación de sus servicios; las propinas no tendrían que formar
parte de los salarios ya que provienen de una persona aje-
na al vínculo laboral y su otorgamiento se efectúan aten-
diendo a la calidad o a la naturaleza del servicio propor-
cionado.

En ese sentido, es que debe tenerse presente que la Ley Fe-
deral del Trabajo dentro del capítulo especial XIV denomi-
nado “Trabajo en hoteles, restaurantes, bares y otros esta-
blecimientos análogos”, en los artículos 346 y 347,
considera a las propinas como parte del salario para efec-
tos indemnizatorios y de cálculo en el monto de las presta-
ciones en el ámbito eminentemente laboral.

Ahora bien en lo que respecta al ámbito del cálculo de pa-
go de cuotas al IMSS, Infonavit o en materia fiscal de las
propinas en México, son de tener presentes argumentacio-
nes complementarias a las de naturaleza laboral expuestas
anteriormente.

Sobre el particular, debe recordarse que la base del cálculo
para los pagos de cuotas al IMSS es el denominado salario
base de cotización, el cual se integra de la siguiente mane-
ra:

a) Con los pagos hechos en efectivo por cuota diaria.

b) Gratificaciones.

c) Precepciones.

d) Alimentación.

e) Habitación.

f) Primas.
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g) Comisiones

h) Prestaciones en especie

i) Cualquiera otra cantidad o prestación que se entregue
al trabajador por su trabajo.

En efecto la propia Ley del Seguro Social establece diver-
sas salvedades que no serán incluidas en el cálculo para los
pagos de cuotas al IMSS. Entre otras salvedades, la nor-
matividad señala que no serán consideradas para el cálculo
del salario base de cotización los siguientes conceptos:

I. Los instrumentos de trabajo tales como las herra-
mientas, ropa y otros similares.

II. El ahorro, cuando se integre por un depósito de can-
tidad semanaria, quincenal o mensual igual del trabaja-
dor y de la empresa; si se constituye en forma diversa o
puede el trabajador retirarlo más de dos veces al año, in-
tegrará salario; tampoco se tomarán en cuenta las canti-
dades otorgadas por el patrón para fines sociales de ca-
rácter sindical;

III. Las aportaciones adicionales que el patrón conven-
ga otorgar a favor de sus trabajadores por concepto de
cuotas del seguro de retiro, cesantía en edad avanzada y
vejez.

IV. Las cuotas que en términos de esta ley, le corres-
ponde cubrir al patrón, las aportaciones al Instituto Na-
cional de la Vivienda para los Trabajadores, y las parti-
cipaciones en las utilidades de las empresa;

V. La alimentación y la habitación cuando se entreguen
en forma onerosa a los trabajadores; se entiende que son
onerosas estas prestaciones cuando el trabajador pague
por cada una de ellas, como mínimo, el veinte por cien-
to del salario mínimo general diario que rija en el Dis-
trito Federal.

VI. Las despensas en especie o en dinero, siempre y
cuando su importe no rebase el cuarenta por ciento del
salario mínimo general vigente en el Distrito Federal;

VII. Los premios por asistencia y puntualidad, siempre
que el importe de cada uno de estos conceptos no reba-
se el diez por ciento del salario base de cotización;

VIII. Las cantidades aportadas para fines sociales, con-
siderándose como tales las entregadas para constituir
fondos de algún plan de pensiones establecido por el pa-
trón o derivado de contratación colectiva. Los planes de
pensiones serán solo los que reúnan los requisitos que
establezca la Comisión Nacional de Ahorro para el Re-
tiro; y

IX. El tiempo extraordinario dentro de los márgenes se-
ñalados en la Ley Federal del Trabajo.

Como elemento esencial para el análisis del caso que nos
ocupa, es de subrayar que la Legislación del Seguro Social
establece que para que los conceptos mencionados se ex-
cluyan como integrantes del salario base de cotización, ta-
les conceptos deberán estar debidamente registrados en la
contabilidad del patrón, situación que en los casos de las
propinas entregadas al personal que labora en hoteles, res-
taurantes y bares, no siempre ocurre.

Al efecto es tener en cuenta que el propio Tribunal Federal
de Justicia fiscal y Administrativa, (TFJFA) ha establecido
diversos criterios sobre el tema de las propinas, su natura-
leza tributaria y sus alcances.

Un primer elemento a tener en cuenta sobre el particular es
la relación que el referido tribunal ha establecido entre “sa-
larios base de cotización” y “propinas”. Al respecto, el
TFJFA ha señalado que cualquier suma de dinero que el
trabajador reciba de parte de un tercero, que no sea su pa-
trón, como es el caso de las propinas que eventualmente
dejan los clientes a los meseros, no puede ni debe ser con-
siderada como parte del salario base de cotización. 

En la misma dirección, dicha instancia judicial ha expresa-
do acerca del salario base de cotización que es aquel que se
integra con los pagos hechos en efectivo por cuota diaria,
gratificaciones, percepciones, alimentos, habitación, pri-
mas, comisiones, prestaciones en especie y cualquier otra
cantidad o prestación que el patrón entregue al trabajador,
por su trabajo, diferentes del salario propiamente dicho, sin
que se deban incluir las propinas.

En efecto la siguiente tesis sustentada por el Tribunal Fe-
deral de Justicia Fiscal y Administrativa tiene exacta apli-
cación al caso que nos ocupa:



V-TASR-XII-I-2432 LEY DEL SEGURO SOCIAL

Sala: Sala Regional Hidalgo-México (Tlalnepantla)

Tipo: Tesis Aislada

Propinas. No forman parte del salario base de coti-
zación. El artículo 5-A, fracción XVIII de la Ley del Se-
guro Social, establece que para los efectos de ese orde-
namiento, se entiende por salarios o salario la
retribución que la Ley Federal del Trabajo define como
tal; sin embargo, resulta de suma importancia destacar
que en esa misma fracción el Legislador realizó una dis-
tinción, estableciendo que para efectos del ordenamien-
to en cita, el salario base de cotización se integra con los
pagos hechos en efectivo por cuota diaria, gratificacio-
nes, percepciones, alimentos, habitación, primas, comi-
siones, prestaciones en especie y cualquier otra cantidad
o prestación que se entregue al trabajador por su traba-
jo; con excepción de los conceptos previstos por el nu-
meral 27 de la propia Ley. Por lo anterior, resulta pro-
cedente concluir que cualquier suma de dinero que el
trabajador reciba de parte de un tercero, que no sea su
patrón, como es el caso de las propinas que eventual-
mente dejan los clientes a los meseros, no puede ser
considerada como parte del salario base de cotización.
En este contexto, si bien es cierto que el artículo 30
fracción II de la Ley del Seguro Social dispone, a efec-
to de determinar el salario base de cotización, que cuan-
do por la naturaleza del trabajo, el salario se integre con
elementos variables que no puedan ser previamente co-
nocidos, se sumarán los ingresos totales percibidos du-
rante los dos meses inmediatos anteriores y se dividirán
entre el número de días de salario devengado en ese pe-
riodo; también lo es que esos elementos variables que
no puedan ser previamente conocidos, deberán corres-
ponder a los conceptos que integran el salario base de
cotización, previstos por el artículo 5-A, fracción XVIII,
de ese mismo ordenamiento, esto es, los pagos hechos
en efectivo por cuota diaria, gratificaciones, percepcio-
nes, alimentos, habitación, primas, comisiones, presta-
ciones en especie y cualquier otra cantidad o prestación
que el patrón entregue al trabajador, por su trabajo, di-
ferentes del salario propiamente dicho, sin que se deban
incluir las propinas. 

Juicio Contencioso Administrativo 13246/05-11-01

1. Resuelto por la Primera Sala Regional Hidalgo Méxi-
co del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrati-

va, el 14 de septiembre de 2006, por unanimidad de vo-
tos. Magistrada Instructora: María Sofía Sepúlveda Car-
mona. Secretario: Licenciado Andrés Rossell Martínez.

[TA]; 6a. Época; 4a. Sala; S.J.F.; Quinta Parte, XXXVI.
Página 93.

Ahora bien, considerando tales antecedentes y desde luego
el contenido de la tesis sustentada por el Tribunal Federal
de Justicia Fiscal y Administrativa, se entendería que habi-
tualmente las propinas deberían estar excluidas del cálculo
del salario base de cotización para efectos de pago de cuo-
tas al IMSS o el ISR, sin embargo la normatividad aplica-
ble no ha sido reformada para señalar de manera expresa
esta situación.

Por los argumentos anteriormente expuestos, sometemos a
consideración de esta Honorable Asamblea la siguiente ini-
ciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un tercer párrafo, reco-
rriéndose el subsecuente al artículo 110 de la Ley del Im-
puesto Sobre la Renta; se adiciona la fracción X al ar-
tículo 27 de la Ley del Seguro Social; se adiciona un
tercer párrafo al artículo 346 de la Ley Federal del Tra-
bajo.

Artículo Primero. Se adiciona un tercer párrafo recorrién-
dose el subsecuente al artículo 110 de la Ley del Impuesto
sobre la Renta para quedar de la siguiente manera:

Artículo 110. Se consideran ingresos por la prestación de
un servicio personal subordinado, los salarios y demás
prestaciones que deriven de una relación laboral, incluyen-
do la participación de los trabajadores en las utilidades de
las empresas y las prestaciones percibidas como conse-
cuencia de la terminación de la relación laboral. Para los
efectos de este impuesto, se asimilan a estos ingresos los
siguientes:

I. a VII (…)

Se estima que estos ingresos los obtiene en su totalidad
quien realiza el trabajo. Para los efectos de este capítu-
lo, los ingresos en crédito se declararán y se calculará el
impuesto que les corresponda hasta el año de calendario
en que sean cobrados. 

No se consideran ingresos por la prestación de un
servicio personal subordinado las propinas que reci-
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ben los trabajadores que prestan sus servicios en ho-
teles, casas de asistencia, restaurantes, bares, fondas
o cafés y otros establecimientos análogos.

No se considerarán ingresos en bienes, los servicios de co-
medor y de comida proporcionados a los trabajadores ni el
uso de bienes que el patrón proporcione a los trabajadores
para el desempeño de las actividades propias de éstos siem-
pre que, en este último caso, los mismos estén de acuerdo
con la naturaleza del trabajo prestado.

Artículo Segundo. Se adiciona la fracción X al artículo
27 de la Ley del Seguro Social, a fin de que ese artículo
quede redactado de la siguiente manera:

Artículo 27. Para los efectos de esta ley, el salario base de
cotización se integra con los pagos hechos en efectivo por
cuota diaria y las gratificaciones, percepciones, alimenta-
ción, habitación, primas, comisiones, prestaciones en espe-
cie y cualquier otra cantidad o prestación que se entregue
al trabajador por sus servicios.

Se excluyen como integrantes del salario base de cotiza-
ción, dada su naturaleza, los siguientes conceptos:

I. a IX. (…)

X. Las propinas que el trabajador reciba de parte de
un tercero que no sea su patrón y que eventualmen-
te les sean entregadas a manera de gratificación en
efectivo como agradecimiento por la prestación de
un servicio.

Para que los conceptos mencionados en este precepto se
excluyan como integrantes del salario base de cotiza-
ción, deberán estar debidamente registrados en la conta-
bilidad del patrón. 

…

Artículo Tercero. Se adiciona un tercer párrafo al artículo
346 de la Ley Federal del Trabajo, a fin de que este quede
redactado en los siguientes términos:

Artículo 346. Las propinas son parte del salario de los tra-
bajadores a que se refiere este capítulo en los términos del
artículo 347.

Los patrones no podrán reservarse ni tener participación al-
guna en ellas.

Las propinas no serán consideradas como ingresos de-
rivados de la prestación de un servicio personal subor-
dinado, tampoco serán consideradas parte del salario
base de cotización. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Notas:

1 Las propinas y el salario diario integrado para el IMSS por Francis-
co Javier Martínez Ibáñez. http://cpware.com/web/colaboradores/fco-
javier/articulos/fjmi_salario/23_fjmi_salario.htm

2  Ibídem.

3 Ibídem.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputado del honorable
Congreso de la Unión, a 11 de abril de 2013.— Diputados: Minerva
Castillo Rodríguez, Pedro Ignacio Domínguez Zepeda, Kamel Athié
Flores, José Ignacio Duarte Murillo, Adriana Fuentes Téllez, Abraham
Montes Alvarado, Luis Alfredo Murguía Lardizábal, Diana Karina Ve-
lázquez Ramírez (rúbricas).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédi-
to Público, y de Trabajo y Previsión Social, para dicta-
men.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO - 
LEY DEL SEGURO SOCIAL

«Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones de las Leyes Federal del Trabajo, y del Seguro So-
cial, a cargo de la diputada Margarita Elena Tapia Fonllem,
del Grupo Parlamentario del PRD

La que suscribe, diputada Margarita Elena Tapia Fonllem,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática de la LXII Legislatura del honorable



Congreso de la Unión, con fundamento en lo establecido
en la fracción II del artículo 71 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artícu-
los 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de la Cámara de Dipu-
tados iniciativa con proyecto de decreto, por el que se mo-
difica la denominación del capítulo XIII del Título Sexto;
se reforma el artículo 331, 332, 333, 334, 335, 336, 337,
339, el párrafo primero y la fracción I del artículo 340, 342,
343, 998, 1004-A; se adiciona un párrafo segundo al ar-
tículo 331; una fracción I, una fracción II y un tercer y
cuarto párrafos al artículo 333; un párrafo segundo al ar-
tículo 334; una fracción III Bis, IV, V, VI, VII, VIII, IX, X
al artículo 337; un párrafo segundo al artículo 339; un pá-
rrafo segundo y un párrafo tercero al artículo 342; un pá-
rrafo segundo, un párrafo tercero, un párrafo cuarto y un
párrafo quinto al artículo 343; un párrafo segundo al ar-
tículo 1004-A, así como un artículo 331 Bis, un artículo
331 Ter, un artículo 339 Bis y un artículo 542 Bis, todos de
la Ley Federal del Trabajo, y se reforma el decimotercer
párrafo del artículo 15 y la fracción I del artículo 228; se
adiciona una fracción XX al artículo 5 A, una fracción IV
al artículo 12, una fracción X al artículo 15, y se deroga la
fracción II del artículo 13 y el inciso b) de la fracción III
del artículo 222 de la Ley del Seguro Social, al tenor de la
siguiente:

Exposición de Motivos

En México los distintos ámbitos laborales enfrentan un
acelerado proceso de precarización y de mayor vulnerabi-
lidad a los efectos de diversos procesos económicos. El tra-
bajo que se desarrolla en el hogar de forma remunerada se
encuentra en los últimos sitios de la escala, pues a pesar de
que constituye una palmaria relación laboral, la legislación
vigente no protege adecuadamente los derechos de las tra-
bajadoras y los trabajadores del hogar, que se ubican entre
dos extremos.

Por un lado, se puede alcanzar una situación de estabilidad
material, de confianza personal en el aprendizaje de las
costumbres y las reglas de un hogar, y en contraparte con
el respeto a la esfera personal y colectiva de la persona tra-
bajadora, dentro de una relación de colaboración para el
desarrollo de sus habitantes y la capacidad de acceder a es-
tímulos económicos y personales que en otro contexto la-
boral le serían negados.

Sin embargo, la parte opuesta la componen fenómenos co-
mo la explotación, la inestabilidad en el empleo, las condi-

ciones indignas de trabajo, las nulas prestaciones, la falta
de acceso a la justicia, la violencia física y psicológica, el
maltrato, el hostigamiento laboral, el abuso sexual, el trato
discriminatorio y la denegación de servicios y recursos para
satisfacer las necesidades básicas.

La imagen más frecuente en el imaginario social sobre de
una persona trabajadora del hogar, y que confirman las es-
tadísticas,1 es la de una mujer proveniente del medio rural
con baja escolaridad, sin haber percibido jamás un salario,
perteneciente a una familia numerosa, que llega a la ciudad
en busca de un empleo llamado en la ley doméstico, el cual
acepta incluso en condiciones de suma desventaja.

No se puede dejar de lado que la capacidad de esta trabaja-
dora para participar en labores de cuidado y aseo es produc-
to del aprendizaje en los contextos familiar y comunitario
donde estas tareas se ejecutan sin ninguna remuneración. La
eficacia con que se despliega este trabajo proviene de una
persona que lo concibe originalmente como una responsa-
bilidad, debido a la fortaleza de los valores y la cohesión
social de su medio de origen, pero también es cierto que un
factor relevante es la ausencia de cualesquiera otras opor-
tunidades de desarrollo.

Es decir, que bajo una concepción económica, el aprendi-
zaje de las facultades para lavar, planchar, cocinar o lim-
piar no se puede calcular una magnitud de costo monetario,
sino por un costo de oportunidad: aquello que, mientras se
realizan estas labores, se deja de hacer, de aspirar y de dis-
frutar : salud, educación, cultura, deporte, esparcimiento,
formación, ahorro, consumo, etcétera.

Además, son comúnmente objeto de las más variadas for-
mas de discriminación fuera del propio hogar donde se la-
bora, que sería imposible referir exhaustivamente. Para
muestra más intuitiva, existe toda una serie de expresiones
despectivas sumamente difundidas que hacen alusión a
ellas y que parecen no perturbar a una gran parte de la po-
blación. Con la extendida percepción de que el hogar es
distinto a un lugar de trabajo, se justifica que la persona
trabajadora padezca de condiciones desiguales en compa-
ración con otros segmentos sociales.

Esta realidad y sus experiencias directas pueden conocerse
a profundidad si se consulta la Memoria del Primer En-
cuentro Nacional de Trabajadoras del Hogar.2 En dicho
texto se refiere que hacia 1811, el 30 por ciento de la po-
blación de la Ciudad de México atendía el llamado “servi-
cio doméstico”, tendencia que disminuyó hasta que a ini-
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cios del siglo XX constituía cerca de una décima parte de
la población ocupada.

De acuerdo con distintos ejercicios de censos y proyeccio-
nes el Instituto Nacional de Estadística y Geografía hacia
finales del año 2010, contábamos con entre 2 millones 19
mil y 2 millones 315 mes personas dedicadas al trabajo del
hogar remunerado, de las cuales el 95 por ciento eran mu-
jeres, es decir que una de cada nueve mujeres ocupadas es
trabajadora doméstica remunerada.

El enorme crecimiento de la población femenina dedicada
a trabajar en hogares ha aumentado la vulnerabilidad psi-
cológica, social, económica del sector, en vista de que las
reformas legislativas particulares hacia ellas en han sido
prácticamente nulas en ese periodo de tiempo. En suma, los
datos disponibles hacen evidente la amplitud del impacto
social de reformas legislativas oportunas en esta materia.

El más reciente informe3 de la Organización Internacional
del Trabajo (OIT) sobre trabajo doméstico expone que, con
un cálculo de 1.9 millones, México es el segundo país en
Latinoamérica con mayor número de personas empleadas
en hogares, detrás de Brasil. Destaca que desde principios
de la década de los noventa del siglo XX hasta 2008, la po-
blación empleada en el hogar casi se duplicó, y continúa
siendo predominantemente femenina.

El cambio de paradigma sobre la situación de las personas
trabajadoras del hogar no depende del otorgamiento de más
o mejores derechos, sino en intervenir en los límites pues-
tos sobre los patrones. Pues lo que tradicionalmente se con-
cibe como la primacía de los derechos del patrón o la pa-
trona, no es otra cosa que la explotación de la persona
trabajadora. Normalmente el patrón puede exigir largas
jornadas de trabajo sin descanso porque supone que ese
privilegio es inherente a contar con un nivel de ingreso más
alto, o por la satisfacción asistencialista de ayudar a una
persona que considera desvalida, ignorante e incapaz.

Las grandes omisiones en el ámbito legislativo reproducen
y refuerzan estas relaciones de explotación. El privilegio
de la parte patronal es enfrentar un costo o una sanción ex-
tremadamente baja si se incumple con los derechos de la
parte trabajadora. Así, se violan derechos mientras no se in-
fringe formalmente la ley, ante la ausencia de disposiciones
adecuadas.

Existen instrumentos jurídicos nacionales e internacionales
que comprometen a una profunda reforma sobre el trabajo

en el hogar. En primer lugar, el Pacto de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales, aprobado por la ONU en
1966. En el ámbito regional, destaca el Protocolo facultati-
vo en materia de derechos económicos, sociales y cultura-
les de la Convención Americana de Derechos Humanos de
1969.

En 2001 se incluyó por primera vez el derecho fundamen-
tal de la no discriminación explícitamente en la Carta Mag-
na; con la reforma en materia de derechos humanos de ju-
nio de 2011, esta norma forma parte integral del bloque de
constitucionalidad que debe ser objeto de protección, res-
peto, garantía y promoción por parte del Estado mexicano.
Igualmente, el principio de progresividad de los derechos
humanos nos obliga a proponer y desarrollar avances en el
reconocimiento y cumplimiento de los derechos laborales
de este grupo de personas trabajadoras.

Por otro lado, hay un cúmulo de derechos relevantes en los
instrumento en torno a la equidad de género de los que de-
riva la necesidad de atender con esta perspectiva la situa-
ción de un sector laboral conformado por un 95 por ciento
de mujeres. En 1981 nuestro país se incorporó al sistema
de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas
de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), marco jurí-
dico que reconoce y protege los derechos plenos de todas
las mujeres. En su artículo 11, la CEDAW establece que el
Estado, a través de sus órganos legislativos, realizará las
reformas para eliminar la discriminación en contra de la
mujer en la esfera del empleo.

El instrumento internacional más avanzado en la materia
que nos ocupa es el Convenio 189 y la Recomendación 201
sobre las Trabajadoras y los Trabajadores Domésticos,
adoptados durante la reunión 100 de la Conferencia Inter-
nacional del Trabajo de la Organización Internacional del
Trabajo (OIT) que ha sido ratificado por Uruguay, Filipi-
nas, Mauricio e Italia y entrará en vigor internacionalmen-
te el 5 de septiembre de 2013 y aún espera ratificación por
parte de nuestro país.

Es necesario atender la voz de múltiples personas dedica-
das al trabajo en el hogar, organizaciones de la sociedad ci-
vil y actores políticos que han exigido la ratificación del
Convenio 189 a fin de acelerar las modificaciones al mar-
co legal que detengan el deterioro de la condición de este
grupo de personas trabajadoras. Por las razones jurídicas
antes mencionadas, consideramos que su ratificación no
implicaría admitir súbitamente nuevas obligaciones, pues-
to que éstas derivan del régimen internacional de los dere-



chos humanos y de las normas en esta materia presentes en
la Constitución Política.

Además del marco jurídico restrictivo que ya se ha descri-
to, el Poder Judicial provee una razón más para dar una al-
ta prioridad a estas reformas, ya que ha emitido una serie
de decisiones judiciales sesgadas, que confirman mecáni-
camente los criterios de la legislación secundaria y omiten
por completo cumplir con la obligación de proteger los de-
rechos humanos reconocidos acudiendo a lo dispuesto con-
juntamente en la Constitución y en los tratados internacio-
nales ratificados.4

Cabe mencionar que el tema del trabajo del hogar ha sido
repetidamente objeto de atención por parte de las legisla-
doras y los legisladores. La presente iniciativa es resultado
del análisis de muchas de ellas con la intención de reto-
marlas y complementarlas, por lo que no podemos dejar de
mencionar las propuestas presentadas en esta soberanía por
Rosario Ortiz Magallón y otras en 2007, Claudia Edith
Anaya Mota en 2010, Enrique Ibarra Pedroza en 2010, Ca-
rolina Viggiano Austria y otras en 2011, Ana Estela Durán
Rico en 2011 y Luisa María Alcalde Luján en 2012.

En la coyuntura actual, a pesar de las expectativas y com-
promisos para que una reforma integral de la Ley Federal
del Trabajo prosperara en la iniciativa preferente del primer
periodo de ejercicio de la LXII Legislatura, los cambios re-
sultantes fueron mínimos en proporción con las necesida-
des de las trabajadoras y los trabajadores del hogar:

a) Se reformó el artículo 333 para precisar que el des-
canso mínimo diario nocturno fuera de nueve horas
consecutivas, y que el descanso mínimo diario entre las
actividades matutinas y vespertinas fuera de tres horas.

b) Se modificó totalmente el artículo 336 que hablaba
sobre las condiciones de las localidades para fijar los sa-
larios mínimos para establecer que “los trabajadores do-
mésticos tienen derecho a un descanso semanal de día y
medio ininterrumpido, preferiblemente en sábado y do-
mingo”. Asimismo, se introdujo la posibilidad de que
mediante acuerdo entre las partes se acumulen los me-
dios días en periodos de dos semanas sin que ello im-
plique que cada semana se disfrute de un día completo
de descanso.

c) En el artículo 337 se sustituyó el término “local para
dormir” por “habitación”, y la alimentación “sana y sa-
tisfactoria” por “sana y suficiente”.

Para resolver las situaciones no atendidas, en la presente
iniciativa se utilizan cinco criterios para desplegar las pro-
puestas de modificación

a) Especificar normas para los trabajos especiales del
Título Sexto, que incluye la Ley Federal del Trabajo pa-
ra reconocer las particularidades de determinadas profe-
siones o sectores productivos. Dichas condiciones son
tales por la materia de trabajo que se regula en sí.

b) Fortalecer las obligaciones del patrón y la patrón en
una relación más equitativa con la persona trabajadora,
y frente al Estado (en particular respecto a la inspec-
ción).

c) Equiparar condiciones de trabajo que son las mismas
para las trabajadoras y los trabajadoras del hogar que
para el resto.

d) Establecer especificaciones completas para el contra-
to de tal forma que se fijen y cumplan derechos previa-
mente reconocidos para trabajadoras y trabajadores del
hogar.

e) Adecuar el lenguaje bajo una perspectiva incluyente
y no discriminatorio

f) Ordenar racionalmente disposiciones del Título Sexto
que no guardan una secuencia lógica.

Una vez clarificados estos objetivos, esta propuesta legis-
lativa considera indispensable fundamentar los nuevos cri-
terios orientadores que aportan diversos instrumentos in-
ternacionales de forma integral, que desarrollaremos a
continuación en cuanto a habitación y alimentación.

En cuanto a habitación, la directriz más detallada y avan-
zada de la OIT es la Recomendación 201 sobre las trabaja-
doras y los trabajadores domésticos que dispone se sumi-
niste alojamiento con las condiciones siguientes:

a) una habitación separada, privada, convenientemente
amueblada y ventilada, y equipada con un cerrojo cuya
llave debería entregarse al trabajador doméstico;

b) el acceso a instalaciones sanitarias, comunes o priva-
das, que estén en buenas condiciones;

c) una iluminación suficiente y, en la medida de lo ne-
cesario, calefacción y aire acondicionado en función de
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las condiciones prevalecientes en el hogar; y alimenta-
ción;

Con respecto a la alimentación, destaca que la OIT re-
comiende la cantidad y la calidad de los alimentos, así
como la adecuación al origen y a los patrones de la per-
sona trabajadora en la mencionada Recomendación 201:

d) comidas de buena calidad y cantidad suficiente, adap-
tadas, cuando proceda y en la medida de lo razonable, a
las necesidades culturales y religiosas de los trabajado-
res domésticos de que se trate.

De esta manera, la organización confirma las tendencias
por las que otros órganos internacionales protegen de una
manera más amplia el derecho a la alimentación. Tarea in-
aplazable que nuestro país ha contraído con la reforma
constitucional en derechos humanos, y también con la re-
ciente reforma a los artículos 4o. y 27 del 13 de octubre de
2011, que establece el derecho a una “alimentación nutriti-
va, suficiente y de calidad”, cuya garantía es obligación del
Estado.

Tómese como ejemplo la observación general 12 del Co-
mité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que
determina: la alimentación adecuada del artículo 11 del Pi-
desc no debe ser interpretado en un sentido estrecho, sino
a) con sostenibilidad, que implica disponibilidad directa o
mediante sistema, accesibilidad, económica y física, b)
adecuación entendida como que los alimentos deben pro-
porcionarse de acuerdo a ciclo vital, sin sustancias nocivas,
aceptables para la cultura o los consumidores

Complementariamente, es de destacar el “Informe del Re-
lator Especial sobre el derecho a la alimentación, Olivier
de Schutter. Adición: Misión a México” (A/HRC/19/59/
Add.2) presentado el 17 de enero de 2012 al Consejo de
Derechos Humanos de Naciones Unidas que recomienda,
en vista de la situación de malnutrición “desalentar las die-
tas ricas en energía” y promover el “acceso al agua, la fru-
ta y las verduras”.

Los conjuntos de aportaciones se describen brevemente en
lo subsiguiente.

1) Días de descanso con horas continuas por semana con
goce de sueldo e inclusión de horas extras, en atención
a la artículo 10 del Convenio 189 que establece la nece-
sidad de adoptar medidas para garantizar que las horas
normales de trabajo, la compensación de las horas ex-

traordinarias, los períodos de descanso diarios y sema-
nales y las vacaciones anuales pagadas, no sean menos
favorables que las previstas para los trabajadores en ge-
neral. 

2) Se modifica el régimen de salario para considerar los
alimentos y la habitación, aparte del salario en efectivo,
para el cálculo del salario integrado del cual se deriva el
pago de las prestaciones. En materia de salario mínimo
y justo, se recuerda que el artículo 11 del Convenio 189
establece que deben adoptarse medidas para garantizar
que las y los trabajadores del hogar, se beneficien de un
régimen de salario mínimo, allí donde ese régimen exis-
ta, y que la remuneración se establezca sin discrimina-
ción por motivo de sexo.

3) La inclusión de disposiciones sobre un horario con-
venido con la patrona o el patrón atienden a la Reco-
mendación 201, numeral 6, que dicta que se deben cal-
cular y registrar con exactitud las horas de trabajo
realizadas, con inclusión de las horas extraordinarias y
el o la trabajadora del hogar deberán acceder fácilmen-
te a ésta información. 

4) Sobre los periodos de trabajo y descanso, se satisface
el numeral, 9, la Recomendación 201 para garantizar
adecuadamente que trabajadoras y trabajadores del ho-
gar, tengan derecho a periodos de descanso adecuados
durante la jornada de trabajo, de manera que puedan in-
gerir alimentos y descansar. 

5) Se acota el ámbito de la relación laboral para cumplir
el numeral 12 de la Recomendación 201 de la OIT, que
establece que el tiempo dedicado al acompañamiento de
los miembros del hogar durante las vacaciones no debe
contabilizar como período de vacaciones anuales. 

6) La inclusión de personas trabajadoras del hogar en el
régimen obligatorio de seguridad social tiene por refe-
rente el artículo 13 del Convenio 189 establece, que an-
te las características específicas del trabajo en el hogar,
se adopten medidas apropiadas para garantizar progresi-
vamente que quienes trabajen en el hogar disfruten de
condiciones no menos favorables que las condiciones
aplicables a los trabajadores en general, con respecto a
la seguridad y la salud en el trabajo. Para ello es nece-
sario modificar el texto vigente, que impide el disfrute
de este derecho, como puede apreciarse en la resolución
del Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del
Primer Circuito, Amparo directo 160/2009, que deter-



minó que en la Ley del Seguro Social no establece obli-
gación para el patrón o la patrona para inscribir a un tra-
bajador en el hogar al régimen obligatorio del seguro so-
cial.

7) Sobre la ampliación de los requisitos del contrato, el
numeral 5, inciso 2) de la Recomendación 201 de la
OIT, determina que las condiciones del empleo bajo de-
berán incluirse la descripción del puesto, las vacaciones
anuales pagadas, los descansos diarios y semanales; la
licencia por enfermedad, la tasa de remuneración por las
horas extraordinarias, toda prestación en especie y su
valor, los detalles relativos al alojamiento suministrado,
el descuento autorizado del salario, en su caso, el perío-
do de preaviso requerido para dar por terminada la rela-
ción del trabajo .

8) Dentro de las prestaciones en especie se incluyen ar-
tículos directamente relacionados con el desempeño de
las tareas, como los uniformes, herramientas o el equi-
po de protección, de acuerdo al numeral 13 de la reco-
mendación 201.

9) En congruencia con las disposiciones en materia de
discriminación y prevención de toda forma de violencia
que contienen diversos ordenamientos nacionales, in-
cluida la propia Ley Federal de Trabajo, se establecen
las referencias precisas que serán aplicables.

10) Con respecto a la educación, se amplía al nivel obli-
gatorio de media superior reconocido como tal por la re-
ciente reforma constitucional. Asimismo, se amplía a
otros tipos y modalidades, a la formación y al acceso a
la educación superior.

Por lo expuesto, someto a la consideración de la Cámara de
Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan di-
versas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo y de
la Ley del Seguro social en materia de trabajadoras y
trabajadores del hogar

Artículo Primero. Se modifica la denominación del Capí-
tulo XIII del Título Sexto; se reforma el artículo 331, 332,
333, 334, 335, 336, 337, 339, el párrafo primero y la frac-
ción I del artículo 340, 342, 343, 998, 1004-A; se adiciona
un párrafo segundo al artículo 331; una fracción I, una
fracción II y un tercer y cuarto párrafos al artículo 333; un

párrafo segundo al artículo 334; una fracción III Bis, IV, V,
VI, VII, VIII, IX, X al artículo 337; un párrafo segundo al
artículo 339; un párrafo segundo y un párrafo tercero al ar-
tículo 342; un párrafo segundo, un párrafo tercero, un pá-
rrafo cuarto y un párrafo quinto al artículo 343; un párrafo
segundo al artículo 1004-A, así como un artículo 331 Bis,
un artículo 331 Ter, un artículo 339 Bis y un artículo 542
Bis de la Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue:

Título Sexto

Capítulo XIII
Trabajadoras y trabajadores del hogar

Artículo 331. Trabajo del hogar es el que se realiza en el
hogar de una familia o persona mediante actividades de
aseo, asistencia, cuidado de personas y demás vincula-
das directamente al hogar de una persona o familia.

Son trabajadoras y trabajadores del hogar quienes rea-
lizan por un salario las actividades del párrafo anterior.
Cualquier otro trabajo desempeñado en las actividades
profesionales o económicas de la patrona o el patrón no
se consideran como trabajo en el hogar y por lo tanto se
excluyen de esta relación de trabajo. 

Artículo 331 Bis. No se considera como trabajadoras y
trabajadores del hogar y en consecuencia quedan suje-
tos a las disposiciones generales o particulares de esta
ley:

I. Las personas que presten servicios de aseo, asis-
tencia, atención de clientes y otros semejantes, en ho-
teles, casas de asistencia, restaurantes, fondas, bares,
hospitales, sanatorios, colegios, internados y otros es-
tablecimientos análogos; y

II. Los porteros y veladores de los establecimientos
señalados en la fracción anterior y los de edificios de
departamentos y oficinas.

Artículo 331 Ter. El trabajo del hogar podrá adoptar
las modalidades siguientes:

I. De planta, cuando la trabajadora y el trabajador
residen en el mismo lugar donde desempeñan su tra-
bajo, con el consentimiento libre de la trabajadora y
el trabajador, que deberá constar por escrito en el
contrato; y
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II. De salida diaria, cuando la trabajadora y el tra-
bajador tengan su domicilio en un lugar distinto de
aquel donde desempeñen su trabajo.

Artículo 332. Las trabajadoras y los trabajadores del
hogar tendrán derecho a la jornada legal máxima de
ocho horas; un salario remunerador; pago de horas ex-
tras; dos días ininterrumpidos de descanso semanal con
goce de sueldo, preferentemente sábados y domingos;
días de descanso obligatorio previstos en esta ley; vaca-
ciones; prima vacacional; derecho a la indemnización
por despido injustificado, prima de antigüedad; dere-
chos colectivos y los demás establecidos en esta ley, en
un plano de igualdad.

Artículo 333. Las trabajadoras y los trabajadores con el
patrón y la patrona podrán pactar la distribución de las
horas de trabajo; el horario que se convenga debe con-
templar:

I. Un mínimo de tres horas de descanso diarias entre
las actividades matutinas y vespertinas:

II. Un mínimo de diez horas consecutivas de descan-
so nocturno.

La trabajadora y el trabajador del hogar en modalidad
de planta, una vez cumplida su jornada legal, podrán
disfrutar libremente de las horas restantes de cada día.

Las horas trabajadas que excedan de la jornada legal
de trabajo serán computadas y pagadas como tiempo
extraordinario. 

Artículo 334. Si además del salario en dinero la traba-
jadora y el trabajador reciben del patrón o la patrona
habitación y alimentación, para todos los efectos lega-
les, se estimará aumentado su salario en 25 por ciento.
En caso de que reciban las dos prestaciones, se aumen-
tará en 50 por ciento.

Cuando la alimentación no cubra los tres alimentos, si-
no uno o dos de éstos, por cada uno de ellos se adicio-
nará el salario en 10 por ciento.

Artículo 335. La Comisión Nacional de los Salarios Mí-
nimos fijará los salarios mínimos profesionales que de-
berán pagarse a las trabajadoras y a los trabajadores
del hogar, mismo que no podrá ser inferior a tres sala-
rios mínimos vigentes en el Distrito Federal.

Artículo 336. La trabajadora y el trabajador del hogar
tendrán derecho a un la fijación de un salario en acuer-
do con el patrón o la patrona, para el que deberá consi-
derarse el tamaño del lugar donde se labora, el número
de personas por atender, la modalidad en la cual des-
empeña su trabajo, así como el nivel de especialización
y responsabilidad, entre otros. En caso de desacuerdo,
resolverá la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje.

Artículo 337. Las patronas y los patrones tienen las
obligaciones especiales siguientes:

I. Garantizar a la trabajadora y el trabajador el res-
peto a su persona y a sus derechos, absteniéndose de
todo mal trato de palabra o de obra; generar un am-
biente sano, libre de discriminación, de riesgos y de
violencia, y abstenerse de realizar o tolerar actos de
acoso u hostigamiento sexual, según lo establecido en
el capítulo II de la Ley General de Acceso de las Mu-
jeres a una Vida Libre de Violencia y en los artículos
3o. y 3o. Bis de la presente ley;

II. Proporcionar a la trabajadora y el trabajador de
planta habitación cómoda, higiénica, segura, en con-
diciones saludables y que garantice privacidad. La
habitación deberá contar con suficiente ventilación e
iluminación; muebles básicos para su disfrute; asi-
mismo, deberá tener acceso a instalaciones sanitarias
privadas o comunes en buenas condiciones. En caso
de que las condiciones de temperatura del espacio de
habitación pudieran afectar la salud, deberá sumi-
nistrársele calefacción, aire acondicionado o ventila-
ción eléctrica, según sea el caso. 

III. Proporcionar a la trabajadora y el trabajador
una alimentación nutritiva, suficiente, de calidad y
adecuada a sus necesidades y a su identidad social,
étnica, religiosa o cultural, en su caso;

III Bis. En el caso de la trabajadora y el trabajador
de salida diaria, proporcionar el número de alimen-
tos necesarios conforme a la distribución de las ho-
ras de trabajo y las modalidades inherentes a su con-
dición laboral;

IV. En caso de existir acuerdo entre las partes, tam-
bién se les proporcionarán habitación y alimentación
a los dependientes económicos de la trabajadora y el
trabajador;



V. Proveer la ropa de trabajo sin costo alguno para
la trabajadora y el trabajador, considerando como
mínimo dos mudas o, en su caso, dos conjuntos de
uniforme al año;

VI. Aplicar las medidas de seguridad e higiene, así
como la prevención de riesgos de trabajo, para lo
cual deberán proveer los instrumentos necesarios co-
mo son: guantes, botas, cubre bocas y mandil de hu-
le; no exponer a la trabajadora o trabajador a tare-
as de alto riesgo, como subir, para alcanzar o limpiar
objetos altos, o a cargar, mover o empujar objetos
muebles pesados sin contar con los instrumentos ade-
cuados; proporcionar los instrumentos de trabajo y
aparatos electrodomésticos en buen estado, debiendo
conservar también en buenas condiciones las instala-
ciones de gas y electricidad, y dar capacitación sobre
el uso de esos aparatos y productos químicos;

VII. Otorgar el tiempo necesario y las facilidades pa-
ra que la trabajadora y el trabajador reciban la edu-
cación obligatoria, para lo cual se distribuirá el ho-
rario de la jornada convenida para tal fin; además
de contribuir con por lo menos siete días de salario
para la compra de útiles y materiales al inicio de ca-
da ciclo escolar;

VIII. Otorgar a la persona trabajadora facilidades
para el acceso a la educación superior y a otros tipos
y modalidades de educación y de formación.

IX. Proporcionar a la trabajadora embarazada la
protección que establezca esta ley y sus reglamentos;

X. Respetar la identidad cultural de la trabajadora y
el trabajador indígena, su lengua, su ropa tradicio-
nal y la participación en sus actividades comunita-
rias en sus días de descanso, vacaciones, previo
acuerdo con la patrona o el patrón.

Artículo 339. En caso de muerte, la patrona o el patrón
sufragarán los gastos de sepelio, así como de traslado de
los restos mortales de la trabajadora o el trabajador a
su comunidad de origen, y de los menores que hubieran
dependido de ella o él.

En caso de accidente o enfermedad derivada de riesgos
de trabajo, la patrona o el patrón deberán cumplir la
indemnización y demás disposiciones del Título Noveno

de esta ley. En el trabajo del hogar se presumirá que el
accidente o enfermedad deriva de un riesgo de trabajo.

Artículo 339 Bis. Queda prohibido a la patrona o el pa-
trón exigir constancia de no antecedentes penales o
prueba de no gravidez para la contratación de la perso-
na trabajadora del hogar, así como justificarse en algu-
no de estos supuestos para despedir a la trabajadora o
al trabajador del hogar.

Artículo 340. Las obligaciones de las personas trabaja-
doras del hogar se sujetarán a las aplicables en el ar-
tículo 134 de la presente ley, además de las obligaciones
especiales siguientes:

I. Guardar al patrón, a su familia y a las personas que
concurran al hogar donde prestan sus servicios, respeto
y consideración a su privacidad e intimidad.

II. Poner el mayor cuidado en la conservación del me-
naje de la casa 

Artículo 342. La trabajadora y el trabajador del hogar
podrán dar por terminada en cualquier tiempo la relación
de trabajo, dando aviso a la patrona o patrón, con ocho dí-
as de anticipación.

Cuando se dé por terminada la relación laboral dentro
de los treinta días siguientes a la iniciación del servicio,
el patrón o la patrona no incurrirán en responsabilidad.

El patrón o la patrona deberán pagar la indemnización
que corresponde de acuerdo con lo dispuesto en los ar-
tículos 49, fracción IV, y 50 de esta ley.

Artículo 343. Las partes fijarán de común acuerdo las
condiciones de trabajo, en términos del artículo 56 de la
presente ley, las cuales quedarán establecidas a través
de un contrato celebrado por escrito. Es obligación de
la patrona o el patrón registrar ante la inspección del
trabajo dicho contrato.

El contrato debe contener el horario adecuado a las dis-
posiciones del presente capítulo, así como lo relativo a
instrumentos, ropa, alimentación, habitación y objetos
relacionados con ésta, según sea el caso.

En caso de omisión, la trabajadora o el trabajador po-
drán solicitar la inscripción del contrato, teniéndose
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por cierta la fecha de inicio de la relación de trabajo
afirmada por la trabajadora y el trabajador.

En caso de que el patrón omita celebrar el contrato re-
ferido, se imputarán por ciertos los dichos de las perso-
nas trabajadoras.

La inspección del trabajo velará por el cumplimiento de
los derechos de la trabajadora y el trabajador de
acuerdo a las disposiciones establecidas en la presente
ley.

Artículo 542 Bis. En el caso del trabajo en el hogar, los
inspectores tienen, además de las contenidas en el ar-
tículo 542, las siguientes obligaciones: 

I. Respetar la privacidad de los hogares

II. Respetar la integridad material de los hogares y
de los objetos que ella se encuentren;

III. Respetar los derechos de cada una de las perso-
nas que habitan en los hogares;

La inspección deberá realizarse en el horario conveni-
do previamente con el patrón o la patrona, en escrito
turnado a la autoridad que corresponda.

Artículo 998. A la patrona o al patrón que viole las nor-
mas protectoras del trabajo del hogar, se le impondrá
multa de 500 a 2500 veces el salario mínimo general.

Artículo 1004-A. A la patrona o al patrón que no permi-
tan la inspección y vigilancia que las autoridades del traba-
jo practiquen en su establecimiento, se le aplicará una mul-
ta de 250 a 5000 veces el salario mínimo general.

En el caso de la inspección al trabajo del hogar, dicha
multa será aplicable sólo cuando los inspectores hubie-
ren observado las obligaciones del artículo 542-Bis.

Artículo Segundo. Se reforma el decimotercer párrafo del
artículo 15 y la fracción I del artículo 228; se adiciona una
fracción XX al artículo 5 A, una fracción IV al artículo 12,
una fracción X al artículo 15, y se deroga la fracción II del
artículo 13 y el inciso b) de la fracción III del artículo 222
de la Ley del Seguro Social para quedar como sigue:

Artículo 5 A. Para los efectos de esta ley, se entiende por:

I. a XIX. …

XX. Trabajadoras y trabajadores del hogar, las cuales
son todas aquellas referidas en el título sexto, capítulo
XIII de la Ley Federal del Trabajo. Puede ser contra-
tada por uno o más patrones durante un año, por pe-
ríodos que en ningún caso podrán ser superiores a
veintisiete semanas por cada patrón. En caso de reba-
sar dicho período por patrón será considerado traba-
jador permanente. Para calcular las semanas labora-
das y determinar la forma de cotización se estará a lo
previsto en la ley y en el reglamento respectivo.

Artículo 12. Son sujetos de aseguramiento del régimen
obligatorio:

I. a III. …

IV. Las trabajadoras y los trabajadores del hogar.

Artículo 13. Voluntariamente podrán ser sujetos de asegu-
ramiento al régimen obligatorio:

I. …

II. (Se deroga)

III. a V. …

…

…

Artículo 15. Los patrones están obligados a:

I. a IX. ...

X. Expedir y entregar, tratándose de las y los traba-
jadores del hogar, constancia de los días laborados
de acuerdo a lo que establezcan los reglamentos res-
pectivos.

…

La información a que se refieren las fracciones I, II, III,
IV y X deberá proporcionarse al Instituto en documento
impreso, o en medios magnéticos, digitales, electróni-
cos, ópticos, magneto ópticos o de cualquier otra natu-
raleza, conforme a las disposiciones de esta Ley y sus
reglamentos.



Artículo 222. La incorporación voluntaria de los sujetos a
que se refiere el presente capítulo, se realizará por conve-
nio y se sujetará a las siguientes modalidades:

I. a II. …

III. El esquema de aseguramiento, para los sujetos que
señala este capítulo, comprende:

a) …

b) (Se deroga)

c) a e) …

Artículo 228. A las bases de cotización señaladas en el ar-
tículo anterior, se les aplicarán las primas de financiamien-
to que establece esta Ley y que corresponden a los seguros
que, en cada caso, comprenda el esquema de protección,
reduciendo la parte proporcional relativa a las prestaciones
que se excluyen.

La cuota así determinada se cubrirá de la manera siguiente:

I. Para los sujetos a que se refiere la fracción V del ar-
tículo 13, de acuerdo a lo establecido tratándose de los
sujetos del artículo 12 de esta Ley, y

II. Para los sujetos a que se refieren las fracciones I, III
y IV del artículo 13 de esta Ley, les corresponderá cu-
brir íntegramente la cuota obrero-patronal, contribuyen-
do el Estado conforme le corresponda a cada ramo de
seguro, de acuerdo a lo dispuesto en esta Ley, incluyen-
do la cuota social.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación (Conapred), 30 de

marzo, Día de las Trabajadoras del Hogar, Documento informativo,
Conapred, México: 2011.

2 Memoria del primer Encuentro Nacional de Trabajadoras del Ho-

gar, Colectivo de Mujeres Indígenas Trabajadoras del Hogar, Colmith,
Secretaría de Cultura del DF, Conaculta, Distrito Federal, México:

2012. Este foro se realizó el 21 y 22 de octubre de 2011 con el objeti-
vo fue fortalecer las redes de organizaciones que forman las trabajado-
ras del hogar y construir una agenda común para un sector que se ca-
racteriza por múltiples contextos geográficos, económicos, culturales,
sociales y políticos.

3 Oficina Internacional del Trabajo de la OIT, Domestic Workers

across the World: Global and Regional Statistics and the Extent of Le-

gal Protection, Ginebra, Suiza: 2013

4 Guevara Bermúdez, José Antonio. “¿Qué implica para México la ra-
tificación del Convenio 189 de la OIT sobre los derechos de las perso-
nas trabajadoras del hogar?”, Defensor. Revista de derechos humanos,
número 1, año X, enero de 2012, Comisión de Derechos Humanos del
Distrito Federal, México. Páginas 6-12.

Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, a 11 de abril de
2013.— Diputada Margarita Elena Tapia Fonllem (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Trabajo y Previ-
sión Social, y de Seguridad Social, para dictamen.

INSTALACIONES DEPORTIVAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al jefe del gobierno local y a los delegados de Iztapalapa,
Cuauhtémoc, Gustavo A. Madero, Miguel Hidalgo, Tlal-
pan, Iztacalco, Venustiano Carranza, Xochimilco y Benito
Juárez a transferir al Instituto del Deporte del DF la admi-
nistración de instalaciones deportivas situadas en esas de-
marcaciones, a cargo del diputado Felipe de Jesús Muñoz
Kapamas, del Grupo Parlamentario del PRI

El diputado federal Felipe Muñoz Kapamas, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional de la LXII Legislatura, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 6, fracción I, y 79, numeral 2, frac-
ción II, del Reglamento de la Cámara de Diputados,
presenta la proposición al rubro citado, al tenor de las si-
guientes

Consideraciones

La salud, el bienestar social de la población, así como los
valores de  solidaridad, cooperación y trabajo en equipo,
tienen un estímulo y apoyo en el proceso individual y co-
lectivo de la cultura física y el deporte. Por ello y a partir
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de la inclusión de este tema como una garantía individual
en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en donde se da como un función del Estado el fomen-
to al deporte y a la promoción del mismo, es que se hace
necesario políticas públicas responsables de los tres órde-
nes de gobierno que propicien un mejor desarrollo físico de
niños, jóvenes y adultos logrando con ello, mejorar su ca-
lidad de vida.

En el Distrito Federal se hace necesario el fortalecimiento
de las estructuras deportivas actuales y mejorar  la coordi-
nación y cooperación entre las autoridades que tienen fa-
cultades en materia deportiva; de ahí que se haga necesario
retomar el deporte como una política pública que impulse
el desarrollo de la sociedad y coloque al Distrito Federal al
nivel competitivo que tienen otras entidades.

Es conveniente recordar que a nivel competitivo, la dele-
gación que representó al Distrito Federal en la Olimpiada
Nacional, pasó del segundo lugar obtenido en el año 2000,
al lugar noveno en 2012.

También, que el presupuesto para el deporte en el Distrito
Federal se redujo de 124 millones en el año de 2001 a 58
millones en el año 2013. Se debe resaltar que algunos mu-
nicipios tiene incluso un presupuesto igual y superior para
esta actividad.

Para mejorar el desarrollo del deporte en la Ciudad de Mé-
xico se hace necesario poner al alcance de atletas y de to-
dos los habitantes de la ciudad, la práctica focalizada, ade-
cuada y constante de actividades físicas, recreativas y
deportivas de alto rendimiento.

Para lograr este objetivo, el Instituto del Deporte del Dis-
trito Federal (IDDF) juega un papel fundamental, ya que
por su conducto, se debe promover una auténtica cultura fí-
sica, un adecuado seguimiento de  los atletas de alto rendi-
miento que representan a la capital del país y un eficiente
control de programas y estrategias creados con  el mismo
objetivo. 

De ahí la importancia que cuente el IDDF no sólo con el
personal capacitado para tal efecto, sino con la infraestruc-
tura idónea para tal fin, situación que hoy es compartida
con las delegaciones políticas. Ya que en la actualidad,  el
Instituto del Deporte del Distrito Federal es el único orga-
nismo deportivo del país que no cuenta con instalaciones
deportivas propias ya que las actuales son prestadas y ad-
ministradas por las delegaciones políticas.

Los antecedentes del deporte organizado en el Distrito Fe-
deral se inician en 1927 con una oficina de Acción Depor-
tiva, la cual evolucionó hasta convertirse en un órgano des-
concentrado de la Secretaria de Desarrollo Social en 2008,
por lo que se hace necesario el constante fortalecimiento de
esta entidad debido a su nueva naturaleza jurídica.

A manera de antecedentes, es necesario mencionar que
cuando el tema deportivo se manejaba a través de una Di-
rección General dependiente de la Secretaria de Desarrollo
Social, ya era conocido el Instituto del Deporte, y tenía ba-
jo su dirección y operación algunas de la principales insta-
laciones deportivas del Distrito Federal, las cuales en su
momento fueron utilizadas para los Juegos Olímpicos de
1968, celebrados en México.

No obstante, con fecha del 31 de enero de 2001, y median-
te documento publicado en la Gaceta Oficial del Distrito
Federal, el Jefe de Gobierno, Lic. Andrés Manuel López
Obrador, emitió el “Acuerdo por el que transfieren a los
Órganos Políticos Administrativos, (Delegaciones Políti-
cas), las instalaciones deportivas, que se encontraban a car-
go del Instituto del Deporte del Distrito Federal”, en virtud
de las limitadas facultades que podía tener este último, de-
bido a su entonces naturaleza jurídica como órgano des-
concentrado. 

La creciente conciencia en la necesidad social  de la prác-
tica  de la actividad física deportiva, motivo a las autorida-
des a publicar  con fecha 11 de septiembre de 2008 en la
Gaceta Oficial del Distrito Federal, el Reglamento Interior
del Instituto del Deporte del Distrito Federal, como un Or-
ganismo Público Descentralizado de la Administración Pú-
blica del Distrito Federal.

Su objetivo, es convertir al IDDF en el órgano rector de la
política deportiva de la Ciudad de México, capaz de coor-
dinar programar y promover la participación de los habi-
tantes del Distrito Federal en la práctica de la actividad fí-
sica y la recreación alcanzando incluso niveles de
competencia.

Se le dan como principales facultades las de:

• Proponer, formular y ejecutar coordinadamente políti-
cas que fomente y desarrollen la práctica del deporte y
la recreación.

• Establecer mecanismos de vinculación con organis-
mos y entidades públicas y privadas para difusión, pro-



moción y capacitación, fomento e investigación en ma-
teria deportiva, que promueva el desarrollo del deporte
y la actividad física en el Distrito Federal bajo un pro-
grama único de coordinación y desarrollo deportivo que
le permita administrar sus propias instalaciones deporti-
vas.

A pesar del cambio de naturaleza jurídica y con las nuevas
facultades otorgadas al Instituto del Deporte como rector
de la política deportiva en el Distrito Federal, no se le do-
tó de la posibilidad de contar con sus propias instalaciones
deportivas, las cuales garanticen el cumplimiento de su ob-
jeto a través de la formación de atletas de alto rendimiento
y de la implementación de programas dirigidos a la pobla-
ción en general que fomente su salud y bienestar. 

Siguen siendo los órganos políticos administrativos, (dele-
gaciones políticas) a través del acuerdo de 2001, quienes
tienen la facultad de construir, rehabilitar y mantener las
instalaciones deportivas de la capital del país, pero sobre
todo, con quienes se siguen haciendo cargo de la adminis-
tración del deporte en una forma más directa que el propio
IDDF.

Por lo anterior, y atendiendo el compromiso que debe tener
el Estado con el deporte y en la activación física de la po-
blación en el nivel social y de salud,  el Instituto debe re-
cuperar la administración y operación de las principales
instalaciones deportivas dentro del Distrito Federal.

Una primera ventaja de que el IDDF sea la autoridad rec-
tora de la materia es poner en práctica aquellos conoci-
mientos que permitan a los habitantes y atletas, ejercitarse
en espacios dignos y con programas especializados en la
práctica del deporte, así como dar el uso adecuado a dichas
instalaciones y a los recursos que generan. También es con-
veniente hacer notar que las Delegaciones por razones
principalmente económicas han desatendido durante los úl-
timos años las instalaciones y recursos deportivos.

Es necesario mencionar que la operación directa que haga
el Instituto sobre algunas instalaciones deportivas, permiti-
rá alentar el desarrollo del deporte, ampliar la cobertura del
mismo, fortalecer la educación física, la profesionalización
de dichas actividades y la práctica de alto rendimiento, más
aún cuando el Distrito Federal a lo largo de la  historia ha
sido la entidad nacional que ha generado más atletas de to-
das las disciplinas y de alta competitividad tanto en el pla-
no nacional como internacional.

Otra ventaja es que se podrá recuperar la estrategia de las
escuelas técnico-deportivas, que en la actualidad no existen
o se encuentra limitadas y que hoy en día se hacen tan ne-
cesarias para la enseñanza de las diversas disciplinas de-
portivas. Es necesario subrayar  que las Delegaciones, de-
bido al personal especializado limitado con el que cuentan,
les es imposible dar cumplimiento a este objetivo, situa-
ción que se superaría con el Instituto, ya que podría  ges-
tionar  un presupuesto adecuado, en virtud de ser el orga-
nismo rector de la materia y está destinado a cumplir esa
función social.

Asimismo, el desarrollo del deporte y en especial el de al-
to rendimiento, categoría que en estos tiempos se convier-
te en un eje rector de las estrategias del Instituto, exige que
se atienda de manera homologa, y bajo un programa que
contemple todos los centros de entrenamiento, cuestión
que  las Delegaciones no tienen en sus prioridades. Esto
genera molestias de los distintos grupos y  ligas deportivas
que demandan que se brinden las mejores condiciones pa-
ra generar atletas competitivos y que las instalaciones sean
de vanguardia y con el mejor equipo de entrenamiento, si-
tuación que en la actualidad no sucede, y hace que muchos
deportistas  busquen otras entidades para su entrenamiento
y desarrollo, produciéndose una auténtica fuga de talentos.

Pese a todo es importante destacar también que el Distrito
Federal  es la entidad que más deportistas aporta a las de-
legaciones deportivas mexicanas tanto para juegos tradi-
cionales como para competencias deportivas para personas
con alguna discapacidad.

Aunando a lo anterior se debe decir que existe descuido
dentro de muchas de las instalaciones deportivas del Dis-
trito Federal, por lo que se propone que el Instituto del De-
porte del Distrito Federal, recupere la administración di-
recta y única de algunas instalaciones de importancia para
lograr las metas en la materia del Gobierno del Distrito Fe-
deral.

Tales instalaciones son las siguientes:

1. La ciudad deportiva “Francisco I Madero”, delega-
ción Iztapalapa.

2. El centro deportivo “Guelatao”, delegación Cuauhté-
moc.

3. El centro deportivo “Margarita Maza de Juárez”, De-
legación Gustavo A. Madero.
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4. El centro deportivo “Rosendo Arnaiz”, delegación
Gustavo A. Madero.

5. El centro deportivo “Plan Sexenal”, delegación Mi-
guel Hidalgo.

6. El centro deportivo “Tiempo Nuevo”, delegación
Tlalpan.

7. La ciudad deportiva “Magdalena Mixuca”, delega-
ciones Iztacalco y Venustiano Carranza.

8. El Velódromo Olímpico, delegación Venustiano Ca-
rranza.

9. La pista olímpica de remo y canotaje “Virgilio Uri-
be”, delegación Xochimilco.

10. La alberca olímpica “Francisco Márquez”. Delega-
ción Benito Juárez.

11. El gimnasio olímpico “Juan de la Barrera”, Delega-
ción Benito Juárez.

Con estas propuestas se estaría avanzando en lograr los si-
guientes objetivos:

• Que el Instituto del Deporte del Distrito Federal, cuen-
te ya con áreas propias para el ejercicio de su actividad
de manera profesional y especializada.

• Que se recuperen las condiciones de mantenimiento y
funcionamiento de las instalaciones las cuales ahora se
encuentran en evidente deterioro y están dejando de
cumplir primordialmente con la función para la que fue-
ron creadas. 

• Hacer una transferencia programada de las instalacio-
nes para dentro este año de 2013 a afecto de generar me-
jores condiciones posibles.

• Que el Instituto del Deporte del Distrito Federal, se
consolide en la verdadera autoridad deportiva de la Ciu-
dad de México. Un órgano creado exprofeso para la ma-
teria que podrá controlar los programas, actividades e
instalaciones deportivas.

• Que los Órganos Políticos Administrativos, sigan con-
servando la administración de las demás áreas deporti-
vas de su demarcación.

Por todo lo anterior expuesto, se pone a consideración de
esta soberanía la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta al jefe de gobierno del Distrito Fede-
ral y a los titulares de los órganos político administrativos
de Iztapalapa, Cuauhtémoc, Gustavo A. Madero, Miguel
Hidalgo, Tlalpan, Iztacalco, Venustiano Carranza, Xochi-
milco y Benito Juárez, a transferir al Instituto del Deporte
del Distrito Federal la administración de algunas de las ins-
talaciones deportivas ubicadas dentro de sus demarcacio-
nes respectivas, a efecto de su recuperación, mantenimien-
to, conformación de centros deportivos especializados y de
entrenamiento para el alto rendimiento y promoción del de-
porte comunitario para la población en general.

Segundo. Que dichas instalaciones son las siguientes:

1, La ciudad deportiva “Francisco I Madero”, delega-
ción Iztapalapa.

2. El centro deportivo “Guelatao”, delegación Cuauhté-
moc.

3. El centro deportivo “Margarita Maza de Juárez”, De-
legación Gustavo A. Madero.

4. El centro deportivo “Rosendo Arnaiz”, delegación
Gustavo A. Madero.

5. El centro deportivo “Plan Sexenal”, delegación Mi-
guel Hidalgo.

6. El centro deportivo “Tiempo Nuevo”, delegación
Tlalpan.

7. La ciudad deportiva “Magdalena Mixuca”, delega-
ciones Iztacalco y Venustiano Carranza.

8. El Velódromo Olímpico, delegación Venustiano Ca-
rranza.

9. La pista olímpica de remo y canotaje “Virgilio Uri-
be”, delegación Xochimilco.

10. La alberca olímpica “Francisco Márquez”. Delega-
ción Benito Juárez.



11. El gimnasio olímpico “Juan de la Barrera”, delega-
ción Benito Juárez.

Tercero. Se exhorta de manera respetuosa al Jefe de Go-
bierno del Distrito Federal, Lic. Miguel Ángel Mancera Es-
pinoza, a conformar una comisión integrada por represen-
tes de la Secretaria de Educación, la Secretaria de
Finanzas, la Oficialía Mayor, la controlaría General, el Ins-
tituto del Deporte y los Órganos Políticos-Administrativos
involucrados, a efecto de coordinar y establecer las accio-
nes necesarias para instrumentar la transferencia en este
año de 2013 de las instalaciones deportivas mencionadas
en el artículo que antecede, incluyendo los recursos huma-
nos y materiales inherentes a las mismas, así como las fa-
cultades correspondientes respecto de las asociaciones, li-
gas y federaciones deportivas y de los recursos que se
recauden por concepto de aprovechamiento y productos
que se generan mediante el mecanismo de aplicación auto-
mática.  

Cuarto. Se exhorta al Director General del Instituto del
Deporte del Distrito Federal, que una vez transferidas las
instalaciones referidas, la utilización y destino de los re-
cursos que recauden por concepto de aprovechamiento y
productos que se generen mediante el mecanismo aplica-
ción automática, sean utilizados para el mantenimiento, re-
habilitación, mejoramiento, seguridad, desarrollo y funcio-
namiento de las instalaciones que los generen: de
conformidad con lo estipulado en el Código Financiero del
Distrito Federal y demás disposiciones jurídicas aplicables.

Quinto. Se exhorta al Director General del Instituto del
Deporte del Distrito Federal a que en el momento en que
las instalaciones en comento sean administradas por el Ins-
tituto a su cargo, se generen programas deportivos necesa-
rios para que se fomente el deporte comunitario dirigido al
público en general. Y para que dentro de los recursos hu-
manos transferidos, con apego a la normatividad aplicable
y con independencias de cuestiones supervinientes; los
contratos de honorarios celebrados con prestadores de ser-
vicios, sean respetados en sus plazos pactados.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de abril de 2013.— Diputado
Felipe Muñoz Kapamas (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas del Distrito Federal y
de Deporte, para dictamen.

ESTADO DE QUERETARO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al gobernador de Querétaro a realizar acciones para mo-
dernizar el transporte público en beneficio de los habitan-
tes, a cargo del diputado Marcos Aguilar Vega, del Grupo
Parlamentario del PAN

Con fundamento en los artículos 6, numeral 1, fracción I, y
79, numerales 1, fracción II, y 2, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, se somete a consideración del pleno de
la Cámara de Diputados de la LXII Legislatura proposición
con punto de acuerdo mediante el cual se exhorta al titular
del Poder Ejecutivo de Querétaro a realizar acciones a fin
de modernizar con la mayor brevedad el transporte públi-
co, en beneficio de los habitantes de la entidad, conforme a
las siguientes

Consideraciones

Los queretanos tienen derecho a conocer las acciones rea-
lizadas por las autoridades estatales con veracidad y saber
con toda oportunidad sobre las actividades y la ejecución
de los actos tendientes a cumplir con cada una de las dis-
posiciones de las leyes vigentes.

En un ánimo de impulso a los principios constitucionales
de legalidad y transparencia es que se formula el presente
punto de acuerdo, toda vez que los servidores públicos de-
ben rendir cuentas y, desde luego, informar puntualmente a
los habitantes sobre las acciones que se han realizado y los
tiempos en que se concretará uno de los grandes pendien-
tes del gobierno del estado, y que es precisamente la mo-
dernización del transporte público.

El titular del Poder Ejecutivo, como responsable de la ad-
ministración pública en el estado, es el encargado de dise-
ñar y ejecutar las políticas públicas necesarias para la mo-
dernización del transporte público, cumpliendo, además
con el compromiso asumido por razón del encargo que tie-
ne conferido.

Adicionalmente, es necesario recordar que el titular del
Poder Ejecutivo ha manifestado abierta y públicamente, en
diversos encuentros, entre los que destaca el realizado el 20
de julio de 2011. Éste fue denominado Modernización del
transporte público de la zona metropolitana de Querétaro,
y en él realizó diversos anuncios consignados en el boletín
oficial emitido por la oficina de prensa del gobierno del es-
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tado, intitulado El gobernador José Calzada presentó el
proyecto de modernización del sistema del transporte pú-
blico colectivo, la cual se concentra en el beneficio de los
usuarios (http://www.queretaro.gob.mx/documentos_in-
terna1.aspx?q=vUYGbsxLnljSiUxuHAXSiezWF0ipV-
JUn). A continuación destaco aspectos relevantes que me-
recen atención y son la vertebra del presente punto de
acuerdo:

Presentó a los queretanos el proyecto por el que se mo-
dernizará el sistema del transporte público colectivo de
la zona metropolitana de Querétaro, que pone como
centro de interés a los usuarios. Dejó claro que éste fue
uno de los compromisos que asumió desde antes de iniciar
su gestión de gobierno y enfatizó “es un compromiso que
sostenemos” y con el cual se busca el beneficio de los ha-
bitantes de Querétaro.

“Transformar para mejorar”, ése es el lema de esta reu-
nión. Dejamos de lado el interés del gobierno o el inte-
rés de los concesionarios o el interés de los choferes. El
bien supremo es el bien de la gente y por eso me sien-
to muy halagado de que hayamos podido firmar es-
tos compromisos, de que en esta reunión nos hayamos
congregado los Poderes Legislativo, Judicial y Ejecuti-
vo, agradeciendo por supuesto siempre su colaboración
y permanencia para constatar el esfuerzo de los quereta-
nos.

A través de una política de inclusión, indicó que se de-
ben generar rutas únicas, un sistema de prepago, redes
troncales, carriles exclusivos, vigilancia satelital esto te-
niendo únicamente por objetivo trazar una ruta pa-
ra que a nuestra gente le vaya mejor, para que nues-
tra gente esté bien, para tener un sistema de
transporte colectivo en el estado de Querétaro que
sea orgullo nacional, debemos de intentarlo porque
además podemos.

…

Nuestra tarea es ordenar, regular, controlar y desarrollar
programas y lineamientos generales en la materia, a través
de un gran acuerdo con los concesionarios, los conducto-
res, los usuarios y los sectores e instituciones sociales y
públicas, que permitan construir un nuevo formato de
movilidad urbana expuso el secretario de Gobierno.

El encargado de la Política Interna del Poder Ejecutivo in-
formó que en la primera etapa del proyecto de moderniza-
ción del sistema del transporte público colectivo de la
zona metropolitana de Querétaro se invertirán alrededor
de mil 500 millones de pesos, por lo que apuntó que es im-
portante la participación de los gobiernos federal, estatal y
municipales con la finalidad de lograr los objetivos traza-
dos.

…

Resaltado añadido

Han transcurrido más de un año y ocho meses desde aquel
20 de julio de 2011, y a la fecha los usuarios del servicio
público no han visto los resultados prometidos, ni se han
alcanzado las expectativas creadas por el titular del Ejecu-
tivo.

Es necesario que el gobernador constitucional de Queréta-
ro rinda cuentas, haciendo del conocimiento público, como
han sido ejercidos los recursos destinados a los proyectos
vinculados a la modernización del transporte público y
precise con toda puntualidad cuales son las acciones que se
han ejecutado para tales efectos, abonando a la transparen-
cia como principio democrático del quehacer gubernamen-
tal.

Por lo anterior se somete a consideración del pleno de esta
soberanía el resolutivo de la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorte al titular del Poder Ejecutivo de Queré-
taro a cumplir sus compromisos de gobierno a efecto de
ejecutar con la mayor brevedad las acciones tendentes a
modernizar el transporte público para beneficio de todos
los habitantes de Querétaro.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de abril de 2013.— Diputado
Marcos Aguilar Vega (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transportes, para dictamen.



ESTADO DE MEXICO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al gobernador del estado de México a establecer canales de
interlocución con los representantes populares y las diri-
gencias estatales que no coinciden en militancia con su par-
tido, a cargo de la diputada Josefina Salinas Pérez, del Gru-
po Parlamentario del PRD

La que suscribe, diputada Josefina Salinas Pérez, integran-
te de la LXII Legislatura del Congreso de la Unión y del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 6,
fracción I, y 79, numeral 1, fracción II, del Reglamento de
la Cámara de Diputados, presenta ante esta asamblea pun-
to de acuerdo de urgente u obvia resolución, al tenor de la
siguiente.

Exposición de Motivos

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
confiere a las autoridades en los distintos órdenes de go-
bierno la responsabilidad de garantizar el acceso de la ciu-
dadanía al ejercicio de sus derechos, tales como seguridad,
igualdad social y respeto a los derechos fundamentales.

En el caso del poder ejecutivo, tanto federal, como en las
entidades federativas, resulta indispensable una actitud re-
ceptiva ante la expresión de las necesidades de la ciudada-
nía, es innegable la imperiosa necesidad de la disposición
a la coadyuvancia  con el resto de los poderes con que se
comparte esta responsabilidad a efecto de que el ejercicio
de la autoridad que le ha sido conferida resulte de forma
efectiva, equilibrado y justo para el total de sus gobernados
y no sectario y clientelar.  

Es el caso que en el Estado de México en particular, esta
apertura no se ejerce por parte del Gobernador Eruviel Ávi-
la Villegas, además de permanecer cerrado a este principio,
también incumple con lo que mandata la propia Constitu-
ción del estado que gobierna, que en su articulo 77, en que
se enuncian las facultades y obligaciones del Gobernador
del estado, fracción XXVI.

Artículo 77. Son facultades y obligaciones del goberna-
dor del estado:

I. a XXV…

XXVI. Prestar apoyo a los poderes Legislativo y Ju-
dicial y a los ayuntamientos, cuando le sea solicitado,
para el ejercicio de sus funciones…

Lo anterior al prestar oídos sordos ante las reiteradas soli-
citudes de audiencia que con el propósito de establecer una
comunicación directa y fluida con él como titular del Poder
Ejecutivo estatal, los representantes populares y los diri-
gentes estatales han suscrito

El motivo central de la búsqueda de esta interlocución, es
plantearle los temas que a continuación se exponen:

1. La problemática de los ayuntamientos postulados por
el Partido de la Revolución Democrática, así como su-
perar el trato desigual a los regidores y síndicos de re-
presentación proporcional del PRD.

2. Se establezcan compromisos en forma corresponsable
para impulsar en la entidad soluciones de fondo que per-
mitan superar los rezagos en materia de:

a) La violencia y la inseguridad que se ha incrementado
en las últimas semanas en el territorio mexiquense.

b) Medidas a través de políticas públicas para reducir la
desigualdad social, con metas en plazos verificables.
Atención con acciones productivas a favor de los cam-
pesinos e indígenas.

c) Ataque frontal a la corrupción con mecanismos efica-
ces: Avanzar en la transparencia.

d) Acabar con la impunidad, respeto a los derechos hu-
manos.

e) Cambios políticos institucionales, que permitan ajus-
tar y actualizar la representación política, fortalecimien-
to de los órganos autónomos del estado, impulso de
cambios democráticos institucionales, mediante una re-
forma política local (participación ciudadana, reforma
electoral y municipal).

3. Solución a las demandas sociales presentadas al go-
bierno del estado, reiterando nuestro interés de buscar
mediante el diálogo y en los canales institucionales, la
solución a las dificultades económicas, sociales y políti-
cas existentes en el territorio mexiquense, a lo cual no
hemos obtenido respuesta alguna, encontrándonos con
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la omisión y desinterés de un gobierno que presenta ras-
gos de inflexibilidad, insensibilidad e inmadurez para el
oficio político que las necesidades de la entidad requie-
ren.

En virtud de lo anteriormente expuesto, pongo a conside-
ración de esta asamblea la siguiente proposición con 

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al titular del Ejecutivo del estado de Mé-
xico, Eruviel Ávila Villegas, a ejercer con pluralidad y
equidad la autoridad que le ha sido conferida y preste dis-
posición a la interlocución con los representantes popula-
res y dirigencias estatales que no coinciden en militancia
con su partido.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de abril de 2013.—
Diputada Josefina Salinas Pérez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.

PLAN NACIONAL DE DESARROLLO 2013-2018

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a integrar por la SHCP políticas públi-
cas de movilidad sustentable en el Plan Nacional de Desa-
rrollo 2013-2018, suscrita por los diputados Rosa Elba Pé-
rez Hernández y Arturo Escobar y Vega, del Grupo
Parlamentario del PVEM

Quienes suscriben, Rosa Elba Pérez Hernández y Arturo
Escobar y Vega, integrantes de la LXII Legislatura del
Congreso de la Unión y del Grupo Parlamentario del Parti-
do Verde Ecologista de México, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 6, fracción I, y 79, numeral 2, frac-
ción II, del Reglamento de la Cámara de Diputados,
presentan ante esta asamblea proposición con punto de
acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

La infraestructura para el desarrollo es un componente
esencial para la integración regional, para el desarrollo so-
cial equilibrado y para incrementar la competitividad de la
economía nacional y, con ello, alcanzar mayor crecimiento
económico. El presidente de la República ha subrayado

que el desarrollo de infraestructura será uno de los prin-
cipales instrumentos que se utilicen para alcanzar el Méxi-
co próspero que el gobierno federal se ha planteado como
meta.

En ese sentido, la infraestructura de transporte es fun-
damental para el buen desarrollo de la vida económica y
social de la población, de tal suerte que el objetivo del sec-
tor de telecomunicaciones y transportes, ha sido “garanti-
zar el acceso y ampliar la cobertura de infraestructura y
servicios de transporte y comunicaciones, tanto a nivel na-
cional como regional, a fin de que los mexicanos puedan
comunicarse y trasladarse de manera ágil y oportuna en to-
do el país y con el mundo, así como hacer más eficiente el
transporte de mercancías y las telecomunicaciones hacia el
interior y el exterior del país, de manera que estos sectores
contribuyan a aprovechar las ventajas comparativas con las
que cuenta México”.1

Pesa a lo anterior, el paradigma de la movilidad de las ciu-
dades mexicanas ha dado marcada preferencia e invertido
cuantiosos recursos, en la construcción y ampliación de
vialidades dedicadas al transporte motorizado de combus-
tible fósil. Históricamente, la política pública de transporte
se ha ocupado casi exclusivamente del uso de vehículos au-
tomotores.

Este punto de acuerdo tiene el propósito de aprovechar la
oportunidad que significa el proceso de consulta, para la
elaboración del Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018
(PND), que ha iniciado el Presidente Enrique Peña Nieto,
a fin de proponer la integración de políticas públicas de
movilidad sustentable, cuyo propósito sea promover la
inversión en infraestructura para desarrollar sistemas
integrales de movilidad sustentable no motorizada, que
favorezcan la intermodalidad y la reducción de emisio-
nes de gases de efecto invernadero.

Dados los ampliamente conocidos efectos del fenómeno de
cambio climático, creemos que el principal reto para al-
canzar un desarrollo metropolitano sustentable en materia
de movilidad, reside en poder garantizar sistemas multi-
modales de transporte y en disponer de una infraestructura
de movilidad urbana alternativa y complementaria, especí-
ficamente, ciclovías urbanas, intraurbanas y rurales para
viajes que no excedan de 10 kilómetros.

Este tipo de infraestructura contribuye al cumplimiento de
los compromisos internacionales de México en la reduc-
ción de emisiones de carbono, y constituye un área de



oportunidad para las acciones de mitigación apropiadas pa-
ra cada país, que permiten la canalización de los recursos
financieros y tecnológicos disponibles mediante la coope-
ración internacional.

Cabe hacer mención de que el objetivo 2.4., “Desarrollo
sustentable”, del Pacto por México establece que el cam-
bio climático es un reto global que se debe enfrentar con
responsabilidad y realismo, y que es necesaria una nueva
cultura y compromiso ambiental que ayude a modificar
nuestro estilo de vida, la forma en que se produce, consu-
me e incluso se desecha.

Según el artículo 34, fracción II, incisos a) y b), de la Ley
General de Cambio Climático, las dependencias y entida-
des de la administración pública federal, las entidades fe-
derativas y los municipios, en el ámbito de sus respectivas
competencias, promoverán el diseño y la elaboración de
políticas y acciones de mitigación asociadas al sector trans-
porte para reducir las emisiones; entre las acciones de mi-
tigación asociadas a dicho sector se establece, promover la
inversión en la construcción de ciclovías o infraestruc-
tura de transporte no motorizado así como implemen-
tar sistemas de transporte integrales y programas de
movilidad sustentable en zonas urbanas o conurbadas.

Resulta relevante señalar que la política nacional de adap-
tación frente al cambio climático, considera los ámbitos de
infraestructura de transportes y comunicaciones y de orde-
namiento del territorio, asentamientos humanos y desarro-
llo urbano, como sujetos de acciones de adaptación a tra-
vés de programas específicos. Con dicha aproximación, la
“Guía municipal de acciones frente al cambio climático
con énfasis en el desarrollo urbano y el ordenamiento terri-
torial”,2 marca la importancia de las contribuciones del de-
sarrollo urbano y el ordenamiento territorial, para mitigar y
adaptarse al cambio climático, y propone intervenir en la
formulación y aplicación de programas de transporte pú-
blico para la mitigación de GEI:

En zonas urbanas, promover sistemas de transporte y mo-
vilidad sustentable, es decir, no sólo orientar la movilidad
a modalidades motorizadas a través de la construcción de
infraestructura vial (grandes avenidas, puentes y pasos a
desnivel, segundos pisos, etcétera) sino a través de la cons-
trucción de ciclopistas, carriles confinados para autobuses
(BRT), trenes ligeros y tranvías, etcétera. Hay una metodo-
logía conocida como “diseño orientado al transporte sus-
tentable”, cuyos principios son

• Lograr que la mayoría de los viajes locales se realicen
de manera peatonal o ciclista, ofreciendo una experien-
cia cómoda segura y atractiva y evitando la emisión de
GEI.

• Conectar al barrio y lograr que la mayoría de los via-
jes regionales, se realicen en transporte público, de ma-
nera cómoda, eficiente y accesible.

• Fomentar la vida pública a través de espacios que pro-
muevan, la interacción social y el encuentro vecinal a
través de la accesibilidad peatonal y ciclista.

• Potenciar la actividad económica y habitacional, a tra-
vés de usos de suelo mixtos y compatibles con una den-
sidad razonable y un diseño urbano de calidad.

• Hacer eficiente la relación entre el espacio público y el
ambiente construido, a través de plantas bajas activas
que promuevan la interacción social.

• Generar ambientes seguros y agradables a través de la
racionalización del uso del automóvil.

• Construir un tejido social con identidad e integración
barrial, promoviendo ambientes seguros y accesibles a
todos los grupos sociales (niños, población de la tercera
edad, mujeres, discapacitados, minorías, etcétera).3

No queda duda de que el Plan Nacional de Desarrollo,
constituye una enorme oportunidad para modificar el para-
digma del ordenamiento del territorio que ha prevalecido
en nuestro país, y para reflexionar sobre el modelo de con-
sumo energético dominante, donde casi 50 por ciento co-
rresponde al transporte automotriz; según datos de la Se-
cretaría de Energía y la Agencia Internacional de Energía:
“En México, el transporte, nacional e internacional, es el
sector con mayor consumo de energía. En 2009 representó
48.7 de la energía final consumida (2 mil 224.5 petajoules).
En el mismo año, el sector generó 38.4 de las emisiones
GEI en México debido a la quema de combustibles, princi-
palmente por el empleo dominante de derivados del petró-
leo, que aportaron 99.8 de la energía final consumida de es-
te sector”.4

Por último, es menester señalar que las organizaciones de
la sociedad civil líderes en el tema de movilidad sustenta-
ble, han analizado las políticas públicas que el país requie-
re, y han delineado la necesidad de “instrumentar progra-
mas de desarrollo urbano para promover los sistemas
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intermodales de movilidad que privilegien el transporte
público eficiente, la movilidad no motorizada y los despla-
zamientos a pie”.5

De conformidad con lo expuesto se somete a consideración
de esta asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Congreso de la Unión
exhorta respetuosamente al titular del Poder Ejecutivo fe-
deral para que por conducto de la Secretaria de Hacienda y
Crédito Público integre en el Plan Nacional de Desarrollo
2013-2018 políticas de movilidad sustentable, las cuales
deberán promover la inversión en sistemas integrales que
incorporen infraestructura para la movilidad sustentable no
motorizada y estacionamientos en zonas urbanas, conurba-
das, intraurbanas y rurales para favorecer la intermodali-
dad, disminuir el consumo energético y reducir las emisio-
nes de gases de efecto invernadero.

Notas:

1 Objetivo 14, Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012.

2 http://www.2006-2012.sedesol.gob.mx/work/models/SEDESOL/Re-
source/1867/1/images/Guia_Cambio_Climatico_26-10-12.pdf. Última
consulta 3 de abril 2013.

3 Obra citada, página 47.

4 http://www.energia.gob.mx/taller/res/1858/IEE_Mexico.pdf al 8 de
abril de 2013.

5 México rumbo a la sustentabilidad: 40 propuestas para la adminis-
tración federal 2012-2018, página 5 (http://cemda.org.mx/pdfs/mexi-
co-sustentabilidad.pdf), disponible en línea; última consulta, 4 de di-
ciembre de 2012.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de abril de 2013.—
Diputados: Rosa Elba Pérez Hernández, Arturo Escobar y Vega (rú-
bricas).»

Se turna a la Comisión de Cambio Climático, para dic-
tamen.

ESTRATEGIAS DE PREVENCION 
DEL VIH Y EL SIDA 2013

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Ssa y al Censida a transparentar y argumentar el proce-
so de dictamen de la convocatoria pública a fin de implan-
tar estrategias de prevención combinada para el fortaleci-
miento de la respuesta ante el VIH y el sida en 2013,
suscrita por los diputados Ricardo Mejía Berdeja y Ricar-
do Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario de Movimien-
to Ciudadano

Ricardo Mejía Berdeja, y Ricardo Monreal Ávila, diputa-
dos integrantes de la LXII Legislatura del Congreso de la
Unión y del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 6,
fracción I y 79, numeral 2, fracción II del Reglamento de
la Cámara de Diputados, presentan ante esta honorable
asamblea el siguiente punto de acuerdo al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

En pasados meses la Secretaría de Salud federal, a través
de la Subsecretaría de Prevención y Promoción de la Salud,
en conjunto con el Centro Nacional para la Prevención y el
Control del VIH/Sida (Censida), emitieron la Convocato-
ria pública para la implementación de estrategias de pre-
vención combinada para el fortalecimiento de la respuesta
ante el VIH y el Sida 2013.

En dicha convocatoria se establecieron las bases de la mis-
ma y se expresa que el monto máximo disponible para fi-
nanciar el total de los proyectos es de 101 millones 700 mil
pesos distribuidos en las diferentes categorías.

De tal forma, se convocó “a todas las organizaciones de la
sociedad civil e instituciones académicas con experiencia y
trabajo comprobable en atención en VIH/Sida, o en las áre-
as que se indican en la misma convocatoria”.

En pasados días, “organizaciones civiles especializadas en
sexualidad, género y lucha contra el VIH-Sida, entre las
que se encuentran Colectivo SerGay de Aguascalientes
AC; Mujeres en Frecuencia AC; la Fundación Nacional de
Mujeres por la Salud Comunitaria AC; Telemanita AC;
Ideas AC; Comudehu AC; el Centro de Estudios para el
Desarrollo Itzam Ná AC; el Centro de Estudios, Difusión,
Investigación y Desarrollo, CEDID AC; entre otras, de-



nunciaron irregularidades en el proceso de dictaminación y
los resultados de la Convocatoria pública para la imple-
mentación de estrategias de prevención combinada para el
fortalecimiento de la respuesta ante el VIH y el SIDA 2013.

Si bien, la convocatoria establece que “se privilegiarán a
aquellas propuestas basadas en evidencia científica y/o do-
cumental y con estrategias probadas y comprobadas en la
prevención del VIH y el Sida y otras ITS, en el marco de
derechos humanos y con perspectiva de equidad de géne-
ro”, dichas organizaciones emitieron un boletín exigiendo
a la Secretaría de Salud federal que se reasignen los recur-
sos de la convocatoria pública de Censida 2013.

El argumento que defienden las organizaciones es que “de
acuerdo con el listado de los proyectos seleccionados, pu-
blicado en la página de Internet de Censida, más de 32 mi-
llones de pesos quedarían para el trabajo y administración de
tan sólo seis organizaciones cuya experiencia y trayectoria
es poco comprobable o desconocida, ya que no forman par-
te de los dos registros más importantes de México.”

Asimismo, anunciaron que al ser una convocatoria pública,
acudirán a instancias como el Instituto Federal de Acceso a
la Información y Protección de Datos (IFAI), al Consejo
Nacional para Prevenir la Discriminación (Conapred), y a
la Cámara de Diputados, con la finalidad de transparentar
el proceso de dictaminación; a la par de proponer la crea-
ción de una Comisión de Vigilancia de la Sociedad Civil en
miras de garantizar que este tipo de procesos se lleven a ca-
bo de manera imparcial y sin ningún tipo de privilegios ha-
cia ciertos sectores.

Por lo antes expuesto, presentamos a esta asamblea la si-
guiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta a la Secretaría de
Salud federal y al Centro Nacional para la Prevención y el
Control del VIH/Sida (Censida), para que transparenten y
argumenten el proceso de dictamen de la Convocatoria pú-
blica para la implementación de estrategias de prevención
combinada para el fortalecimiento de la respuesta ante el
VIH y el SIDA 2013.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de abril de 2013.— Diputado
Ricardo Mejía Berdeja (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

COMISION NACIONAL PARA EL
DESARROLLO DE LOS PUEBLOS INDIGENAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos In-
dígenas a determinar que se cree una delegación suya en
Nuevo León, a cargo de la diputada María de Jesús Huerta
Rea, del Grupo Parlamentario del PRI

La diputada María de Jesús Huerta Rea, integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional
de la LXII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 62, 65, 76, 79,
82 y 113 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración de este pleno la presente proposición
con punto de acuerdo de urgente u obvia resolución con ba-
se en la siguiente 

Exposición de Motivos

México es uno de los países con mayor diversidad cultural
a nivel mundial. Según datos del Instituto Nacional de Es-
tadística y Geografía (Inegi) de 2010, 6 millones 913 mil
362 mexicanos hablan alguna de las más de 60 lenguas
indígenas reconocidas en nuestro país.1

En consecuencia, esta gran diversidad requiere de una
atención especial y diferenciada por parte del Estado
mexicano, a partir de las necesidades particulares de
cada región, de cada pueblo indígena, y es ese, precisa-
mente el espíritu de los principios reflejados en el apar-
tado 1.6 del Pacto por México, firmado por el presiden-
te de la República, en la búsqueda de la justicia y la
equidad para aquellos mexicanos con los que nuestro
país tiene una deuda histórica.2

Nuevo León es uno de los estados con mayor índice de
crecimiento de  población indígena en el país, tal y como
lo refleja el porcentaje de crecimiento de la población ha-
blante de lengua indígena (HLI), alcanzado en los cen-
sos 2000 y 2010 con un 262.38 por ciento.3

Este fenómeno no es nuevo, ya que en el Censo del Inegi
de 1970 la población hablante de lengua indígena (HLI)
era de apenas 787 personas y se incrementó a 7 mil 467
para el Conteo de Población de Vivienda de 1995.4
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En el 2000 este sector llegó a 15 mil 446 personas y, pa-
ra el 2005, se reportan 29 mil 538 hablantes de lengua
indígena. 

Esta tendencia continuó a la alza, ya que para 2010
–aunque con un porcentaje menor–, se contabilizaron a
40 mil 528 HLI en la entidad. No obstante lo anterior, se
estima que en 2010 existían 73 mil 541 personas en hoga-
res censales indígenas en todo el estado de Nuevo León.5

Por lo anterior, la entidad pasó de tener una presencia
indígena muy baja en 1970, a ser uno de los estados con
presencia significativa, al haber escalado del lugar 25
en el año 2000, a ocupar la posición 20 en la tabla de po-
blación indígena en las 32 entidades del país en el año
2010. Esto contrasta con el fenómeno que tiene lugar en
entidades con importante presencia histórica de esta po-
blación, donde se reflejan tasas negativas de crecimien-
to. 

Delimitando el objeto de estudio de la presente proposi-
ción, existen dos grupos etnolingüísticos que constituyen el
68.33 por ciento del total de la población HLI: los na-
huas (21 mil 723 personas), con un 53.59 por ciento y los
tének o huastecos (5 mil 974 personas), con 14.74 por
ciento del total de la población indígena estatal (Inegi,
2010).6

El resto de la población HLI de Nuevo León (12 831
personas), representan el 31.67 por ciento de la pobla-
ción HLI de la entidad, la cual se distribuye entre 45
grupos etnolingüísticos distintos (Inegi, 2010), lo que re-
fleja la intensidad del fenómeno migratorio en México, y al
mismo tiempo constituyen la gran diversidad cultural que
aportan los pueblos indígenas a esa entidad. 

La población indígena en el estado de Nuevo León (In-
egi 2010), se asienta mayoritariamente en los munici-
pios que conforman la Zona Metropolitana de Monte-
rrey (ZMM), que concentra aproximadamente el 80 por
ciento del total estatal, encontrándose principalmente en: 

Municipio Población HLI 2010
Monterrey 11486
San Pedro Garza García 2658
Ciudad Guadalupe 3376
General Escobedo 3545
Apodaca 3262
San Nicolás de los Garza 1943
Santa Catarina 2843
Benito Juárez 3205
García 2891
Resto del estado 8210
Total 40 528

No obstante que aún es limitada la atención a este sector,
es importante señalar los esfuerzos emprendidos por algu-
nas instituciones. Por ejemplo en 1998, el Departamento
de Educación Indígena de la Secretaría de Educación
de Nuevo León, mediante un modelo de atención perso-
nalizada, fortaleció el aprendizaje tanto a los pequeños
indígenas de educación básica así como a los profesores.

De igual forma destaca también el esfuerzo de la Univer-
sidad Autónoma de Nuevo León para otorgar becas a
estudiantes indígenas con la finalidad de mejorar los ni-
veles de inserción escolar en diversas escuelas y faculta-
des.7

En este orden de ideas, en 2003, desde la Secretaría de
Desarrollo Social del Gobierno del Estado de Nuevo Le-
ón (antes Consejo de Desarrollo Social), a través de la
Red de Centros Comunitarios de Desarrollo Social,
atienden a la población indígena. 28 de ellos están ubi-
cados en la zona metropolitana de Monterrey 3 son con-
siderados como centros interculturales.8

En el ámbito cultural sobresale el esfuerzo de Conarte,
que creó diversos museos y centros  tendientes a pro-
mover y apoyar el desarrollo de las culturas indígenas. 

En materia de investigación, ha sido fundamental la labor
del Centro INAH Nuevo León, la Universidad Autóno-
ma de Nuevo León, la Universidad Regiomontana y el
CIESAS-Programa Noreste, entre otros, para documentar
la realidad indígena del estado, lo cual ha servido para la
planeación de acciones y proyectos encaminados a atender
las necesidades específicas, así como para emprender pro-
yectos de armonización legislativa a partir de la informa-
ción con que se cuenta.



Otra de las acciones más relevantes es la atención a la po-
blación indígena para el acceso a la vivienda, por parte
del Instituto de la Vivienda de Nuevo León y de la De-
legación de la Secretaría de Desarrollo Social en el Es-
tado, ya que desde 2004, y bajo la consideración de la di-
ferencia cultural, se ha brindado apoyo significativo
para acceder a la vivienda a través del Programa de Vi-
vienda Progresiva Tu Casa.

En 2011 y 2012, la LXXII Legislatura de Nuevo León,
conformó la Comisión Especial de Asuntos Indígenas,
cuya tarea fundamental consistió en coordinar la con-
sulta ciudadana a través de un Comité Interinstitucio-
nal, e impulsar la reforma al artículo 2o. de la Consti-
tución Política del Estado, para reconocer la presencia
y los derechos indígenas en la entidad (POE, 17 de fe-
brero del 2012), y su posterior reglamentación en la Ley
de Derechos Indígenas del Estado de Nuevo León (
POE, 22 de junio del 2012), la cual tiene por objeto la
garantía, protección, observancia y promoción de los
derechos y la cultura de los indígenas, cuya aplicación
corresponde al estado y a los municipios de Nuevo Le-
ón.

En 2001, se establece en la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos las bases para el reconocimiento
de los derechos de los pueblos indígenas, aseverando en el
artículo 2o.  Constitucional, la forma en que accederán a la
jurisdicción del estado. 

En el apartado B del mismo artículo se establece:

La federación, los estados y municipios, para promover la
igualdad de oportunidades de los indígenas y eliminar cual-
quier práctica discriminatoria, establecerán las institucio-
nes y determinarán las políticas necesarias para garantizar
la vigencia de los derechos de los indígenas y el desarrollo
integral de sus pueblos y comunidades, las cuales deberán
ser diseñadas y operadas conjuntamente con ellos.

Para abatir las carencias y rezagos que afectan a los pue-
blos y comunidades  indígenas, dichas autoridades tienen
la obligación de 

A) I. Impulsar el desarrollo regional de las zonas indí-
genas con el propósito de fortalecer las economías loca-
les y mejorar las condiciones de vida de sus pueblos,
mediante acciones coordinadas entre los tres órdenes de
gobierno, con la participación de las comunidades. 

B) IV. Mejorar las condiciones de las comunidades in-
dígenas y de sus espacios para la convivencia y recrea-
ción, mediante acciones que faciliten el acceso al finan-
ciamiento público y privado para la construcción y
mejoramiento de vivienda, así como ampliar la cobertu-
ra de los servicios sociales básicos;

C) IX. Sin perjuicio de los derechos aquí establecidos a
favor de los indígenas, sus comunidades y pueblos, toda
comunidad equiparable a aquellos tendrá en lo condu-
cente los mismos derechos tal y como los establezca la
ley.”9

En el mismo sentido, la Ley de Creación de la Comi-
sión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indí-
genas (CDI), que establece en el artículo 2: 

D) La Comisión tiene como objeto orientar, coordinar,
promover, apoyar, fomentar, dar seguimiento y evaluar
los programas, proyectos, estrategias y acciones públi-
cas para el desarrollo integral y sustentable de los pue-
blos y comunidades indígenas de conformidad con el ar-
tículo 2 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.10

Al respecto, la fracción III, del mismo artículo establece
como una de las principales funciones de la CDI la de

III. Realizar tareas de colaboración con las dependencias
y entidades de la administración pública federal, las cuales
deberán consultar a la Comisión en las políticas y acciones
vinculadas con el desarrollo de los pueblos y comunidades
indígenas; de coordinación con los gobiernos de las enti-
dades federativas y de los municipios; de interlocución con
los pueblos y comunidades indígenas, y de concertación
con los sectores social y privado;

De igual forma se establece en el artículo 25 del Estatuto
Orgánico de la Comisión Nacional para el Desarrollo de
los Pueblos Indígenas, publicado en el Diario de la Fede-
ración el 26 de abril del 2010, que compete a las delega-
ciones11

• Promover y fortalecer acciones de coordinación con
las autoridades federales, estatales y municipales en la
entidad, para la gestión y atención de los asuntos rela-
cionados con el desarrollo integral de los pueblos y co-
munidades indígenas.
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• Promover y apoyar los procesos de reconstitución de
los pueblos y comunidades indígenas, así como la vi-
gencia de sus derechos.

• Apoyar los procesos de consulta, promoviendo la par-
ticipación de las comunidades y organizaciones indíge-
nas en las instancias de coordinación y concertación, pa-
ra contribuir con la formulación, ejecución y evaluación
de los planes y programas de desarrollo.

• Coordinar y supervisar a las Unidades Administrativas
de su competencia, respecto de la operación, ejecución
y aplicación de los programas, proyectos y acciones a
cargo de la Comisión.

• Facilitar la realización de diagnósticos, estudios, eva-
luaciones y todos aquellos instrumentos necesarios que
soliciten las Unidades Administrativas de la Comisión.

• Coadyuvar con las Unidades Administrativas en ac-
ciones de capacitación, inducción y sensibilización,
conforme a la normatividad vigente.

• Administrar el presupuesto, recursos humanos, mate-
riales y tecnológicos que se le asignen; así como super-
visar a las unidades operativas de su área de competen-
cia territorial, de conformidad con las políticas, normas
y procedimientos vigentes.

• Proponer y celebrar convenios y acuerdos de colabo-
ración, coordinación y concertación, con las dependen-
cias y entidades de la administración pública federal, el
gobierno estatal y los gobiernos municipales y con las
organizaciones de los sectores social y privado, respec-
tivamente, para llevar a cabo programas, proyectos y ac-
ciones conjuntas a favor de los pueblos y comunidades
indígenas.

• Apoyar los procesos para la licitación de obra pública,
adquisición o arrendamiento de bienes y contratación de
servicios que requiera la comisión en su ámbito territo-
rial, así como realizar toda clase de actos inherentes a
esta facultad, incluso suscribir en representación de la
Comisión todos los convenios y contratos que se deri-
ven, así como los demás documentos que impliquen ac-
tos de administración.

• Formular, dentro de su ámbito territorial de competen-
cia, ante el Ministerio Público correspondiente, las de-
nuncias, querellas y declaratorias que la Comisión haya

sufrido o pueda sufrir perjuicio por delitos de cualquier
naturaleza.

• Representar a la Comisión, dentro de su ámbito terri-
torial de competencia, en juicios administrativos, civi-
les, laborales, mercantiles y en otros de cualquier mate-
ria en que dicho organismo sea parte o en los que tenga
interés.

• Supervisar el trabajo de los Centros Coordinadores pa-
ra el Desarrollo Indígena, en su área de competencia te-
rritorial, de conformidad con las políticas, normas y
procedimientos que dicte la Comisión, así como evaluar
su desempeño en sesiones de Consejo Técnico Estatal.

• Realizar las demás actividades que les encomienden el
presente Estatuto y las disposiciones legales aplicables.

Cabe destacar el artículo 25 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, el cual confiere al Estado
Mexicano la rectoría del desarrollo nacional garantizando
la integralidad y sustentabilidad de este, permitiendo la jus-
ta distribución del ingreso y el pleno ejercicio de la liber-
tad y la dignidad de los grupos e individuos, al igual que la
obligación del Estado de apoyar la organización y expan-
sión de la actividad económica del sector social, punto que
aplica a la población indígena.12

En cuanto a la obligación del estado respecto de la coordi-
nación de los tres niveles de gobierno, cabe mencionar, que
en la Ley de los Derechos Indígenas en el Estado de Nue-
vo León, en los artículos 14, 24, 26 y 35, se hace énfasis en
la necesidad de coordinación entre el Estado de Nuevo Le-
ón, los Municipios y la Federación, en temas como la ga-
rantía en la igualdad al acceso de empleo, seguridad social,
medios de comunicación, la implementación del Sistema
de Información Indígena y el acceso a servicios básicos.13

En este sentido, el artículo 2 de la Constitución Política del
Estado Libre y Soberano de Nuevo León hace mención que
el Estado promoverá, a partir de distintos ámbitos y nive-
les de gobierno, la difusión de la cultura y fomento de la
participación de los pueblos indígenas.14

Por su parte la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal, el Artículo 17 Bis establece que15

II. Las dependencias y entidades de la administración pú-
blica federal, conforme con lo previsto en los reglamentos
interiores o sus ordenamientos legales de creación, respec-



tivamente, podrán contar con delegaciones en las entidades
federativas o, en su caso, en regiones geográficas que abar-
quen más de una entidad federativa, siempre y cuando sea
indispensable para prestar servicios o realizar trámites en
cumplimiento de los programas a su cargo y cuenten con
recursos aprobados para dichos fines en sus respectivos
presupuestos…

No obstante que el marco jurídico vigente establece con
claridad la responsabilidad del Estado mexicano con los
pueblos indígenas y que se ha avanzado a través de la co-
ordinación interinstitucional y de los tres órdenes de go-
bierno, en la atención de los rezagos históricos en materia
de infraestructura y otras necesidades de las comunidades
indígenas, aún falta mucho por hacer. 

Estas tareas pendientes incluyen como sujeto de atención al
sector de la población indígena que hasta ahora ha sido
desatendido en gran medida: los indígenas urbanos y mi-
grantes; individuos, familias y comunidades indígenas que
por las circunstancias descritas viven fuera de sus regiones
de origen, pero que en su mayoría han hecho de su lugar de
destino su nuevo lugar de residencia, y el lugar donde se-
guramente enraizarán su cultura, sin perder los vínculos
con su tierra de origen, lo que les permite mantener fuerte
su identidad.

La realidad es contundente. Según las estadísticas, casi cua-
tro de cada diez mexicanos de origen indígena habitan en
ciudades a donde emigraron, o bien, en zonas urbanas, que
por la dinámica de crecimiento cubrieron sus asentamientos
históricos. Muchos otros arriban a los campos agrícolas a
trabajar como jornaleros, con bajos beneficios laborales. 

En el caso de Nuevo León, a su llegada a la ciudad de Mon-
terrey, como en el resto del estado, la población indígena
enfrenta múltiples dificultades para insertase de manera
adecuada. Las limitaciones principales tienen que ver con
una inadecuada inserción laboral y la imposibilidad de te-
ner acceso a programas de vivienda, salud y educación.
Ante ésta situación, el grado de marginación de la pobla-
ción se incrementa, agravada por la discriminación y un li-
mitado acceso a la justicia. Es por ello que se vuelve indis-
pensable la presencia y acompañamiento de la CDI a fin de
procurar la garantía de los beneficios reconocidos en la le-
gislación vigente.

Compañeras y Compañeros Legisladores, tenemos la opor-
tunidad histórica para concretar las disposiciones del
apartado 1.6 del Pacto por México.

Los pueblos y comunidades indígenas tienen que ser
una prioridad del Estado. Para hacer realidad la política
de Estado planteada en el Pacto, se requiere llevar a cabo
medidas sólidas y adecuadas a la realidad social que vi-
ve la población indígena de nuestro país.

Si bien existe en Monterrey una oficina de Enlace de la
CDI con la delegación de la institución en el estado de
San Luis Potosí, es apremiante la necesidad de regula-
rizar dicha representación federal en una entidad fede-
rativa que cuenta ya con una presencia indígena tan nu-
merosa, como se ha detallado con antelación. 

La dinámica migratoria y otros cambios han propiciado
que para el inicio del siglo XXI la población indígena ya no
solo se encuentre ubicada en las regiones “tradicionalmen-
te” indígenas, es decir, aquellas regiones rurales en zonas
del país bien definidas, sino que ahora está presente en to-
do el país, incluyendo  las grandes ciudades y  las regiones
que hasta hace poco tiempo se consideraban sin presencia
indígena. Tal es el caso de las zonas metropolitanas con de-
sarrollo industrial importante: Ciudad de México, Monte-
rrey y Guadalajara, así como algunas zonas de reciente de-
sarrollo agrícola de Sinaloa y Baja California, ciudades
fronterizas con una fuerte tradición migratoria como Mata-
moros, Reynosa, Ciudad Juárez y Tijuana, y centros de de-
sarrollo turístico como Cancún o Los Cabos, que en las dé-
cadas recientes han recibido flujos importantes de
población indígena. 

Ante esta realidad innegable, se requieren medidas urgen-
tes por parte del gobierno federal, a través de la Comisión
Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas
(CDI), a fin de resguardar los derechos y el acceso al desa-
rrollo de los pueblos indígenas.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración
de esta soberanía, la aprobación del siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente a la Comisión Nacio-
nal para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) para
que, en ejercicio de la facultad que le confiere el artículo
17 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral, determine la creación de la delegación de esa Comi-
sión en el estado de Nuevo León, para la realización de
las tareas que se señalan en el artículo 25 de su Estatuto
Orgánico.
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Notas:

1 www.inegi.gob.mx 

2 http://pactopormexico.org/acuerdos/

3  www.inegi.gob.mx 

4 www.inegi.gob.mx 

5 Inegi, II Conteo de Población y Vivienda 2010, México.

6 www.inegi.gob.mx

7 http://www.uanl.mx/

8  http://www.nl.gob.mx/?P=sdsocial

9 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, última re-
forma publicada DOF 30-11-2012.

10 Ley de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos In-
dígenas, DOF, 21 de mayo de 2003.

11 Estatuto Orgánico de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los
Pueblos Indígenas, DOF 26 de julio de 2010

12 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, última re-
forma publicada DOF 30-11-2012.

13  Ley de los Derechos Indígenas en el Estado de Nuevo León, POE,
22 de junio de 2012.

14 Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nuevo León,
POE, 17 de febrero de 2012.

15  Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, DOF, 29 de
Diciembre de 1979.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
11 de abril de 2013.— Diputados: María de Jesús Huerta Rea, Benito
Caballero Garza, Eloy Cantú Segovia, Héctor García García, Marco
Antonio González Valdez, Abel Guerra Garza, Héctor Humberto Gu-
tiérrez de la Garza, Jorge Mendoza Garza, Javier Treviño Cantú, Pedro
Pablo Treviño Villareal (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Asuntos Indígenas, para dic-
tamen.

CUSTODIA, CUIDADO Y ATENCION DE LA NIÑEZ

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los gobiernos de las entidades federativas y al del DF a su-
pervisar el correcto funcionamiento de las instituciones pú-
blicas y de las privadas encargadas de la custodia, el cui-
dado y la atención de la niñez; y a los congresos locales, a
legislar en la materia, suscrita por los diputados Carmen
Lucía Pérez Camarena y Fernando Larrazábal Bretón, del
Grupo Parlamentario del PAN

Los diputados federales Carmen Lucía Pérez Camarena y
Fernando Alejandro Larrazábal Bretón, integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXII Legislatura, en ejercicio de la facultad que les con-
fiere la fracción I del artículo 6, el artículo 79, numeral 2,
y demás  relativos y aplicables del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta sobera-
nía la siguiente proposición con punto de acuerdo con ba-
se en las siguientes

Consideraciones

En los primeros años de vida de la niña o del niño se for-
ja la gran mayoría de los elementos buenos y malos que de-
linearán su personalidad, estos generalmente se desarrollan
en el ámbito familiar, en donde se entretejen los principios
y valores en la infancia. Sin embargo, sucesos no conside-
rados en sus vidas, los llevan a enfrentar procesos que los
separan de sus familias y en ocasiones a ser institucionali-
zados en Centros dedicados a sus cuidados, generalmente
llamados albergues o centros de custodia.

Por hechos desafortunados como la muerte de uno o de am-
bos padres, abandono, imposibilidad de ser tutor, decisio-
nes judiciales, como son los casos de divorcio, maltrato o
abuso de cualquier tipo, entre otros, los infantes tienen que
ser institucionalizados, ello supone que reciban una aten-
ción especial durante su instancia en estos lugares de guar-
da llamados “albergues”, quienes son los encargados de
brindarles las comodidades, el cuidado y la protección ne-
cesaria. 

En nuestro país lamentablemente existe un número no de-
terminado de niñas y niños que viven en albergues o casas
hogar, lo cual los deja en un claro riesgo. Con estimaciones
del Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNI-
CEF), nuestro país es la segunda nación de América Latina
con el mayor número de niños huérfanos con 1.6 millones



de casos después de Brasil, que encabeza la lista con 3.7
millones. Por su parte, el Instituto Nacional de Estadística
y Geografía, reportó que en el año 2010 se tenían censados
cerca de 28 mil 107 niños, niñas y adolescentes que habi-
tan en casas hogar, orfanatos y casas cuna en todo el país.

La carencia de controles y los riesgos para la población in-
fantil institucionalizada se hicieron patentes cuando se dio
la desaparición de una niña en una casa hogar llamada “Ca-
sitas del Sur” en el Distrito Federal en el 2009, quedando
al descubierto todas las irregularidades que existían. La-
mentablemente las niñas y niños que por diversas razones
como se han explicado viven sin el cuidado de sus padres,
en estas instituciones se encuentran más expuestos a la po-
breza, marginación, discriminación, exclusión, factores
que los hacen doblemente vulnerables al abuso, explota-
ción y al abandono.

De acuerdo al Fondo de las Naciones Unidas para la Infan-
cia “UNICEF y sus aliados mundiales definen a un huérfa-
no como un niño o niña que ha perdido uno o ambos pro-
genitores. De acuerdo con esa definición, en 2005 había
más de 132 millones de huérfanos en África subsahariana,
Asia y América Latina y el Caribe. Esa cifra comprendía
no sólo a los niños y niñas que habían perdido ambos pro-
genitores sino también a los que habían perdido el padre
pero no la madre, o que eran huérfanos de madre pero te-
nían padre”.

Derivado del estudio de la Red Latinoamericana de Acogi-
miento Familiar (RELAF) 2010, “Niños, niñas y adoles-
centes sin cuidados parentales en América latina. Contex-
tos, causas y consecuencias de la privación del derecho a la
convivencia familiar y comunitaria” apunta que en México
había 29,310 niñas y niños en 703 instituciones. Este mis-
mo estudio, enfatiza la falta de registros y de información
sólida al respecto. De acuerdo a sus datos “México ha re-
portado un total de 412.456 niños privados de cuidado pa-
rental (1,09% de la población infantil)”, señalando que es-
te número puede ser aun mayor, dado que el Comité de
Derechos del Niño de Naciones Unidas ha hecho desde ha-
ce años observaciones al Estado mexicano sobre la falta de
estadísticas respecto de la cantidad de niños que se en-
cuentran en esta situación.”

Además y de acuerdo al documento antes citado, “el 72%
de los niños institucionalizados en México está en institu-
ciones no gubernamentales que establecen acuerdos de
cooperación con las unidades encargadas de la niñez na-

cionales y municipales. De este total, el 58% son niñas y el
42% niños. Respecto de las edades, el 23% tienen entre 0
y 6 años y el 77% entre 7 y 17 años. Sólo el  1,1%  de los
niños institucionalizados tienen algún tipo de discapaci-
dad”. Sin embargo a falta de políticas públicas reales, mi-
les de niñas, niños y adolescentes se encuentran institucio-
nalizados indefinidamente, lo cual ocasiona que se atente
contra sus derechos, al no proporcionarles procedimientos
ni garantías constitucionales,

Nuestro país a lo largo de su historia a firmado diversos
instrumentos internacionales en materia de niñez y uno de
ellos es la Convención sobre los Derechos del Niño
(CDN), ratificada por nuestro país en 1990, y publicada en
el Diario Oficial de la Federación en 1991, entrando en vi-
gor para el Estado mexicano el día 21 de octubre de 1990.

La Convención en su artículo 2º obliga a los Estados Parte
a respetar y hacer respetar los derechos contenidos en este
texto, estipulando en su artículo 4º que los gobiernos debe-
rán adoptar toda clase de medidas administrativas, legisla-
tivas, judiciales y de cualquier otra índole para dar efecti-
vidad en los derechos reconocidos en esta Convención.

A más de 20 años de la firma de este instrumento interna-
cional que patenta cada uno de sus derechos y de la Ley pa-
ra la protección de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes (LPDNA), la cual se encuentra vigente para
nuestro país desde  mayo del año 2000, señala en su ar-
tículo 1º que “La presente ley se fundamenta en el párrafo
sexto del artículo 4o. de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, sus disposiciones son de orden
público, interés social y de observancia general en toda la
República Mexicana y tiene por objeto garantizar a niñas,
niños y adolescentes la tutela y el respeto de los derechos
fundamentales reconocidos en la Constitución”.

Es decir, a la luz del “Interés Superior de la Niñez”, que a
la letra dice: “En todas las decisiones y actuaciones del Es-
tado se velará y cumplirá con el principio del interés supe-
rior de la niñez, garantizando de manera plena sus dere-
chos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción
de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sa-
no esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio
deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evalua-
ción de las políticas públicas dirigidas a la niñez.” Y es el
Estado, el que debe garantizar en todo momento, que los
intereses de los adultos, nunca estén por encima de los in-
tereses de las niñas, niños y adolescentes.
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Sin embargo, gran parte de ellos no logran vivir su infan-
cia como la etapa más importante de su desarrollo dentro
de estas instituciones quienes legalmente son las encarga-
das de su guarda y custodia, ya que es ahí donde muchas
veces se convierten en un grupo invisible para la sociedad.
Algunos de los factores son las actitudes o comportamien-
tos de los adultos y de la sociedad en su conjunto, quienes
en muchos casos violentan sistemáticamente cada uno de
sus derechos. En estos contextos es difícil que los niños es-
tablezcan relaciones de apego sólidas y saludables que for-
talezcan su autoestima y sus valores fundamentales ya que
de acuerdo a diversas investigaciones son lugares en don-
de más se sienten excluidos y discriminados.

Qué decir de que en diversos albergues carecen de perso-
nal capacitado y de la infraestructura adecuada para alojar
a los menores de edad, es decir, no cuentan con lo más in-
dispensable, sin una correcta coordinación, atención, su-
pervisión, pero sobre todo vigilancia. De manera general,
destaca la falta de servicios básicos como higiene, instala-
ciones acordes para albergar a la niñez con discapacidad o
con otros requerimientos, salidas de emergencia, personal
suficiente o especializado en cada una de las áreas. 

Aunado a lo anterior, existe otro grave problema, la caren-
cia de un registro y certificación por parte de las instancias
responsables de vigilar a los centros públicos y privados
encargados del cuidado y atención de los menores de edad,
lo cual los deja en total desprotección.

Por ello, es urgente que las personas responsables de las ni-
ñas y niños que se encuentran institucionalizados, se den a
la tarea de poner orden y solución inmediata a esta situa-
ción. Una revisión a la normativa jurídica vigente para ge-
nerar las acciones, obligaciones y sanciones ejemplares en-
caminadas al funcionamiento eficaz de las instituciones
públicas como privadas que los atienden, siempre respe-
tando sus derechos fundamentales.

Es deber de la autoridad correspondiente inspeccionar y vi-
gilar de manera permanente que los albergues cumplan
con las medidas de protección civil correspondientes, amo-
nestaciones públicas, destituciones o inhabilitación para
ejercer cargos públicos a las personas que no cumplan con
el cuidado de los menores de edad, establecer multas, sus-
pensiones temporales y definitivas cuando estas procedan,
con base en la normatividad aplicable e inclusive revocar
los certificados de los albergues privados.

Asimismo, es urgente que los Estados cuenten con un Pa-
drón o Registro Público de Albergues Públicos y Privados
para Niñas y Niños, con la finalidad de tener datos claros
de la Niñez que entra y sale, desarrollar indicadores de ca-
lidad de la atención, entre otros más.

Cuando nuestra sociedad comience a reconocer a las niñas,
niños y adolescentes como sujetos de derechos y no como
objetos de derecho o solo de protección; como personas en
desarrollo, quienes tienen decisiones y pensamientos pro-
pios, podremos impulsar un cambio cultural en la sociedad.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de la Honorable Asamblea los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados exhorta al Gobierno
Federal, a los Gobiernos de las Entidades Federativas y del
Distrito Federal, para que de manera coordinada vigilen y
supervisen el correcto funcionamiento de las instituciones
públicas y privadas encargadas de la custodia, cuidado y
atención de la niñez, y de ser el caso, suspenderlas de ma-
nera definitiva a las que de forma reiterada no cumplan con
los lineamientos establecidos en la normatividad corres-
pondiente.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta a los Congre-
sos locales y a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal
a legislar en la materia a fin de contar con un Registro Pú-
blico y una certificación más rigurosa de las mismas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de abril de 2013.— Diputados:
Carmen Lucía Pérez Camarena, Fernando Alejandro Larrazábal Bretón
(rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez, para
dictamen.



PROGRAMA ESPECIAL CONCURRENTE 
PARA EL DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE 

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al titular de la Sagarpa a otorgar a los productores de caña
de azúcar recursos de las partidas asignadas al Programa
Especial Concurrente para el Desarrollo Rural Sustentable
a fin de que adquieran fertilizantes, a cargo de la diputada
Yazmín de los Ángeles Copete Zapot, del Grupo Parla-
mentario del PRD

La suscrita, Yazmín de los Ángeles Copete Zapot, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática en la LXII Legislatura de la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión, con base en los artí-
culos 6, numeral 1, fracción I, 79, numeral 2, fracción II, y
133 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía la presente proposición
con punto de acuerdo de urgente y obvia resolución, para
exhortar al secretario de Agricultura, Ganadería, Desarro-
llo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa), Enrique Martí-
nez y Martínez, para que de las partidas asignadas al Pro-
grama Especial Concurrente para el Desarrollo Rural
Sustentable se otorguen los recursos a los productores de
caña de azúcar para la adquisición de fertilizantes, al tenor
de las siguientes

Consideraciones

El desarrollo de la industria de los fertilizantes en México
está vinculado al desarrollo industrial del país, las primeras
plantas que producen fertilizantes sintéticos se ubican en
los primeros años de la segunda mitad del siglo XX.

En este periodo del desarrollo de la economía nacional se
adoptó el modelo de sustitución de importaciones y se pro-
movió la industrialización como motor del desarrollo del
país.

En una primera etapa convivieron empresas paraestatales y
empresas privadas para dar paso a la creación de una sola:
Fertimex, para los años setenta se constituyó una boyante
industria de los fertilizantes que abastecía al campo mexi-
cano, éramos autosuficientes en los principales fertilizantes
y se logró mejorar el rendimiento agrícola.

La política del desarrollo industrial aplicada en México en
el modelo de sustitución de importaciones, nos llevó a te-
ner plantas productoras de fertilizantes a escala mundial y
con las mejores tecnologías en capacidad instalada, para

este periodo contábamos con gas natural para producir
amoniaco, principal insumo para la fabricación de fertili-
zantes.

Con la aplicación del nuevo modelo de desarrollo econó-
mico del país en los primeros años de los años ochenta, la
industria estatal de los fertilizantes se privatiza y paso a
manos del capital privado, lo que llevó a que las nuevas
condiciones del mercado mundial y la falta de políticas de
Estado provocó la disminución paulatina de la producción
de fertilizantes y se incrementaron las importaciones.

Las empresas privadas de fertilizantes son importadoras y
comercializadoras, la gran industria de fertilizantes de los
años setenta desapareció y México se convirtió en pocos
años en un país que dependen totalmente de las importa-
ciones en un área que debería ser estratégica.

La Sagarpa reconoció que en México se produce aproxi-
madamente 45 por ciento de los fertilizantes que se emplea
en el campo agrícola, por lo que la demanda debe ser cu-
biertas por las importaciones, la compra de fertilizantes en
el mercado mundial aumentan los altos costos de los insu-
mos utilizados en su elaboración, sobre todo por el alto
precio que se registra en el gas natural y sus derivados fre-
nan la elaboración de fertilizantes.

En el mismo sentido, la dependencia del gobierno federal
subrayó que en México se tiene una capacidad instalada
para generar 5.8 millones de toneladas métricas al año de
fertilizantes, sin embrago sólo se elaboran aproximada-
mente 2 millones de toneladas métricas, por lo cual se re-
curre a la importación.

Pemex Petroquímica sólo produce amoniaco en Cosolea-
caque, Veracruz (600 mil toneladas al año), mientras que
las plantas de Salamanca y Camargo están inactivas ante la
falta de la demanda del producto por parte de industriales,
en consecuencia aumentaron las importaciones de urea de
países como Rusia y Ucrania.

Ante la falta de producción de fertilizantes el campo mexi-
cano y en especial el campo cañero se ven afectados caña
año en la producción, esto ha provocado que los rendi-
mientos no aumente y produzcamos caña de azúcar cara y
que nos es competitiva en el mercado mundial.

La actual crisis por la que atraviesa el campo cañero y  to-
da la cadena productiva de la agroindustria de azucarera, se
presenta por el desplome del precio de la azúcar para la za-
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fra 2012-2013, es preciso señalar que la caída del precio se
debe a que producimos caña de azúcar cara.

En los 57 ingenios mexicanos se presenta una sobrepro-
ducción de azúcar lo que ha llevado a tener grandes inven-
tarios, esto se complicará porque en la zafra 2012-2013 la
producción de azúcar se incrementará, toda vez que ten-
dremos la zafra más alta de los últimos años, con una pro-
ducción que se estima en aproximadamente 6 millones de
toneladas de azúcar y 50 millones de toneladas de caña de
azúcar.

Esto incrementará los inventarios de azúcar en los 57 inge-
nios del país, pero la explicación de los altos precios en la
producción de la caña de azúcar tiene su origen en los 40
años de crisis estructural que vive la agroindustria azucare-
ra y 30 años son bajo el esquema de la economía neolibe-
ral, en donde la industria de los fertilizantes se privatizó y
los resultados están a la vista, un campo cañero en crisis y
que nos ha llevado a tener cupos de importación de azúcar
y a importar los fertilizantes.

Por tal motivo, ante la falta de rendimientos y el alto costo
por tonelada de la caña de azúcar, es importante que la Sa-
garpa destine recursos que se aprobaron en  el programa
especial concurrente para que los productores de caña de
azúcar adquieran aproximadamente 700 kilogramos de fer-
tilizantes por hectáreas para mejorar la producción.

Por todo lo anterior, presento al pleno de la Cámara de Di-
putados la siguiente proposición, de urgente u obvia reso-
lución

Punto de Acuerdo

Único. Se exhortar al secretario de Agricultura, Ganadería,
Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, Enrique Martínez
y Martínez, para que de las partidas asignadas al Programa
Especial Concurrente para el Desarrollo Sustentable se
otorguen recursos a los productores de caña de azúcar para
la adquisición de fertilizantes.

Palacio Legislativo, a 11 de abril de 2013.— Yazmín de los Ángeles
Copete Zapot (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Agricultura y Sistemas de
Riego, para dictamen y a la Comisión Especial para el
seguimiento a las prácticas monopólicas y regulación de
mercados, para opinión.

AGENDA NACIONAL DE 
DERECHOS HUMANOS 2013

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Segob a atender las recomendaciones de la CNDH esta-
blecidas en la Agenda Nacional de Derechos Humanos de
2013, en especial las relacionadas con los homicidios vio-
lentos y las desapariciones forzadas, suscrita por los dipu-
tados Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal Ávila, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal Ávila, integran-
tes de la LXII Legislatura del Congreso de la Unión y del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 6, fracción I, 79,
numeral 2, fracción II, y 113 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, presentan ante esta honorable asamblea el
siguiente punto de acuerdo al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El pasado 8 de abril, Raúl Plascencia Villanueva, presiden-
te de  la Comisión Nacional de Derechos Humanos
(CNDH) presentó ante Miguel Ángel Osorio Chong, titular
de la Secretaría de Gobernación (Segob) y Lía Limón, sub-
secretaria de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos de la
Segob, la Agenda Nacional de Derechos Humanos 2013,
en el marco de la consulta para la elaboración del Plan Na-
cional de Desarrollo 2013-2018.

Dicha agenda tiene el “objetivo de que en el nuevo diseño
de planeación democrática del país, el gobierno de la repú-
blica considere su contenido (a partir) de un diagnóstico
sobre la situación que prevalece en materia de derechos hu-
manos, por lo cual contiene 79 recomendaciones, orienta-
das a prevenir, atender y corregir las violaciones a los de-
rechos humanos, en temas tales como; seguridad pública,
justicia, grupos en riesgo de violencia y vulnerabilidad, así
como derechos económicos, sociales culturales y ambien-
tales”.

Asimismo, el presidente de la CNDH dijo que “México vi-
ve momentos de gran trascendencia en la materia. Por una
parte, las acciones implementadas en los últimos años por
los tres ámbitos de gobierno ante los problemas de seguri-
dad pública en diversas regiones del país, derivaron en un
franco retroceso en materia de respeto a los derechos hu-
manos”.



Es por demás conocido que la CNDH, así como las comi-
siones a nivel estatal, han recibido un mayor número de
quejas relativas a “los tratos crueles, inhumanos o degra-
dantes, la tortura, los cateos ilegales, los homicidios y las
desapariciones forzadas”, relacionadas a la estrategia falli-
da en contra de la violencia y el  narcotráfico emprendida
en el sexenio pasado y que en esta nueva administración no
se tiene una visión clara para atacar el problema.

De acuerdo con la Agenda Nacional de Derechos Humanos
2013, la CNDH “cuenta con un registro de 48 mil 300 per-
sonas reportadas como desaparecidas en el periodo 2005-
2012 y un total de 48 mil 750 homicidios violentos”. 

Ante estos datos, es de presumirse que en la Secretaría de
Gobernación existe un subregistro de personas desapareci-
das, pues de acuerdo a la información proporcionada por la
subsecretaria de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos,
Lía Limón, el pasado mes de febrero, la dependencia cuen-
ta con un registro de 26 mil 121 personas desaparecidas, de
las que se desconoce el estatus, motivo o razón de su con-
dición de desaparecidos. Estos datos muestran una marca-
da diferencia con los dados a conocer por la Comisión Na-
cional de Derechos Humanos. Por lo que es menester,
como un primer paso para atender el problema y reparar el
daño a víctimas y sus familiares, es saber con exactitud el
número de personas que se encuentran en situación de des-
aparecidas y las investigaciones realizadas hasta el mo-
mento.

Por otra parte, la CNDH dio a conocer que “2011 fue el año
en el que existieron un mayor número homicidios violen-
tos pues se reportaron 10 mil 696 asesinatos sin que hasta
el momento se tenga conocimiento de que dichos homici-
dios hubieran sido resueltos por la justicia mexicana”. 

De la misma manera, “del total de reportes de personas
desaparecidas, 24 mil 91 tienen la calidad de extraviadas;
15 mil 921 son personas fallecidas no identificadas y 726
fueron víctimas de desaparición forzada o involuntaria”. 

La CNDH establece que “la desaparición de personas cons-
tituye una de las violaciones más graves a los derechos
humanos. El Estado es el primer obligado a combatirla, y
desde el momento en que éste deja de reconocer su res-
ponsabilidad en los hechos o se niega a proporcionar infor-
mación para la localización de las víctimas, conocer su
suerte o destino final, se actualiza una violación de lesa hu-
manidad que afecta sustancialmente la integridad, seguri-
dad, libertad y vida de las personas”.

Por lo que la CNDH propone los siguientes tres puntos:

1. Impulsar acciones para adecuar el marco jurídico in-
terno a fin de garantizar la prevención, sanción y erradi-
cación de la práctica de la desaparición forzada, legis-
lando en los ámbitos federal y estatal.

2. Formar a los servidores públicos encargados de la
procuración y administración de justicia, a efecto de que
realicen una investigación eficaz de los casos, se san-
cione a los responsables y se repare el daño a las vícti-
mas. 

3. Crear una base de datos debidamente sistematizada y
actualizada que permita la centralización y actualiza-
ción de información estructurada e interrelacionada de
los registros sobre personas desaparecidas en nuestro
país.

De estas recomendaciones, es importante tomar nota en el
Legislativo, para que cumplamos con la responsabilidad
que nos corresponde, y se dictaminen las iniciativas que
sobre el tema se han presentado, entre las que se encuentra
la presentada por los suscritos, en diciembre del año pasa-
do, para adicionar el artículo 215-A del Código Penal Fe-
deral, que tiene como finalidad establecer el tipo penal de
desaparición forzada.

Por último, González Plascencia señaló que “es momento
de que el Estado mexicano refuerce el tema de los derechos
humanos en el país, partiendo de que la observancia debe
ser el eje rector para el fortalecimiento de las instituciones
públicas y de una mayor cultura de legalidad”, nos suma-
mos a este llamado que realiza la CNDH y alzamos la voz
para que el Gobierno Federal actúe con prontitud para que
de esta forma, atienda las recomendaciones al respecto y
prevenga los casos de violaciones a los derechos humanos,
ante la importancia de este hecho y dada la situación que
vive nuestro país, presentamos a esta asamblea la siguien-
te proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La honorable Cámara de Diputados exhorta a la Se-
cretaría de Gobernación que atienda las recomendaciones
de la Comisión Nacional de Derechos Humanos estableci-
das en la Agenda Nacional de Derechos Humanos 2013, en
especial las relacionadas con los homicidios violentos y
desapariciones forzadas.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de abril de 2013.—
Diputado Ricardo Mejía Berdeja (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen.

CONVENCION SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a firmar y ratificar el Tercer Protocolo
Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño,
relativo a un procedimiento de comunicaciones, a cargo de
la diputada Flor Ayala Robles Linares, del Grupo Parla-
mentario del PRI

Flor Ayala Robles Linares, integrante del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional en la LXII
Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, nume-
ral 1, fracción I, 62, 65, 76, 79, 82 y 113 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de es-
te pleno la presente proposición con punto de acuerdo, de
urgente u obvia resolución, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

Hace un par de días, el Senado de la República aprobó la
solicitud de retiro de la declaración interpretativa formula-
da por el gobierno mexicano, al momento de ratificar el
Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos
del Niño relativo a la Participación de Niños en los Con-
flictos Armados, adoptado por la Asamblea General de Na-
ciones Unidas el 25 de mayo de 2000.1

Con la medida, el Estado mexicano cumple la recomenda-
ción realizada por el Comité de los Derechos del Niño en
enero de 2011, tras la revisión del informe presentado por
México en 2010. Confirma así la asunción de responsabili-
dad de proteger también a los niños y a los adolescentes del
reclutamiento o la utilización en hostilidades por grupos ar-
mados no gubernamentales y da vigencia a las disposicio-
nes del protocolo en el país.

La decisión constituye un paso fundamental para el cum-
plimiento pleno de las recientes reformas constitucionales

en materia de derechos humanos del 10 de junio de 2011,
que tienen por objeto lograr el reconocimiento de la evolu-
ción de los derechos humanos, mediante el principio pro
persona como eje rector de la interpretación y aplicación de
las normas jurídicas.2

Es menester que el Estado mexicano proceda también con
la firma y ratificación del Tercer Protocolo Facultativo de
la Convención sobre los Derechos del Niño, relativo a un
procedimiento de comunicaciones, el cual establece un
procedimiento de comunicaciones que permitirá al Comité
de los Derechos del Niño recibir y examinar quejas indivi-
duales por vulneraciones de los derechos consagrados en la
convención una vez que se hayan agotado los recursos in-
ternos, así como realizar visitas a fin de investigar casos de
violaciones graves y sistemáticas de los derechos del niño,
que fue abierto a firma el 28 de febrero de 2012 en Gine-
bra, Suiza, gracias a la iniciativa de la Misión Permanente
de Eslovaquia.3

Además, el protocolo señala que las denuncias de los niños
serán tratadas a través de un proceso que estará adaptado a
su situación (la sensibilidad del niño). También reafirma
que los niños son titulares de derechos y que deben ser tra-
tados con dignidad y reconocidos como seres humanos con
capacidades en evolución y con la habilidad para expresar-
se.

Si un país ratifica el protocolo, se compromete a tomar to-
das las medidas necesarias para garantizar que los niños
bajo su jurisdicción no sean objeto de ninguna violación de
derechos humanos, malos tratos o intimidación como con-
secuencia de las comunicaciones enviadas al Comité sobre
los Derechos del Niño.

Los 20 países que firmaron el protocolo durante la cere-
monia fueron Eslovaquia, Eslovenia, Costa Rica, Portugal,
Serbia, Brasil, Uruguay, Chile, Alemania, Marruecos,
Montenegro, España, Austria, Bélgica, Finlandia, Italia,
Luxemburgo, Malí, Perú y las Maldivas.

Si el Estado mexicano da este paso, no sólo estaríamos res-
guardando los derechos de los infantes sino también ratifi-
caríamos lo dispuesto en las directrices de la Convención
sobre los Derechos de la Niñez de 1989 y suscrito por el
país en 1990, y en el artículo 4o. de la Constitución Políti-
ca, así como los lineamientos de la Ley para la Protección
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y el crite-
rio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sobre el
interés superior de la infancia.



No olvidemos, compañeros legisladores, que debido al di-
namismo social se genera la inaplazable necesidad de ana-
lizar el contenido de los tratados internacionales en que se
reconocen las garantías individuales con objeto de contri-
buir al conocimiento del ordenamiento jurídico y promover
la cultura de la legalidad.

Es momento de reconocer, resguardar y garantizar los de-
rechos humanos de la niñez, pues ello representa una ca-
racterística de un Estado democrático y un imperativo mo-
ral.

Esto redunda en beneficio de las economías y las socieda-
des. Teniendo en cuenta que en la primera infancia se esta-
blecen las bases de la salud y el bienestar del individuo; ya
que como acertadamente citó John Fitzgerald Kennedy
–político estadounidense–: “Los niños son el recurso más
importante y la mejor esperanza para el futuro”

Por lo expuesto y fundado, me permito someter a conside-
ración de esta asamblea, la aprobación de la siguiente pro-
posición, de urgente u obvia resolución con

Punto de Acuerdo

Único. La LXII Legislatura de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión exhorta respetuosamente al Ejecuti-
vo federal a firmar y ratificar el Tercer Protocolo Faculta-
tivo de la Convención sobre los Derechos del Niño relati-
vo a un procedimiento de comunicaciones.

Notas:

1 http://www.senado.gob.mx/

2 http://www.dof.gob.mx/

3 http://www.un-ngls.org/spip.php?page=article_es_s&id_arti-
cle=3793

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
11 de abril de 2013.— Diputada Flor Ayala Robles Linares (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez, para
dictamen.

CONVENIO DEL CONSEJO DE EUROPA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a dar por la SRE los trámites condu-
centes a la adhesión de México al Convenio de Lanzarote
del Consejo de Europa, para la protección de los niños con-
tra la explotación y el abuso sexuales, suscrita por diputa-
das del Grupo Parlamentario del PAN

Las diputadas Martha Leticia Sosa Govea, Adriana Her-
nández Íñiguez, Flor Ayala Robles Linares, Maricela Ve-
lázquez Sánchez y Lorenia Iveth Valles Sampedro, inte-
grantes de la LXII Legislatura, en ejercicio de la facultad
que les confieren la fracción I del artículo 6, el artículo 79,
numeral 2, y demás relativos y aplicables del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de es-
ta Cámara de Diputados la siguiente proposición con pun-
to de acuerdo por el que se  exhorta  respetuosamente al
Ejecutivo federal para que, a través de la Secretaría de Re-
laciones Exteriores, se den los trámites necesarios para que
México se adhiera al Convenio del Consejo de Europa, pa-
ra la protección de los niños contra la explotación sexual y
el abuso sexual, conocido como Convenio de Lanzarote, al
tenor de los siguientes

Antecedentes

I. Que el Senado, como parte de la Delegación Observado-
ra Permanente ante la Asamblea Parlamentaria del Conse-
jo de Europa, en el mes de diciembre de 2010, nombró su
punto de contacto del Congreso Mexicano en el Consejo de
Europa, para la campaña denominada Detener la violencia
sexual contra las niñas, niños y  adolescentes, por lo que
atendiendo a dicho encargo, se realizó el esfuerzo para con-
tribuir a la campaña de esa organización, presentando el 5
abril de 2011, a los integrantes parlamentarios de la LXII
Legislatura la versión hispana del Manual para parlamen-
tarios sobre el Consejo de Europa  para la protección de
los niños contra la explotación y el abuso sexual, conoci-
do como el Convenio de Lanzarote.

II. Que siendo conscientes de la gran responsabilidad que
significa legislar a favor de la niñez, los senadores Blanca
Judith Díaz Delgado, Rosario Green Macías, Guillermo
Tamborrel Suárez, Renán Cleominio Zoreda Novelo y
Martha Leticia Sosa Govea, presentamos el 7 de abril del
mismo año un punto de acuerdo en el que se solicitaba a la
Delegación Permanente de México ante la Asamblea Par-
lamentaria del Consejo de Europa que hiciera patente esta
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voluntad y exhortaba al Ejecutivo federal para que, a través
de la Secretaría de Relaciones Exteriores, México pudiera
adherirse al Convenio de Lanzarote, mismo que fue apro-
bado por la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables el
28 de abril del mismo año.

III. Que en ese día 28 de abril, se aprobó la realización de
cuatro foros regionales y uno más enfocado a la presenta-
ción de conclusiones, denominados Detener la violencia
sexual contra niñas, niños y adolescentes, teniendo como
fundamento la alarmante cifra señalada por el Consejo de
Europa que establece que uno de cada cinco niños es o ha
sido víctima de explotación y abuso sexual infantil por lo
menos una vez en su vida; situación cuyas consecuencias
afectan el futuro de la humanidad.

IV. Que como resultado de los mencionados foros regiona-
les de esta mencionada campaña que se realizaron en las
ciudades de 1), Hermosillo, Sonora – región noroeste (6 de
julio de 2011); 2) Cancún, Quintana Roo – región sur-su-
reste (9 de septiembre de 2011); 3) Monterrey, Nuevo Le-
ón – región noreste (30 de septiembre de 2011); 4) Man-
zanillo, Colima – región centro-occidente (21 de octubre

de 2011) y 5) México, Distrito Federal (Senado de la Re-
pública) – Presentación de conclusiones de los foros regio-
nales (9 de noviembre de 2011). Así pues, recorriendo to-
do el país, se contó con la participación de autoridades de
los tres órdenes de gobierno, legisladores federales y loca-
les, académicos, expertos en el tema de derechos del niño
y organizaciones no gubernamentales expertos en la mate-
ria. En este sentido se obtuvieron datos por parte de la Or-
ganización para la Cooperación y el Desarrollo Económi-
cos (OCDE) que señalaron, en el año 2010, a México como
el primer lugar dentro de los estados miembros en violen-
cia física, sexual y homicidios de menores de 14 años, con-
siderado también el segundo país a nivel mundial con ma-
yor producción de pornografía infantil. Por otra parte datos
alarmantes otorgados por la Secretaría de Salud, señalaron
que una de cada 20 personas entrevistadas (4.8 por ciento)
refirió haber sido violada antes de los 15 años por algún fa-
miliar en donde 67 por ciento de los agresores fueron hom-
bres con vínculo familiar.

V. Que abonando para hacer patente la adhesión a este
mencionado convenio, también se realizó una mesa de tra-
bajo el 19 de octubre de 2011, con la entonces canciller Pa-
tricia Espinosa, y la directora del DIF nacional, Cecilia
Landerreche, con la finalidad de analizar la viabilidad de
que México pudiera adherirse a este convenio, en el que se

evaluaron los avances que nuestro país ha tenido en estos
últimos años en comparación con la Unión Europea en ma-
teria de niños.

VI. Que continuando con esta labor la senadora Diva Ha-
damira Gastélum Bajo, integrante de la LXII Legislatura
del Congreso de la Unión, presentó el 11 de diciembre del
año pasado un punto de acuerdo en el que solicita al titular
del Poder Ejecutivo federal para que suscriba el Convenio
para la Protección de los Niños contra la Explotación y
Abuso el Sexual, Convenio de Lanzarote.

Consideraciones

1. Que en el mes de julio de 2010 entró en vigor el Conve-
nio del Consejo de Europa para la Protección de los Niños
en contra de la Explotación y el Abuso Sexual, conocido
como Convenio de Lanzarote, buscando combatir la terri-
ble cifra de que uno de cada cinco sea víctima de abuso o
explotación sexual al menos una vez en su vida. Esto in-
cluye también varias formas de agresión sexual, como la
pornografía infantil y la prostitución. 

2. Que uno de los objetivos centrales de este convenio es
prevenir la explotación y abuso sexual infantil, tomando en
consideración la protección especial que deben de tener las
niñas y niños para no sufrir de este tipo de flagelos, bus-
cando evitar cualquier tipo de violación que atente en con-
tra de los derechos inherentes.

3. Que este instrumento internacional establece pautas pa-
ra investigar y procesar de manera adecuada a los perpe-
tradores de este crimen, otorga un lugar privilegiado a la
atención y protección de las víctimas del mismo, siendo és-
ta una de sus principales cualidades que lo posiciona como
uno de los instrumentos más avanzados y completos con
respecto a este tema. Dado su carácter multidisciplinario,
busca involucrar a los diferentes órdenes y niveles de go-
bierno, así como a la sociedad civil, con el propósito de lo-
grar acciones conjuntas encaminadas a erradicar este abe-
rrante crimen.

4. Que el convenio propone el establecimiento de medidas
de protección y asistencia a las víctimas, principalmente de
índole legislativa, buscando subsanar y revertir el daño
ocasionado que pudiera tener graves consecuencias a futu-
ro, sobre todo en la esfera anímica y emocional, tomando
en consideración las necesidades especiales que requiere la
infancia.



5. Que, establece la necesidad de identificar y reflexionar
en torno a las lagunas normativas que se presentan en la le-
gislación nacional con respecto a este tema, esto con el ob-
jetivo de poder superar de manera adecuada dichas defi-
ciencias y abatir los factores de riesgo, para posteriormente
lograr la homologación de los distintos ordenamientos lo-
cales que prevén dichos delitos, con el objetivo de lograr
un trabajo conjunto y coordinado entre los distintos orde-
nes de gobierno.

6. Que el Convenio establece trabajar de manera conjunta,
determinante y efectiva promoviendo la cooperación inter-
nacional, tomando en consideración la importancia que tie-
ne la educación, concientización y sensibilización de la so-
ciedad y los órganos de gobierno con respecto a la seriedad
y gravedad del tema, que no puede dejar de preocuparnos
pero sobre todo ocuparnos, dada la afección irreversible
que pueden sufrir las niñas, los niños y los adolescentes.

7. Que el Convenio de Lanzarote marca 5 ejes rectores que
en el ámbito legislativo se traducen en lo siguiente:

a) Abuso sexual: El convenio se torna un instrumento
que ayudará al legislador a proponer la homologación y
armonización de las distintas legislaciones estatales con
respecto al tema del abuso sexual, esto es, que el delito
se encuentre tipificado de la misma manera en todos los
estados y por ende que las penas sean las mismas en
cualquier parte del territorio nacional. Asimismo, postu-
la la necesidad de fomentar desde el ámbito legislativo
medidas para prevenir este delito.

b) Prostitución infantil: Al igual que en el caso del abu-
so sexual infantil, el convenio permitirá al legislador ar-
monizar y homologar la legislación nacional para com-
batir esta detestable práctica que erosiona los cimientos
de la sociedad atentando contra la dignidad y los dere-
chos de los niños víctimas de este delito, ayudando a
fortalecer y complementar la Ley para Prevenir y San-
cionar la Trata de Personas y los artículos 205 y 105 Bis
del Código Penal Federal.

c) Pornografía infantil: En este eje dicho instrumento
permitirá al legislador promover la tipificación concreta
de las conductas internacionales consideradas bajo este
rubro, que de acuerdo al artículo 20 del convenio son la
producción de pornografía infantil, la difusión o trans-
misión de la misma, su adquisición y el acceso a ella
con conocimiento de causa y por medio de las tecnolo-
gías de la información y la comunicación, fortaleciendo

lo establecido en el artículo 202 del Código Penal Fede-
ral relativo a la Pornografía Infantil.

d) Grooming (Acoso sexual por Internet): En el ámbito
legislativo, el convenio servirá como marco para pro-
mover la tipificación y generar normas tendientes a ga-
rantizar que los niños y niñas no se encuentren expues-
tos a este tipo de delito, así como la posibilidad de
generar iniciativas tendientes a llevar a cabo políticas
públicas que no sólo se centren en combatir este tipo de
delito, sino también generen conciencia en la sociedad y
se fomente la educación con respecto al tema.

e) Atención a víctimas: El convenio, al otorgar un lugar
privilegiado a la víctima, puede ser de gran ayuda para
que la legislación nacional pueda incluir en su normati-
vidad las distintas medidas y programas que se prevén
en dicho instrumento, con la finalidad de poder revertir
en la medida de lo posible las consecuencias negativas
propiciadas al ser los niños y niñas, víctimas de cual-
quier tipo de explotación o abuso sexual.

8. Que la adhesión de México a este instrumento interna-
cional es importante, toda vez que representa una herra-
mienta parlamentaria dinámica, innovadora y completa que
atraviesa de manera transversal las distintas aristas que
conlleva la explotación y abuso sexual infantil, que van
desde la adopción de medidas legislativas, pasando por la
inclusión de los diversos miembros de la sociedad, así co-
mo la atención inmediata y efectiva a las víctimas de este
delito, con lo cual se reflejaría el compromiso del Estado
mexicano de respetar los derechos fundamentales que son
condición necesaria para la consolidación de un mejor fu-
turo pero también fortalecería la reforma constitucional en
el que pone a la par a los tratados internacionales con nues-
tra Carta Magna, obligando así a crear todos los mecanis-
mo para hacer valer el principio del Interés Superior de la
Niñez.

En este sentido, deseo señalar que con la reforma constitu-
cional publicada en el Diario Oficial de la Federación el
12 de octubre de 2011, por el que se reforman los pá-
rrafos sexto y séptimo del artículo 4 y se adiciona la
fracción XXIX-P al artículo 73 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, en la cual se es-
tablece que en todas las decisiones y actuaciones del esta-
do se velará y cumplirá con el principio del interés superior
de la niñez, el cual deberá guiar el diseño, ejecución, se-
guimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a
menores de edad.
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Con respecto a la reforma correspondiente al artículo 73
constitucional faculta al Congreso de la Unión para expe-
dir leyes que establezcan la concurrencia de la federación,
los estados, el Distrito Federal y los municipios, en el ám-
bito de sus respectivas competencias, en materia de dere-
chos de niñas, niños y adolescentes, velando en todo mo-
mento por el interés superior de los mismos y cumpliendo
con los tratados internacionales de la materia de los que
México sea parte.

Como se lee, han sido muchos y muy significativos los es-
fuerzos que el Estado mexicano realizado a favor de niñas,
niños y adolescentes, los últimos años se ha venido traba-
jando de manera determinante para proteger y garantizar
los derechos humanos de la infancia nacional, logrando su-
perar el rezago en el que el país se encontraba en este tópi-
co, la adhesión de México a este tipo de instrumentos in-
ternacionales coadyuva a complementar lo estipulado en la
legislación nacional y otorga al legislador un marco de ac-
ción mucho más amplio y abierto, que permite reconocer
tanto las deficiencias como ventajas del sistema mexicano,
en materia de protección de la dignidad humana de las y los
niños.

De esta manera, es posible actuar a partir de marcos más
precisos y detallados, provocando la participación activa
del legislador en el combate a este tipo de delitos, lo cual
le permite ser parte de un esfuerzo global que diversas le-
gislaturas, sobre todo en el continente europeo, han pro-
movido con ahínco.

9. Por último y frente a la estremecedora realidad de la ex-
plotación y el abuso sexuales, el Convenio de Lanzarote re-
presenta, sin duda, una plataforma valiosa para el desarro-
llo de las herramientas jurídicas destinadas a combatir las
diversas formas bajo las cuales se presentan las amenazas
a la integridad física y emocional de niñas, niños y adoles-
centes. La adhesión de México a este convenio sería un re-
flejo del compromiso de nuestro país para extender la pro-
tección del estado y de la sociedad a estos segmentos de la
población, y sería un paso adelante en la lucha por erradi-
car la explotación y el abuso sexuales.

De conformidad con lo anterior, proponemos a esta asam-
blea el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente al Ejecutivo federal pa-
ra que a través de la Secretaría de Relaciones Exteriores, se

den los trámites necesarios para que México se adhiera al
Convenio del Consejo de Europa para la Protección de los
Niños contra la Explotación Sexual y el Abuso Sexual, co-
nocido como Convenio de Lanzarote. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de abril de 2013.— Diputadas:
Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez, para
dictamen.

REVISION DEL TRATADO DE LIBRE 
COMERCIO DE AMERICA DEL NORTE

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal y a la Cámara de Senadores a revisar
de inmediato el capítulo VII del TLCAN, relativo al cam-
po, a cargo de la diputada María del Socorro Ceseñas Cha-
pa, del Grupo Parlamentario del PRD

La suscrita, María del Socorro Ceseñas Chapa, diputada de
la LXII Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática, con fundamento en el artículo 79, nu-
merales 1 y 2, fracciones III y VI, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete al pleno la siguiente
proposición con punto de acuerdo de urgente u obvia reso-
lución por el que se exhorta a la inmediata revisión del Tra-
tado de Libre Comercio de América del Norte, capítulo
VII, relativo al campo, por parte del Senado y el Ejecutivo
federal, al tenor de las siguientes

Consideraciones

1. La agricultura mexicana ha sido devastada por el Trata-
do de Libre Comercio de América del Norte, esto princi-
palmente debido a que entre los años de 1994 y el 2008, los
gobiernos de este país, no le dieron la importancia al cam-
po mexicano para prepararlo a competir con sus contrapar-
tes de Estados Unidos y Canadá. En un estudio presentado
en 2007 por la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desa-
rrollo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa), a un año de
la entrada en vigor del capítulo agropecuario del Tratado de
Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), determi-
naba que sólo seis de cada 100 campesinos de México eran
considerados productores competitivos –que podrían hacer



frente– a la competencia del sector que inició en 2008 su
apertura total. Desde ese entonces, y casi por decreto, Mé-
xico pasó de ser autosuficiente en la producción alimenta-
ria, a depender de las importaciones estadounidenses.

2. Pareciera que el exterminio del campo mexicano ha sido
planeado por administraciones insensibles convencidas de
que es mejor comprar los productos del campo a otros paí-
ses. Por ejemplo, en los Estados Unidos las y los agriculto-
res se benefician de subsidios gubernamentales que son 20
veces más altos a los de México, dejando a nuestros agri-
cultores a merced de los productores del norte que ven en
México un apetitoso mercado para colocar sus productos.

3. Además de la incrementada competencia sufrida por las
y los productores del campo mexicano, el Tratado de Libre
Comercio exigió el desmantelamiento de concesiones his-
tóricas ganadas a través de muchos años de lucha de las y
los trabajadores del campo mexicano, principalmente las
contempladas en el artículo 27 de la Constitución.

4. El Tratado de Libre Comercio, en el capítulo agrícola, se
ha traducido en la expulsión de millones de campesinas y
campesinos de sus parcelas que se vieron obligados a emi-
grar a diferentes ciudades del territorio mexicano o a Esta-
dos Unidos en busca de trabajo. Debido a que no todas y
todos los campesinos que abandonaron el campo pudieron
ser absorbidos como trabajadores en las ciudades de nues-
tro país, el ir a los Estados Unidos se convirtió –y sigue
siendo– una válvula de escape para las presiones sociales
que el Tratado de Libre Comercio produjo; esto sin contar,
los innumerables municipios, en los cuales la única alter-
nativa ante al abandono del campo es unirse a alguno de los
grupos del crimen organizado que operan en nuestra na-
ción.

5. De acuerdo a datos presentados por esta Cámara de Di-
putados, la caída del financiamiento del gobierno a la agri-
cultura ha sido aproximadamente del 90 por ciento, que au-
nado a una sistemática cancelación de los programas de
educación y asistencia técnica para las y los agricultores,
ha dejado a nuestro campo en una situación de abandono.
La reducción agresiva de los presupuestos dirigidos al
campo continúa, y un claro ejemplo es el programa espe-
cial concurrente (PEC) reflejado en el Presupuesto de
Egresos de la Federación 2013.

6. El Congreso Agrario Permanente (CAP) reveló su preo-
cupación ya que mil millones de pesos para proyectos es-

tratégicos del programa especial concurrente de 2013, lu-
cen insuficientes a todas luces para incrementar la produc-
tividad del campo en México. El Congreso Agrario Perma-
nente ha exigido un incremento a la propuesta que está
haciendo la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
(SHCP) al PEC para 2013, y el cual, aseguró, debe ser de
10 mil millones de pesos para dejar un presupuesto general
para el campo de 310 mil millones de pesos, lo que equi-
vale a 5 mil millones de pesos más, en comparación al PEC
2012.

7. Por lo antes expresado, exhorto de manera urgente a una
extensa revisión del Tratado de Libre Comercio de Améri-
ca del Norte en su capítulo agrícola, ya que en éste, se ba-
sa la crisis rural actual; es decir, lo que puede ser llamado
la liquidación de una clase campesina que una vez formó la
mayoría de la población en México.

Punto de Acuerdo

Único. Se somete al pleno la proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta a la inmediata revisión del
Tratado de Libre Comercio de América del Norte, capítulo
VII, relativo al campo, por parte del Senado y el Ejecutivo
federal.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de abril de 2013.—
Diputada María del Socorro Ceseñas Chapa (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, para dictamen.

PLANTA LABORAL PARA PERSONAS 
QUE CUENTAN CON CUALQUIER 

TIPO DE DISCAPACIDAD

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los Poderes de la Unión y a los tres órdenes de gobierno a
adoptar criterios de selección de ingreso, promoción y per-
manencia de su planta laboral para personas con discapaci-
dad, a cargo del diputado José Francisco Coronato Rodrí-
guez, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Jose Francisco Coronato Rodríguez, integrante de la LXII
Legislatura del Congreso de la Unión y del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 6, fracción I, 79, numeral 2, frac-
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ción II, y 113 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
presenta ante esta honorable asamblea el siguiente punto de
acuerdo de urgente u obvia resolución  con motivo de la ce-
lebración del Día Internacional de las Personas con Disca-
pacidad, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El 3 de diciembre de 1992, la Asamblea General de la Or-
ganización de las Naciones Unidad proclamó como el día
internacional de las personas después de haber transcurrido
un decenio, que dicho organismo internacional había desti-
nado para propiciar que sus estados miembros fomentaran
la conciencia y toma de medidas orientadas hacia la acción
que generara el respeto y protección de los derechos hu-
manos de las personas con discapacidad y como conse-
cuencia generaran la igualdad de oportunidades para ellas
y ellos.

Dentro de los objetivos de este día también es el de fo-
mentar una integración de ellas y ellos en nuestra sociedad,
como legal y éticamente les corresponde tomando en con-
sideración su dignidad como a todo ser humano le corres-
ponde.

Consientes de que ese objetivo hoy más que nunca implica
que tanto esta Cámara de Diputados cumpla con este deber
no solamente constitucional, legal, moral y ético, exhor-
tando a los titulares de los tres poderes de la unión y de los
tres órdenes de gobierno, a adoptar políticas y criterios en-
tre otros de selección ingreso, promoción y permanencia de
su planta laboral que garantice la igualdad de oportunida-
des y plazas suficientes equitativas y proporcionales para
las personas que cuenten con cualquier tipo de discapaci-
dad, haciendo lo propio esta Cámara de Diputados.

En la mayoría de los países, las cifras sobre discapacidad
no especifican el porcentaje de las personas con discapaci-
dad. Esto destaca su invisibilidad para la sociedad, para los
programas de gobierno, los presupuestos y las políticas pú-
blicas.

Recordemos que la discapacidad se ha definido como
aquella condición bajo la cual ciertas personas presentan
deficiencias físicas mentales, intelectuales o sensoriales a
largo plazo que al interactuar con diversas barreras, puedan
impedir su plena y efectiva integración con la sociedad y
en igualdad de condiciones con los demás.

En el censo del Inegi, al año 2010, se da cuenta que la ci-
fra de personas que padecen algún tipo de discapacidad es
de 5 millones 739 mil 270, lo que representa 5.1% de la po-
blación total.

La ausencia histórica en México de medidas y programas,
estrategias y políticas públicas que promuevan, compensen
y estimulen la integración laboral de las personas con dis-
capacidad, viene a cerrar y a reproducir el círculo vicioso
de las diferencias de trato por discapacidad, de la discrimi-
nación con base en elementos irracionales que pasan por
alto las capacidades de las personas llamadas discapacita-
das.

No hay razones para no compartir la estimación de la Or-
ganización Mundial de la Salud, según la cual, las personas
con discapacidad en México deben constituir aproximada-
mente el 10 por ciento de la población nacional.

México ha suscrito diversas convenciones, tratados e ins-
trumentos internacionales en materia de no discriminación,
tanto en el marco de la ONU como de la OEA entre los que
destacan, por su carácter vinculante, la Convención para la
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Ra-
cial, la Convención para la Eliminación de Todas las For-
mas de Discriminación contra la Mujer y la Convención
Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de
Discriminación contra las Personas con Discapacidad. 

El gobierno federal en el Plan Nacional de Desarrollo men-
ciona como objetivo “la igualdad de condiciones que ase-
guren a la población el goce y disfrute de sus derechos in-
dividuales y sociales consagrados en la Constitución,
elevando los niveles de bienestar y calidad de vida de los
mexicanos y, de manera prioritaria, a disminuir la pobreza
y la exclusión social”.

Como todo ser humano a nuestras hermanas y hermanos
con algún tipo de discapacidad les corresponde por derecho
la protección y tutela de sus derechos fundamentales a
efecto de alcanzar su desarrollo armónico e integral, sin
embargo en este punto de acuerdo me referiré a uno de los
que a través de su ejercicio y respeto les permite alcanzar
otros de la mayor importancia,  siendo el  derecho al traba-
jo que nos reconoce la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos en el artículo 5o. 

El trabajo como elemento condicionante de la igualdad so-
cial, debe fundamentarse en la conciencia plena de la dig-



nidad humana y de la discriminación de que son objeto los
discapacitados; personas que gozan de los mismos dere-
chos que los demás.

Por ello para poder lograr avances sustanciales en materia
de no discriminación y para refrendar el compromiso de
respeto irrestricto a los derechos humanos, debe hacerse
hincapié en los aspectos que propicien la integración de los
discapacitados a la vida laboral y por ende a la sociedad. 

Sin embargo, las medidas y los programas llevados a cabo
para insertar laboralmente a las personas con discapacida-
des son nulos.

Consideramos que debemos encontrar las herramientas le-
gales, políticas, sociales y culturales para incluir especial-
mente a las personas con discapacidad que, por cualquier
razón, viven diariamente una situación en grado extremo
de desigualdad y trabajo arduo, el cual no es con justicia re-
conocido. 

Debemos generar, por derecho y por obligación, todos los
incentivos y mecanismos que detonen la inserción laboral
en las instituciones públicas, privadas y en la sociedad, en
sus diversas formas de organización, de todas esas valiosas
personas que padecen alguna discapacidad. 

Es una prioridad y una obligación impostergable dar todo
nuestro respaldo, todo nuestro apoyo a las personas que pa-
decen cualquier discapacidad, para ayudarlas a construirse
una vida digna. 

La discriminación que sufre la gran mayoría de las perso-
nas con discapacidad es casi siempre legalmente invisible,
pero cada vez más estamos en posibilidad de demostrar que
el cierre de oportunidades sociales o laborales está deter-
minado por criterios de desprecio social o por conductas
discriminatorias.

Por ello, si bien la lucha contra la discriminación por razo-
nes de discapacidad ha de tener como meta un cambio cul-
tural profundo que conduzca a revertir las diferencias de
trato ahora existentes, debe señalarse que nuestra urgencia
ha sido avanzar ahora mismo en reformas legales e institu-
cionales que permitan que el Estado sea capaz de garanti-
zar, por un lado, políticas de protección contra los actos de
discriminación y, por otro, políticas de promoción, habili-
tación y de acción afirmativa o tratamiento preferencial pa-
ra promover la integración social y laboral de la población
con discapacidad.

Toda vez que  el respeto, la salvaguarda, el cumplimiento
y la garantía de los derechos humanos se ha constituido en
uno de los principios fundamentales de justificación del
Estado contemporáneo, y éste se encuentra vinculado con
la concurrencia de condiciones que aseguren la igualdad
real y material de las personas, pues los derechos humanos
tienen como fin último la protección de la dignidad huma-
na.

¿Cómo caminar en la construcción del marco que se re-
quiere en México para propiciar la no discriminación de los
discapacitados, si incluso desde la dimensión legislativa se
contempla la figura de cuotas o porcentajes mínimos de in-
serción laboral de estas personas, lo cual es en sí mismo
discriminatorio?

Es tiempo de reivindicar los derechos laborales entre otros
que por generaciones les hemos negado a las personas con
discapacidad, de hacer justicia con respecto a la más grave
discriminación que han sufrido al  negarles la oportunidad
de un empleo digno. 

Derivado de lo anterior, someto a consideración de esta ho-
norable Cámara de Diputados la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

De urgente u obvia resolución

Único. Punto de acuerdo por el que se exhorta a los Pode-
res de la Unión y a los tres órdenes  de gobierno a adoptar
con la brevedad políticas o criterios de selección de ingre-
so, promoción y permanencia de su planta laboral, que ga-
ranticen la igualdad de oportunidades y plazas suficientes,
equitativas y proporcionales para las personas que cuentan
con cualquier tipo de discapacidad. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de abril de 2013.—
Diputado José Francisco Coronato Rodríguez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para dictamen.
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REGLAMENTO DE LA LEY GENERAL
PARA PREVENIR, SANCIONAR Y

ERRADICAR LOS DELITOS EN MATERIA
DE TRATA DE PERSONAS Y PARA LA

PROTECCION Y ASISTENCIA A
LAS VICTIMAS DE ESTOS DELITOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a emitir el Reglamento de la Ley Ge-
neral para prevenir, sancionar y erradicar los Delitos en
materia de Trata de Personas y para la Protección y Asis-
tencia a las Víctimas de Estos Delitos, a cargo de la dipu-
tada Regina Vázquez Saut, del Grupo Parlamentario del
PRI

La diputada Regina Vázquez Saut, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional de
la LXII Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I, 62, 65, 76, 79, 82 y
113 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
la consideración de este pleno, la presente proposición con
punto de acuerdo de urgente u obvia resolución, con base
en la siguiente: 

Exposición de Motivos 

Pilar Tavera, Jurista de la Organización Propuesta Cívi-
ca, asevera que: “La ausencia de un reglamento impide
que todas las disposiciones de la ley puedan llevarse a
cabo; cuando no hay un reglamento, la ley puede con-
vertirse en letra muerta porque no hay un aparato ins-
titucional que apoye al aparato legislativo, que en este
caso es una ley”.

Efectivamente, el reglamento permite que los mecanis-
mos prácticos de la legislación queden especificados, y
sin él, la Ley queda en lo general porque no hay un or-
den jurídico que establezca cómo debe operarse esa dis-
posición.

Fernando Dworak, especialista en temas legislativos, co-
menta que aunque con la aprobación de una ley se ga-
rantiza un derecho o protección a los ciudadanos, la fal-
ta de un reglamento complica conocer los mecanismos
que debe seguir para hacer valer ese derecho: “El ciu-
dadano que desea ampararse en esas leyes no tienen sufi-
ciente certeza jurídica sobre los procedimientos que se si-

guen para garantizar que les beneficien. Puede haber una
ley donde se hable de un tema pero no sabe un ciudadano
a qué instancias dirigirse, ni en qué plazo se va a atender
esto; no hay certidumbre sobre los procedimientos a seguir,
independientemente que ya tenga el goce de este derecho,
ese es el problema”1

Un estudio realizado por el Senado de la República, y
difundido a partir de enero de este año, revela que, en
total, la administración del ex Presidente Calderón de-
jó pendientes los reglamentos generales de 17 leyes.2

Delimitando el objeto de estudio del presente Punto de
Acuerdo, la Ley General para Prevenir, Sancionar y
Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas
y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos
Delitos fue publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 14 de junio del 2012 y su reglamento debió ser
emitido por el ex Presidente Felipe Calderón Hinojosa
desde el 12 de septiembre de ese año pero no cumplió
con este mandato legal. 

Esta omisión es grave ya que nuestro país ratificó el Pro-
tocolo de Palermo para prevenir, reprimir y sancionar
la trata de personas, mismo que entró en vigor el 29 de
septiembre de 2003. 

México es un país de origen, tránsito y recepción de mi-
grantes, lo que ha contribuido a aumentar la vulnerabili-
dad de miles de individuos a ser objeto del delito de trata
que transgrede la dignidad y la libertad de las víctimas
sometiéndolas a niveles de degradación extremos ya sea
con fines de explotación laboral, sexual o de tráfico de
órganos. 

El problema es de tal magnitud que es considerado como la
esclavitud del siglo XXI, cuyas consecuencias son irre-
versibles tanto física como psicológicamente.

Por lo anterior resulta impostergable la necesidad de cre-
ar un reglamento que permita que la Ley opere y con
ello, el marco jurídico Mexicano esté acorde con las dis-
posiciones internacionales, de forma integral, para con-
tribuir a dar solución a esta problemática. 

Según datos del Observatorio de Trata de Personas, ac-
tualmente México ocupa el segundo lugar a nivel mun-
dial en la comisión de este delito superado por Tailan-
dia.3



La Red Nacional de Refugios ha detectado en México
por lo menos 47 redes dedicadas a la trata de personas
con fines de explotación sexual.4

Los estados con mayor índice de este ilícito son Quintana
Roo, Yucatán, Jalisco, Chiapas, Oaxaca y Guerrero,
que están entre las 18 entidades del país que concentran
el 90% de dicho fenómeno delictivo a nivel nacional, se-
gún datos de la Procuraduría General de la República
(PGR);  sin embargo,  sólo existen averiguaciones previas
en 11 estados del país en agravio de 271 personas, entre
2008 y 2010, aunque este delito se ha reportado en 25 es-
tados. En consecuencia esta Institución aseveró que cada
año entre 800 mil personas adultas y 20 mil niños son
víctimas de las bandas dedicadas a la trata.5

En consecuencia, en México, un mínimo de 100 niños
caen cada mes en manos de redes de explotación sexual
comercial infantil especialmente en zonas fronterizas y
turísticas.

Si lo anterior no resultare suficiente, la mitad de los deli-
tos cometidos a través de Internet están relacionados
con la pornografía y la explotación sexual infantil. 

Por su parte, el Sistema Nacional para el Desarrollo In-
tegral de la Familia (DIF), asevera que en 1 de cada 3
hogares se presenta violencia intrafamiliar lo que pro-
picia que 20 mil niñas, niños y adolescentes sean vícti-
mas de explotación sexual al huir del seno familiar.6

El crecimiento desmedido de este ilícito se debe a que
representa grandes ganancias en la economía informal,
ya que la Organización Internacional del Trabajo pun-
tualiza que anualmente se generan alrededor de 31.6
mmdd; convirtiéndose en el tercer negocio más reditua-
ble del mundo, antecedido del tráfico de drogas y de ar-
mas.7

Si bien hemos tenido avances en esta materia, requerimos
reformar nuestro marco jurídico y esto sólo será posible si
el Ejecutivo Federal emite el Reglamento de referencia pa-
ra inhabilitar la complicidad y negligencia que coadyu-
van en la comisión de este delito y que tenga como eje
rector la prevención, participación, persecución del ilí-
cito y protección a las víctimas.

No olvidemos Compañeras y Compañeros Legisladores
que nuestras niñas, niños y adolescentes representan el

futuro de nuestra nación y por ende, es nuestra respon-
sabilidad resguardar su integridad física, mental, emo-
cional, moral y social para evitar que sus derechos hu-
manos y garantías sean vulnerados.

Trabajemos juntos, sin tintes políticos, para que la trata de
personas ya no sea un delito que quede impune o que su
penalidad no sea equitativa con la atrocidad de este ilí-
cito.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, me permito so-
meter a la consideración de esta Honorable Asamblea, la
aprobación del siguiente:

Punto de Acuerdo 

Único. La LXII Legislatura de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión exhorta  respetuosamente
al Titular del Poder Ejecutivo Federal emita el Reglamento
de la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los
Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protec-
ción y Asistencia a las Víctimas de estos delitos. 

Notas:

1 http://www.adnpolitico.com/gobierno/2013/01/25/calderon-omite-
redactar-45-reglamentos-de-leyes-aprobadas

2 http://www.senado.gob.mx/

3 http://www.observatoriotrata.org/

4 http://www.rednacionalderefugios.org.mx/

5 http://www.pgr.gob.mx/

6 http://web.dif.gob.mx/

7 http://www.ilo.org/global/lang—es/index.htm

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
11 de abril de 2013.— Diputada Regina Vázquez Saut (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen.
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ESTADO DE TLAXCALA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al gobierno de Tlaxcala a respetar y promover la libertad de
expresión y garantizar los derechos y la independencia de
los periodistas, a cargo de la diputada Aurora de la Luz
Aguilar Rodríguez, del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, diputada federal Aurora de la Luz Aguilar
Rodríguez, integrante del grupo parlamentario del Partido
Acción Nacional y con fundamento en el artículo 6, frac-
ción I, 79, numeral 1, fracción II, y numeral 2, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto a consideración
de esta honorable asamblea la siguiente proposición con
punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

La mañana del domingo 7 de abril de 2013 fue detenido
Martín Ruiz Rodríguez, director del periódico digital e-
consulta en Tlaxcala, y liberado tras el pago de una fianza
por 35 mil pesos, tras la acusación por el delito de difama-
ción en contra del Oficial Mayor del Gobierno de Tlaxca-
la, Ubaldo Velasco Hernández, por considerarse agraviado
porque en la columna “Señorío Tlaxcalteca” fue llamado
“viejito maniatado”, “mediocre” y en otra por pronunciar
un “discurso estrambótico”.

El organismo internacional, Article 19 destaca que las fra-
ses consideradas difamantes son parte del discurso consi-
derado protegido por el derecho internacional y que su li-
mitación sólo puede darse al superar la llamada prueba
tripartita (estar en ley; ajustarse a fines legítimos del dere-
cho internacional y tener una sanción necesaria y propor-
cional en un Estado democrático) y mediante un juicio
donde se analicen las manifestaciones consideradas abusi-
vas y la comprobación de un daño (responsabilidad ulte-
rior). 

A nivel federal los delitos en contra del honor fueron dero-
gados en el año 2007. Además de Tlaxcala, existen 12 esta-
dos que mantienen los delitos contra el honor (difamación,
calumnia y/o injuria) oponiéndose a las recomendaciones in-
ternacionales que señalan la necesidad de su eliminación.

Específicamente el Comité de Derechos Humanos de la
Organización de Naciones Unidas, así como las Relatorías
sobre Libertad de Expresión de la ONU y de la OEA has
señalado puntualmente la necesidad de que México elimi-

ne los delitos contra el honor, y hacer adecuaciones a las le-
yes civiles que permitan la protección del derecho al honor
sin que sirvan para inhibir el ejercicio del derecho de liber-
tad de expresión.

La alternancia política en el año 2000 marcó una nueva eta-
pa en la historia de México. En el proceso de consolidación
democrática que se prolonga hasta hoy, el ejercicio de la li-
bertad de expresión, a través de la libertad de prensa, es un
elemento indispensable a fin de forjar instituciones y un
pacto social que implique, más allá de los procedimientos
electorales, la consolidación de una democracia represen-
tativa, participativa y, por ende, efectiva.

En 2006, el gobierno de Vicente Fox creó una Fiscalía Es-
pecial en respuesta a la ola de violencia en contra de la
prensa en México, posteriormente fue renombrada Fiscalía
Especial para la Atención de Delitos cometidos contra la
Libertad de Expresión (FEADLE), en aras de generar un
círculo de protección legal, procedimental y operativo que
pudiera frenar el dramático aumento de violencia contra
periodistas.

Acción Nacional ha luchado por promover  la libertad de
expresión y de prensa como un derecho humano funda-
mental defendiendo la independencia y el pluralismo de los
medios como elementos básicos del proceso democrático,
además de reiterar en muchas ocasiones la necesidad de
contar con un marco jurídico adecuado e integral para in-
vestigar las violaciones al derecho a la libertad de expre-
sión de quienes ejercen el periodismo.

La criminalización de la difamación (delitos de difama-
ción, calumnia e injurias) en 13 entidades federativas, no
sólo significa un medio de censura sino que ha servido co-
mo pretexto para la privación ilegal de la libertad de perio-
distas y afectaciones a la integridad personal y limitar el li-
bre flujo de información, necesaria en una sociedad
democrática, como la ocurrida el pasado 7 de Abril con el
director del periódico digital e- consulta en Tlaxcala.

Considerando el carácter interdependiente e integral de los
derechos humanos y, en consecuencia, la naturaleza pluri-
ofensiva de las agresiones a la libertad de expresión en el
marco del ejercicio periodístico, puede asegurarse que el
Gobierno del Estado de Tlaxcala no sólo está incumplien-
do sus obligaciones de proteger y respetar el derecho a la
libertad de expresión, cuyo pleno ejercicio es una herra-
mienta para alcanzar otras libertades individuales; sino
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también los derechos: a la integridad personal; a la libertad
personal; al debido proceso y a las garantías judiciales.

Hoy todos somos los cientos de periodistas amenazados.

Hoy todo aquel amenazado por ejercer el oficio de infor-
mar, a quien se coarte y se pretenda restringir su labor in-
formativa a la sociedad, llámese periodista, legislador, ana-
lista o cualquier otra variedad de comunicador que esté a
merced de la regresión, al autoritarismo que es el único sis-
tema en el que el PRI sabe trabajar.

Ni un paso atrás en el ejercicio pleno de las libertades al-
canzadas con años de lucha.

Ni un paso atrás con el derecho a la información.

Ni un paso atrás al ejercicio de la información guberna-
mental, a todos quienes comunicamos a la sociedad.

Hoy todos los comunicadores somos Martín Ruiz.

Por lo anterior, atentamente someto al Pleno de esta sobe-
ranía la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta al gobierno del estado de Tlaxcala a
ser respetuoso y promotor de la libertad de expresión, así
mismo, garantizar los derechos y la soberanía de las perso-
nas que ejercen la labor periodística.

Segundo. Se solicita a esta Soberanía, haga un exhorto a
los 13 Congresos locales de los estados en donde aún se
castiga penalmente la difamación, solicitándoles derogar
los delitos contra el honor.

Tercero. Se turne a la Comisión de Derechos Humanos el
caso de la detención del director del periódico e-consulta
en Tlaxcala para que se hagan las investigaciones necesa-
rias y se determine si el gobierno del estado violó las ga-
rantías individuales del periodista.

Cuarto. Se invita al Congreso de la Unión para hacer a la
brevedad las adecuaciones legislativas que permitan la apli-
cación de la nueva facultad de atracción otorgada a la Fede-
ración para que investigue de los delitos cometidos a perio-
distas por su ejercicio de libertad de expresión aunque se
traten de crímenes de competencia de los Estados. Asimis-

mo los gobiernos estatales deben hacer las adecuaciones le-
gislativas y de política pública que hagan operable la fa-
cultad otorgada a la federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro a los 10 días del mes de abril de
2013.— Diputada Aurora de la Luz Aguilar Rodríguez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen.

EFECTOS DAÑINOS A LAS
TELECOMUNICACIONES

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SCT y a la CFE a establecer un plan urgente para preve-
nir y mitigar los efectos dañinos a las telecomunicaciones,
así como a la generación y distribución de energía eléctri-
ca, derivados de la actividad solar intensa, o eyección de
masa coronal, a cargo del diputado Andrés Eloy Martínez
Rojas, del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, diputado federal Andrés Eloy Martínez Rojas,
perteneciente a la LXII Legislatura del honorable Congre-
so de la Unión e integrante del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, con fundamento en
los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79, numeral 1, frac-
ción II, y numeral 2, fracción III, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta so-
beranía proposición con puntos de acuerdo, de urgente y
obvia resolución, de conformidad con la siguiente

Exposición de Motivos

En los últimos años hemos sido testigos de enormes cam-
bios climáticos, atmosféricos y meteorológicos, que ha su-
frido nuestro planeta a consecuencia de la actividad huma-
na y de fenómenos fuera de él, (actividad espacial) que nos
obligan a pensar en que nuevos riesgos amenazan la esta-
bilidad y el orden de la vida en la Tierra; que somos vulne-
rables a que desastres de enormes magnitudes, en los cua-
les no se ha profundizado un análisis y estudio para su
prevención, provoquen muertes y destrucción masiva no
solo en México sino en cualquier parte del mundo y es que
a reserva de lo que se pueda opinar, en razón de que esas
cosas no pasan, que ocurren con poca frecuencia o quizá
una vez en cientos de años, la realidad es que debemos de
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estar atentos ante eventuales fenómenos y es que según es-
pecialistas y centros de investigación, no estamos prepara-
dos ante tales situaciones.

Es así como entre los fenómenos astronómicos, se encuen-
tra uno que hay que destacar por los riesgos y efectos que
implica, ya que amenaza nuestro planeta y es el generado
por la creciente actividad solar. El Sol es la estrella más
cercana a la Tierra y el mayor elemento del Sistema Solar,
es también nuestra principal fuente de energía, que se ma-
nifiesta, sobre todo, en forma de luz y calor, contiene más
del 99 por ciento de toda la materia del Sistema Solar y
ejerce una fuerte atracción gravitatoria sobre los planetas y
los hace girar a su alrededor. El Sol se formó hace 4.650
millones de años y tiene combustible para 5.000 millones
más, ya que después comenzará a hacerse más y más gran-
de, hasta convertirse en una estrella gigante roja y, final-
mente, se hundirá por su propio peso y se convertirá en una
enana blanca, que puede tardar un trillón de años en en-
friarse.

La energía generada en el centro del Sol tarda un millón de
años para alcanzar la superficie solar. Cada segundo se
convierten 700 millones de toneladas de hidrógeno en ce-
nizas de helio. En este proceso se liberan 5 millones de to-
neladas de energía pura; por lo cual, el Sol cada vez se
vuelve más ligero. El Sol también absorbe materia y es tan
grande y tiene tal fuerza que a menudo atrae a los asteroi-
des y cometas que pasan cerca, mismos que, naturalmente,
cuando caen al Sol, se desintegran y pasan a formar parte
de dicha estrella.

Actualmente el Sol se estudia desde satélites, como el Ob-
servatorio Heliosférico y Solar (SOHO), dotados de instru-
mentos que permiten apreciar aspectos que, hasta ahora, no
se habían podido estudiar. Además de la observación con
telescopios convencionales, se utilizan el coronógrafo, que
analiza la corona solar; el telescopio ultravioleta extremo,
capaz de detectar el campo magnético; y los radiotelesco-
pios, que detectan diversos tipos de radiación que resultan
imperceptibles para el ojo humano.

Estudios recientes manifiestan que, en estos momentos,
nos encontramos en el máximo de actividad solar, un fenó-
meno que ocurre aproximadamente cada 11 años y que
puede producir diversos efectos sobre nuestro planeta, en-
tre los mas dañinos podemos destacar: problemas en las
operaciones de satélites, en las señales de ondas cortas de
radio, en general en las telecomunicaciones y en las redes
eléctricas.

La NASA alerta que, en 2013, el Sol llegará a una etapa de
su ciclo natural durante la cual los grandes eventos, como
llamaradas y tormentas solares son más probables, situa-
ción de alarma que empieza a generalizarse tras la adver-
tencia del Congreso de Estados Unidos, al hacer un llama-
miento a sus ciudadanos de la necesidad de preparase ante
este fenómeno. El objetivo es desarrollar un plan de emer-
gencia de cara a una posible catástrofe debido a una tor-
menta solar. Estados Unidos ha levantado todas las alar-
mas, ya que el ciclo solar ha cambiado y, con él, la
inusitada tranquilidad.

El Sol es una esfera de gas que genera campos magnéticos,
como un gran imán. Cuando estos campos cambian su con-
figuración, se libera energía de forma muy rápida y violen-
ta, que es lo que se conoce como eyección de masa coro-
nal (CME). Esto es lo que hace que se lance el gas a su
atmósfera y se libere luego en el espacio. Si esta ráfaga es-
tá dirigida a la Tierra, entonces se trata de una tormenta ge-
omagnética (tormenta solar). En ese momento, pueden
ocurrir dos cosas: que el campo magnético terrestre, la cu-
bierta natural del planeta contra la radiación solar, lo repe-
la o que parte de las partículas que contiene este fenómeno
penetren en la atmósfera de la Tierra a través de los polos,
las zonas más sensibles del escudo terrestre. De esta forma
la Tierra está bien protegida, y este campo se deforma pe-
ro nunca se rompe. Si hay tormentas pequeñas, se forman
las auroras boreales y australes, pero si es un fenómeno
más intenso, entonces se pueden dar fallos en las comuni-
caciones y las redes eléctricas.

Se tiene registro que este suceso provocó graves daños, por
primera vez, en 1856, en Inglaterra. Cuando el astrónomo
aficionado Richard Carrington, vio a través de su telesco-
pio, lo que él definió como “una inmensa bola de fuego que
sobresalía del Sol”. Días más tarde, auroras boreales eran
visibles desde ciudades como Roma, Madrid, La Habana o
las islas Hawái, latitudes algo extrañas, ya que este tipo de
fenómenos afectan a zonas cercanas a los polos. A su vez,
el incipiente sistema de telégrafo, de aquella época, en Es-
tados Unidos e Inglaterra, sufrió cortes y cortocircuitos que
colapsaron las comunicaciones. Dicho fenómeno es la ma-
yor tormenta geomagnética registrada en la historia, hasta
el momento. 

Cabe mencionar que otra de las consecuencias de las tor-
mentas solares extremas son: la generación de corrientes
adicionales a las que viajan por conducciones metálicas
con gran longitud, como los tendidos eléctricos. Un ejem-
plo de estas afectaciones es lo ocurrido en 
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Québec (Canadá) en 1989, en donde en marzo de ese año,
los científicos habían detectado un grupo de manchas sola-
res que habían crecido desproporcionadamente. Durante
dos semanas se sucedieron los destellos y se detectaron 36
CME. Como consecuencia, se produjo una repentina subi-
da de corriente que fundió un generador, y la red de sumi-
nistro se colapsó. Seis millones de personas se quedaron
sin electricidad durante horas, y tardaron varios días en
volver a la normalidad. Los daños fueron de miles de mi-
llones de dólares. Además, “las brújulas se desviaron va-
rios grados, muchos satélites perdieron altura (hasta 800
metros) y un satélite militar no pudo compensar el efecto y
empezó a dar volteretas”, explica el astrónomo Philip Plait,
autor del libro “La muerte llega desde el cielo”. Cabe se-
ñalar, que estas tormentas también afectan los gasoductos
y oleoductos, ya que, al ser de metal, oxida con gran rapi-
dez dichas vías, lo que representa un alto costo de mante-
nimiento para las empresas. De esta forma, la industria de-
be invertir en investigaciones para saber cuándo se darán
este tipo de fenómenos y como poder combatirlos.

Actualmente, la cantidad de ondas de radio que llegarían a
la Tierra sería tal que los radares quedarían inutilizados, y
la radio de onda corta dejaría de funcionar por las altera-
ciones que sufriría la ionosfera, que es la parte de la at-
mósfera donde rebotan estas ondas para expandirse por el
planeta. Por eso no es de extrañar que la noticia haya pues-
to en guardia a los Ministerios de Defensa de algunos paí-
ses, entre ellos al británico, mismo que al conocer esta in-
formación, advirtió que un informe emitido por la NASA
señalaba que la CME sería tan potente que provocaría una
tormenta geomagnética que dejaría sin suministro eléctrico
a todo Estados Unidos.

En otros países como Alemania, Francia y el ya menciona-
do Reino Unido, además del gobierno estadounidense, se
están tomando cartas en el asunto. Inclusive España, al
igual que Estados Unidos, se ha abocado a la prevención de
un eventual fenómeno de esta clase, con una propuesta en
el Congreso por parte del Partido Socialista Obrero Espa-
ñol (PSOE), para unificar los protocolos de seguridad eu-
ropeos para “la prevención tecnológica derivada de fenó-
menos naturales”, propuesta surgida de la publicación de
nuevos reglamentos para que los ciudadanos sepan qué ha-
cer en caso de tormenta geomagnética severa. En este do-
cumento se dan detallados consejos sobre como realizar
acopio de alimentos para un mes por persona, cómo elabo-
rar un plan familiar para saber dónde dirigirse en caso de
que el hecho llegara a producirse. El escrito esta basado en

los consejos recogidos por el Observatorio de Clima Espa-
cial, perteneciente a la Asociación Española de Protección
Civil para los Eventos Climáticos Severos y la Prevención
Nuclear (AEPCCE), una organización no gubernamental y
sin fines de lucro. En el mencionado documento se detalla
que hay un 5 por ciento de posibilidades de que un fenó-
meno de tales características pueda darse en los próximos
meses del 2013, además de puntualizar que dicho fenóme-
no se da “en muy contadas ocasiones”, sin embargo la pro-
babilidad de que ocurra es real y esta latente.

Hoy día, un pequeño grupo de manchas negras regadas en
el gigantesco y violento Sol traen muy inquietos a los as-
trónomos. Ya que cada cierto tiempo, a nuestra estrella le
empiezan a salir estas sombras, que crispan y lanzan al es-
pacio una enorme cantidad de radiación que golpea la Tie-
rra. Las manchas solares son signo inequívoco de un au-
mento en la actividad magnética del astro y cuando
despierta, los problemas empiezan a multiplicarse. Los
científicos de la NASA han advertido sobre la posibilidad
de que en este año 2013 nuestra estrella escupa hacia la
Tierra 10.000 millones de toneladas de plasma que viajarí-
an por el espacio a la vertiginosa velocidad de más de
2.000 kilómetros por segundo. Tanto es así, que en tres dí-
as y medio la nube de gas ionizado, también conocida co-
mo gran eyección de masa coronal, llegaría a la Tierra y
provocaría una tormenta geomagnética que alteraría los
campos eléctricos y sembraría el caos.

Este fenómeno afectaría de forma drástica a la vida huma-
na, por ello es importante que la gente sepa que existe y
que puede tener efectos sobre la sociedad, como conse-
cuencias negativas en la comunicación, la cual depende de
los satélites y mismos que están expuestos en mayor medi-
da que la Tierra, a los efectos nocivos del astro rey, aun así,
no tenemos que alarmarnos.

Astrónomos de la NASA informaron este lunes 11 de mar-
zo, que el periodo de ‘máximo solar’ anunciado para el
2013 se está haciendo evidente. La agencia estadounidense
muestra dos fotografías del Sol, en octubre 2010 y octubre
2012, que destacan la diferencia entre estos dos años, mos-
trando un Sol evidentemente más activo en estos últimos
meses. Como ya se menciono, cuando las CME chocan con
el campo magnético de la Tierra, dependiendo de la inten-
sidad y velocidad, potencialmente puede colapsar las fuen-
tes de energía y afectar las redes de energía eléctrica. A su
vez afecta las comunicaciones de alta y baja frecuencia,
además de las comunicaciones GPS y satelitales.
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El mínimo solar más reciente tuvo lugar en 2008, y el sol
comenzó a aumentar su actividad en enero de 2010, con
una tormenta solar de rayos X de magnitud M. Este deste-
llo de clase M, el cual es 10 veces menos potente que las
mayores llamaradas, etiquetadas como clase X, señala la
NASA. Desde la fecha señalada el Sol se ha mantenido ac-
tivo con tormentas solares de magnitud M y eventuales X,
y no ha dejado de tener mayor dinamismo, con el próximo
máximo solar previsto para 2013. El Sol entra en un nuevo
ciclo, del que se espera una gran intensidad, lo que se tra-
duce en mayor actividad magnética, más manchas y erup-
ciones solares. Unos fenómenos que, aunque no lo parez-
ca, pueden afectar enormemente a nuestra actual sociedad
plagada de sistemas de navegación y comunicaciones que
podrían quedar absortos. 

Los científicos prevén que a finales de 2013 será el mo-
mento de mayor actividad del nuevo ciclo. Aunque el ries-
go se extenderá a los próximos seis años. La dependencia
de las sociedades modernas, hacia las de redes de comuni-
cación, satélites y telefonía móvil que podrían derrumbar-
se, aumentan las alarmas. Es así como una tormenta solar
extrema, como la que se espera, tendría graves consecuen-
cias para nuestra forma de vida actual, y esto nos hace pen-
sar, ¿cuáles serían los efectos de la tormenta solar del si-
glo? 

Los informes encargados por la NASA, el Ejército de Es-
tados Unidos, el Parlamento Británico y de un grupo de ex-
pertos de la Comisión Europea creen que tras cinco días se
viviría un verdadero cataclismo. Ya que para empezar, los
accidentes aéreos y de tráfico se multiplicarían por una se-
rie de fallos en los sistemas de rutas, de aterrizaje, de los se-
máforos y de las señalizaciones, los ascensores se converti-
rían así en otro punto negro, complicando las evacuaciones
y dejando a personas atrapadas y por si fuera poco, el sumi-
nistro de agua dejaría de funcionar más allá del nivel del sue-
lo, pues los sistemas de bombeo no funcionarían.

Los más afectados serian los sistemas eléctricos, ya que su-
frirían un derrumbe total, dejando a las casas, las indus-
trias, las refinerías o las plantas químicas sin energía; esto
nos obliga a pensar que de no existir protocolos de actua-
ción, las consecuencias de este colapso serían dramáticas,
desencadenándose grandes incendios eléctricos simultáne-
os. 

Por otra parte, las estaciones de servicio no podrían sumi-
nistrar combustible, a cualquier medio de transporte, lo que
haría imposible trasladarse. Aunque poco importaría, pues

los cajeros automáticos tampoco operarían, incluso, podrí-
an desaparecer las bases de datos bancarias. Con todo esto,
los sistemas de comunicación serían los más afectados, los
teléfonos móviles, computadoras, radios y televisiones fa-
llarían en cadena, dejando a la población aislada y sin in-
formación de cómo responder al caos. Por este motivo, las
autoridades de Estados Unidos han lanzado ya recomenda-
ciones para estar preparados ante lo que se ha venido en de-
finir como “la tormenta solar del siglo”.

Por todo lo anterior, no esta de mas manifestar que a través
del Congreso mexicano se tiene que realizar una propuesta
para prevenir y atender esta situación que afectaría de ma-
nera importante los sistemas eléctricos y de telecomunica-
ciones en nuestro país, debemos de reflexionar que es im-
portante contar con un plan emergente ante dichas
situaciones, esto al implementar programas por parte de las
autoridades competentes como lo es la Comisión Federal
de Electricidad CFE, para alertar y prevenir a la población
mexicana sobre este fenómeno.

Por lo anteriormente expuesto, someto al pleno de esta so-
beranía la siguiente proposición con 

Puntos de Acuerdo

De urgente y obvia resolución

Primero. La honorable Cámara de Diputados, LXII Legis-
latura, exhorta a la Secretaría de Comunicaciones y Trans-
portes (SCT), y a la Comisión Federal de Electricidad
(CFE) a implementar un plan emergente, a efecto de pre-
venir y mitigar los efectos dañinos a las telecomunicacio-
nes y a la generación y distribución de energía eléctrica,
derivados de la actividad solar intensa (eyección de masa
coronal, CME)

Segundo. Se exhorta a los titulares de la SCT y CFE a que
de manera inmediata se implementen acciones necesarias
para garantizar la seguridad, funcionamiento y suministro
de los servicios de telecomunicaciones y de energía eléc-
trica en todos los estados de la República Mexicana, a fin
de evitar colapsos y fallas masivas en éstos, derivados de la
inusual actividad solar.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2013.— Diputado
Andrés Eloy Martínez Rojas (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Comunicaciones y
de Energía, para dictamen.
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PETROLEOS MEXICANOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al director general de Pemex a garantizar el mantenimien-
to integral de sus instalaciones y ductos, a cargo del dipu-
tado Fernando Cuéllar Reyes, del Grupo Parlamentario del
PRD

El que suscribe, Fernando Cuéllar Reyes, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática en la LXII Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en el artículo 79, numerales 1, fracción II,
y 2, fracciones III, IV y VI, del Reglamento de la Cámara
de Diputados, pone a consideración de esta soberanía la
presente proposición con punto de acuerdo, de urgente u
obvia resolución, por el que se exhorta al director general
de Petróleos Mexicanos (Pemex) a tomar medidas para ga-
rantizar el mantenimiento de los ductos y de las instalacio-
nes de la paraestatal, a fin de evitar desastres atribuibles a
ello, al tenor de los siguientes

Antecedentes

I. Con fecha 18 de diciembre de 2012, Delfina Elizabeth
Guzmán Díaz, diputada del Grupo Parlamentario del PRD;
presentó iniciativa que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley de Petróleos Mexicanos, con el objetivo
de crear la obligación de Pemex de resarcir de manera jus-
ta a la población afectada por la actividad de ésta. (Pen-
diente)

II. El 6 de noviembre de 2012, Carol Antonio Altamirano,
diputado del Grupo Parlamentario del PRD; presentó pro-
posición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a Pe-
mex a hacer públicas las causas de la explosión del 18 de
octubre de 2012 en la refinería Antonio Dovalí Jaime, en
Salina Cruz; y a la STPS, a inspeccionar esas instalaciones
y verificar sus condiciones de operación. (Desechada)

III. En el sentido de la proposición arriba enumerada, Ro-
cío Adriana Abreu Artiñano, diputada del Grupo Parlamen-
tario del PRI, presentó proposición con punto de acuerdo,
por el que se exhorta al director general de Pemex a cum-
plir en la adjudicación de contratos de mantenimiento los
requisitos técnicos, administrativos, legales y de seguridad
tendentes a evitar percances como los ocurridos en todo
2012 con motivo de su actividad; el 13 de noviembre de
2012. (Desechada)

IV. Con fecha 13 de noviembre de 2012, Carol Antonio Al-
tamirano, diputado del Grupo Parlamentario del PRD, pre-
sentó proposición con punto de acuerdo por el que se ex-
horta a Pemex a hacer públicas las acciones implantadas a
fin de prevenir el robo de combustible en el poliducto Mi-
natitlán-Salina Cruz y evitar accidentes que pongan en pe-
ligro la vida de los ciudadanos, así como los requerimien-
tos económicos y operativos para desarrollar un efectivo
sistema de control en los ductos. (Desechada)

V. Víctor Manuel Bautista López, diputado del Grupo Par-
lamentario del PRD, presentó proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta a los titulares de Segob, de la
Sener, de Pemex, de la CFE y del gobierno del estado de
México a realizar acciones tendentes a evitar desastres por
causas antropogénicas en zonas afectadas por el derecho de
vía donde hay ductos subterráneos –para conducir hidro-
carburos o gas– o líneas de alta tensión en dicha entidad fe-
derativa; con fecha 6 de diciembre de 2012. (Desechada)

VI. En sintonía con la proposición enumerada con el nu-
meral IV de este documento, el 21 de febrero de 2013, Ca-
rol Antonio Altamirano, diputado del Grupo Parlamentario
del PRD, presentó proposición con punto de acuerdo por el
que se exhorta a Pemex a intensificar las acciones implan-
tadas para prevenir y controlar el robo de combustible en el
poliducto de 16 pulgadas Minatitlán-Salina Cruz a fin de
evitar un accidente que ponga en peligro la vida de los ciu-
dadanos. (Pendiente)

Considerandos

Pemex es una entidad paraestatal pilar de la economía me-
xicana y la principal proveedora de recursos al Gobierno
para cubrir sus exigencias financieras. Pemex aporta 34.9
por ciento en promedio de los ingresos del sector público,
siendo una empresa de suma importancia para la definición
de los ingresos públicos. Por lo anterior se muestra necesa-
rio el control y la vigilancia sobre este sector tan estratégi-
co para la política económica del país.

En los últimos años se han documentado un sin número de
accidentes en las instalaciones de Pemex que han afectado
a refinerías como la de Tula, o la refinería de Salina Cruz;
centros de extracción acuática de hidrocarburos como la
monoboya hundida el 11 de agosto de 2012; y más recien-
temente la explosión en el complejo administrativo de Pe-
mex. Existe una constante extracción de hidrocarburos de
los gasoductos de forma irregular, que provoca un latente

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 11 de abril de 2013 / Anexo II61



riesgo para las zonas habitadas en los trayectos de los duc-
tos; riesgos que han desembocado en desastres como el
ocurrido en Tepeji del Río, Hidalgo; o en Soyaniquilpan de
Juárez, México.

La paraestatal cuenta con 14 mil 150 kilómetros de ductos
a lo largo de la República Mexicana, de los cuales se des-
conoce su estado actual y la bitácora de mantenimiento de
los mismos; aunado a esto, no existe un dato preciso que
exponga cuántos de esos kilómetros de ductos se encuen-
tran en estado de abandono. Los ductos en desuso resultan
de igual forma riesgosos, pues cuentan con acumulaciones
de hidrocarburos que generan alarma latente, tal es el caso
de la delegación Azcapotzalco, que tiene un diversos duc-
tos sin uso que siguen teniendo acumulaciones de gases no-
civos para la salud y sumamente flamables.

La misma situación se presenta en diferentes latitudes de la
República Mexicana, la falta de mantenimiento y el saqueo
de hidrocarburos hacen que los ductos de Pemex se con-
viertan en un peligro constante para la sociedad; por ello
resulta conveniente que la Cámara de Diputados conozca la
información y exhorte a la entidad paraestatal a dar el man-
tenimiento adecuado a los ductos e instalaciones para evi-
tar accidentes posteriores.

Por lo expuesto se pone a consideración de esta soberanía,
con carácter de urgente u obvia resolución, el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al director general de Petróleos Mexica-
nos para que, en uso de sus facultades y atribuciones, ga-
rantice el mantenimiento integral de las instalaciones y
ductos de la entidad paraestatal para evitar futuros acci-
dentes, así como se tomen medidas para retirar los ductos
en desuso para evitar acumulación de gases en zonas habi-
tadas del territorio nacional.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de abril de 2013.— Diputado
Fernando Cuéllar Reyes (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen.

PRINCIPIOS QUE REGULAN 
LA DIPLOMACIA PARLAMENTARIA

«Proposición con punto de acuerdo, relativo a los princi-
pios que regulan la diplomacia parlamentaria, a cargo del
diputado Víctor Manuel Bautista López, del Grupo Parla-
mentario del PRD

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 6, nume-
ral 1, fracción I, 79 numerales 1, fracción II, 2, fracciones
I y II, del Reglamento de la Cámara de Diputados, el sus-
crito, diputado Víctor Manuel Bautista López integrante
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática en la LXII Legislatura del Congreso de la Unión,
somete a la consideración de esta asamblea la siguiente
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al
presidente de la Mesa Directiva y a la Junta de Coordina-
ción Política de esta Cámara de Diputados para que se res-
peten los principios que regulan la diplomacia parlamenta-
ria.

Consideraciones

Reunida esta representación popular el pasado 5 de marzo
de los corrientes, fuimos enteramos de un acontecimiento
de carácter internacional, el fallecimiento del jefe de esta-
do de una nación hermana con la que compartimos histo-
ria, tradiciones y la ubicación continental.

En el Diario de los Debates de esta Cámara quedó registra-
do el interés de nuestro Grupo Parlamentario, a través de la
diputada Aleida Alavez y respaldado por la diputada María
del Socorro Ceseñas, para que se fijara una posición de so-
lidaridad y se guardara un minuto de silencio. Ante lo cual,
el presidente de esta Cámara, entre el hastío y la indiferen-
cia de la larga jornada legislativa, respondió:

“El PRD quiere un minuto de silencio, pues se lo obse-
quiamos. Pues es un jefe de estado, a quienes deseen guar-
darle un minuto de silencio los invito a guardar un minuto
de silencio”.

Ante la falta de solemnidad y el gesto carente de los rasgos
que la diplomacia parlamentara exigen, la diputa Amalia
García Medina tuvo que hacer referencia a la amplia, sóli-
da y extraordinaria relación que distinguió a nuestra diplo-
macia y a la diplomacia parlamentaria en particular, ha-
ciendo un llamado para que nuestro país regrese a
“distinguirse por esa diplomacia abierta a todas las nacio-
nes y los gobiernos del mundo”.
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El incidente no concluyó ahí. En la siguiente sesión, la del
7 de marzo pasado, el diputado Francisco Durazo Montaño
volvió a señalar lo que, desde su punto de vista, fue una ac-
titud mezquina de la presidencia, solicitando que se vol-
viera a guardar el minuto de silencio. En su respuesta el
presidente de esta Cámara justificó su actitud en razón de
que deseaba “tener una comunicación más fehaciente” ade-
más de que se sintió casi atropellado porque las diputadas,
según el presidente “nos exigieron que fuese en ese mo-
mento”.

La verdad es que las justificaciones resultan impropias y
las acciones resultaron de cardinal evidencia. El falleci-
miento del jefe de estado de la República Bolivariana de
Venezuela fue un hecho imprevisto, extraordinario y, por lo
tanto, ajeno a cualquier previsión que permitiera su incor-
poración previa en el orden del día, el intento del presiden-
te para justificarse contenido en la insinuación que se des-
prende de la posibilidad de haber esperado a la siguiente
sesión para que la Junta de Coordinación Política progra-
mara su incorporación en el orden del día, sólo ratifica que
la forma utilizada para el desahogo de este tema contiene
visiones parciales, de tipo ideológico y que de caracterizar
a la política internacional del grupo parlamentario de quien
ahora detenta el Poder Ejecutivo conducirían a una nueva
etapa de desgaste y deterioro de la posición de México en
el exterior.

Esta acción resulta por demás contraria incluso a la posi-
ción asumida por el titular del Ejecutivo federal que la mis-
ma tarde anunció su decisión de acudir a las exequias del
mandatario de Venezuela, por lo que el dislate ocurrido en
esta Cámara de Diputados no sólo muestra una falta de res-
peto a la propuesta promovida por nuestro grupo parla-
mentario, un gesto nada solidario a la nación hermana lati-
noamericana sino incluso una falta de coherencia con las
posiciones que el Poder Ejecutivo detenta a pesar de que
tanto el titular de aquel Poder como el presidente de esta
Cámara forman parte del mismo partido político.

Y es grave además porque siendo el precedente una fuente
legítima en el derecho parlamentario, podemos encontrar
en el Diario de los Debates, la forma decorosa, digna, res-
petuosa, que este Poder Legislativo ha asumido ante la pér-
dida de la vida de personalidades destacadas, sólo cito un
caso, cercano y propio de nuestro país, el lamentable acci-
dente que cobró la vida del secretario de Gobernación,
Francisco Blake Mora, en la que los diputados asistentes al
pleno informan de lo ocurrido, una vez que fue confirmada
la información, se guardó un minuto de silencio e incluso

una veintena de legisladores hicieron uso de la palabra pa-
ra manifestar su solidaridad. Todo esto sin estar incluido en
el orden del día, sólo como muestra de respeto y sensibili-
dad.

Respeto, sensibilidad, reciprocidad y decoro que en todo
momento deben caracterizar a la diplomacia parlamentaria.

Siendo una obligación de la mesa directiva observar los
principios de legalidad, imparcialidad y objetividad según
lo señalado por el artículo 66 de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos y en vir-
tud de dicho principio de legalidad es aplicable, en una in-
terpretación armónica de la Constitución, el conjunto de
principios que reglan la política exterior del Estado mexi-
cano.

Por eso es que el presidente de la Mesa Directiva, como re-
presentante de esta Cámara en términos del artículo 271
debe velar por la aplicación con decoro y dignidad del con-
tenido de los artículos 269, 210 y demás aplicables del re-
glamento de esta Cámara de Diputados, buscando defender
el interés de la nación que, históricamente ha coincidido
con la necesidad de afianzar nuestras relaciones de amistad
y solidaridad con las naciones de América Latina.

Principios y disposiciones que se ven afectadas cuando los
prejuicios personales, las visiones unilaterales o la falta de
cuidado en el desempeño de las tareas que requieren de un
ejercicio digno, decoroso y de estado se imponen sustitu-
yendo las prácticas de solidaridad, respeto y amistad que
en todo momento deben caracterizar a la diplomacia parla-
mentaria.

Nuestra histórica política exterior ha demostrado con-
gruencia frente a las necesidades históricas de México y las
definiciones de las alternativas nacionales, por eso es que
quien más ha perdido ha sido México durante las últimas
décadas por la creciente distancia existente entre nuestra
nación y las naciones hermanas de América Latina, como
resultado de la supeditación de nuestro interés nacional a
los dictados intervencionistas de otros países y que genera-
ron, en el paso reciente, amplias brechas de distancia con
las naciones sudamericanas, justo en un momento históri-
co en el que han destacado por la adopción de políticas con
un alto contenido de responsabilidad social del estado que
han mostrado resultados benéficos para grandes segmentos
de su población, frente a los estragos que la política neoli-
beral provoca en nuestro país.
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En virtud de los elementos antes descritos, considero opor-
tuno que esta soberanía haga un llamado respetuoso y pro-
positivo para que fortalezcamos la diplomacia parlamenta-
ria desde un marco general de solidaridad, respeto y
dignidad, con el resto de las naciones, favoreciendo el for-
talecimiento de nuestra relación con las naciones latinoa-
mericanas, la multilateralidad en las relaciones y la defen-
sa de los principios de respeto y dignidad en nuestra
relación con los países más desarrollados, lo que caracteri-
ce nuestra labor.

En este sentido, la Cámara de Diputados del Congreso de
la Unión se encuentra en condiciones de aportar en los he-
chos una visión diplomática congruente con los principios
y con el prestigio histórico que ha ganado la nación mexi-
cana, muestra de ello son los 88 grupos de amistad confor-
mados en la legislatura anterior con otro tanto número de
naciones y que hasta este momento no se han conformado,
así como los ocho grupos con organismos y foros parla-
mentarios.

Para que en lo que corresponda a este Poder Legislativo,
sea una visión de estado, apegada a los principios constitu-
cionales, a los valores tradicionalmente detentados y a la
visión fraterna que México ha manifestado, la guía y con-
ducción de la diplomacia parlamentaria.

Es en mérito de lo antes referido que se somete a su consi-
deración esta proposición con los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Presidencia de la Mesa Directiva
para que en su condición de representante de esta Cámara
de Diputados, asuma una posición congruente con los prin-
cipios y disposiciones que regulan la diplomacia parla-
mentaria, entre ellos la reciprocidad y el respeto, contribu-
yendo a la dignificación de México en el concierto de las
naciones y la defensa del interés nacional.

Segundo. Se exhorta a la Junta de Coordinación Política
para propiciar la pronta integración de los grupos de amis-
tad con otras naciones.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de abril de 2013.— Diputado
Víctor Manuel Bautista López (rúbrica).»

Se turna a la Junta de Coordinación Política, para su
atención.

PRODUCTOS QUE CONTENGAN BISFENOL A

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Cofepris a limitar el uso de productos con Bisfenol A, a
cargo de la diputada Eva Diego Cruz, del Grupo Parla-
mentario del PRD

La suscrita, Eva Diego Cruz, diputada a la LXII Legislatu-
ra del honorable Congreso de la Unión, integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca, con fundamento en el artículo 79, numerales 1 y 2, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someto al pleno la
siguiente proposición con punto de acuerdo de urgente y
obvia resolución al tenor de las siguientes

Consideraciones

El bisfenol A, usualmente abreviado como BPA,  es un pro-
ducto químico utilizado muy comúnmente para hacer el
plástico llamado policarbonato, de ahí que lo encontremos
en diversos productos de uso cotidiano como envases de
alimentos reciclables, recipientes y botellas de plástico, bi-
berones, vajillas de plástico, en el recubrimiento de las la-
tas de conserva de alimentos, entre otros usos. Considera-
do también un disruptor endocrino, ya que es sospechoso
de producir alteraciones en la regulación hormonal. 

En los últimos años, los disruptores endocrinos están sien-
do objeto de una atención creciente para determinar sus
implicaciones en distintas enfermedades, especialmente re-
lacionadas con problemas de diabetes, obesidad, infertili-
dad, cáncer de mama o de próstata, problemas cardiovas-
culares, alteraciones en el desarrollo neurológico y cerebral
y trastornos del comportamiento.

El Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente
(UNEP en sus siglas en inglés) y la Organización Mundial
de la Salud presentaron un informe encargado a 16 espe-
cialistas para evaluar las evidencias científicas relaciona-
das con los efectos de los disruptores endocrinos. Una de
sus principales conclusiones es que estos compuestos quí-
micos son una “amenaza global”, por lo que deben ser es-
trictamente vigilados.

La OMS y Naciones Unidas convocaron a diversos espe-
cialistas para estudiar este tipo de agentes, mismos que
plantearon posibles vinculaciones con problemas repro-
ductivos masculinos o femeninos (no solo en humanos, in-
cluso los vinculan a caídas demográficas de especies ani-
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males). También han hecho alusión a alteraciones relacio-
nadas con el desarrollo neuronal, desórdenes inmunitarios
o metabólicos, e incluso a tumores vinculados con altera-
ciones hormonales.

No obstante, los señalamientos más graves fueron hechos
por un equipo francés cuyos experimentos fueron publica-
dos en la revista BMC Developmental Biology, los cuales
dieron a conocer que el bisfenol A (BPA) tiene un impacto
negativo en los embriones de algunos vertebrados. 

El Centro Nacional de Investigaciones Científicas (CNRS)
detalló que los especialistas detectaron anomalías en el oí-
do interno de embriones de pez cebra y de xenope (especie
de rana africana) después de aplicarles entre uno y 20 mi-
ligramos/litro de BPA. 

Además, los expertos constataron que al bloquear los re-
ceptores de estrógenos, objetivos clásicos del bisfenol A,
las anomalías persistieron lo cual hizo suponer su fijación
a otro recipiente. 

En estudios realizados por la Universidad Estatal de Was-
hington publicado en “Proceedings of the Nacional Aca-
demy of Science” (PNAS), se aseguraba que el bisfenol A
puede afectar al sistema reproductivo de la mujer, causan-
do incluso daños en los cromosomas, abortos involuntarios
y defectos de nacimiento. 

Una investigación realizada por científicos del Departa-
mento de Salud del Estado de Nueva York y de la Escuela
de Medicina de la Universidad de Michigan,  halló trozos
de bisfenol A en el hígado de fetos, muestra que la capaci-
dad de éstos para eliminar del cuerpo ese aditivo, es menor
que la de los adultos.

Las pruebas de que el bisfenol A es una sustancia perjudi-
cial para el ser humano siguen surgiendo, recientemente el
análisis encabezado por el Dr. Leonardo Trasande de la
New York University School of Medicine, clasifica al quí-
mico bisfenol A, como un químico de alto riesgo de enfer-
medad cardiaca y renal en niños y adolescentes. De acuer-
do al análisis los niños con los más altos niveles de BPA en
la orina tenían una mayor concentración de albúmina-crea-
tinina en comparación con aquellos con menor cantidad.
Cabe mencionar que un nivel alto de albúmina-creatinina
puede ser un marcador precoz de lesión renal y el riesgo fu-
turo de desarrollar enfermedades del corazón.

Otro estudio reporto que las niñas expuestas a niveles más
altos de bisfenol A antes de nacer tenían más trastornos de
conducta y eran más ansiosas e hiperactivas que si habían
estado en contacto con pequeñas cantidades de la sustancia
química.

El grupo de población considerado con mayor exposición
a BPA son los lactantes de 3 a 6 meses, quienes son ali-
mentados con biberones de policarbonato. Debido a que las
fórmulas infantiles y la leche materna son la única fuente
de nutrición de esta población hasta los 4 meses. Se consi-
dera que si se expone el biberón al agua hirviendo o al ca-
lentamiento por microondas, el bisfenol-A se libera 55 ve-
ces más rápido de lo normal.

En marzo de 2010, el gobierno canadiense fue el primer
país que impuso una prohibición consistente  sobre la im-
portación, venta y publicidad de biberones de policarbona-
to en Canadá, además de colaborar para el desarrollo y la
implementación de códigos de conducta para reducir los
niveles de BPA en fórmulas alimentarias infantiles para lo-
grar un nivel bajo razonablemente posible. 

Como consecuencia de los resultados de los múltiples es-
tudios realizados, la Unión Europea, prohibió en el 2011 la
fabricación y venta de biberones con bisfenol A, como pre-
caución ante los posibles daños que puede causar esta sus-
tancia en el organismo. Por su parte en Estados Unidos de
América, la Food and Drug Administration (FDA) prohibió
el BPA en la fabricación de biberones y tazas para bebés,
como apoyo a las medidas para reducir la exposición hu-
mana al BPA y sigue realizando investigaciones adiciona-
les sobre sus efectos.

La Francia es el primer país del mundo en adoptar una me-
dida amplia, con la aprobación de la ley 3773, con la cual
se prohibirá la utilización de componentes de plásticos con
bisfenol A en todos los envases de alimentación destinados
a niños a partir de este año y en todos los recipientes de be-
bidas y alimentos en el 2014.

En nuestro país, la legislación vigente la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, consagra en el pá-
rrafo tercero del artículo 4° la garantía que todo individuo
tiene a la protección de la salud…”

Las atribuciones de la Secretaría de Salud, se encuentran
establecidas en el artículo 39 de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, entre las que se encuentra ac-
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tuar como autoridad sanitaria y ejercer las facultades en
materia de salubridad general que las leyes le confieren al
Ejecutivo Federal, así como vigilar el cumplimiento de la
Ley General de Salud, sus reglamentos y demás disposi-
ciones aplicables. 

La Ley General de Salud, establece en su artículo 17 bis las
facultades de la Secretaria de Salud, mismas que ejercerá a
través de la Comisión Federal para la Protección contra
Riesgos Sanitarios (Cofepris). Organismo que tiene a su
cargo el ejercicio de las atribuciones en materia de regula-
ción, control y fomento sanitarios.

El Reglamento de Control Sanitario de Productos y Servi-
cios, en su artículo primero establece  como objeto “…la re-
gulación, control y fomento sanitario del proceso, importa-
ción y exportación, así como de las actividades, servicios y
establecimientos, relacionados con los productos…” asimis-
mo especifica que “…son materia del presente Reglamento
el envase, envasado e irradiación de los productos…”.

Por lo que es facultad de la Cofepris regular la elaboración
e importación de productos que contengan bisfenol A.

Los representantes populares estamos obligados a velar por
la salud de nuestros representados frente a cualquier posi-
ble amenaza que la comprometa, por lo que se deben adop-
tar con urgencia medidas tendientes a que se reduzca la
presencia de bisfenol A en la población mexicana.

Por lo anteriormente expuesto someto a consideración del
pleno de esta soberanía los siguientes

Puntos de Acuerdo

De urgente y obvia resolución

Primero: Se exhorta a la Comisión Federal para la Protec-
ción contra Riesgos Sanitarios (Cofepris) para que en el
ámbito de su competencia emita medidas a fin de limitar el
uso de productos que contengan bisfenol A en el envasado
de alimentos. 

Segundo: Se exhorta a la Comisión Federal para la Protec-
ción contra Riesgos Sanitarios (Cofepris) para que manera
inmediata prohíba  la producción y la venta de biberones de
policarbonato, así como de productos que contengan bisfe-
nol A utilizados para la alimentación de bebes. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de abril de 2013.— Diputada
Eva Diego Cruz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

BENEFICIOS FISCALES EN MATERIA
DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

«Proposición con punto de acuerdo, a fin de que la SHCP
y la Cámara de Diputados instalen una mesa de trabajo pa-
ra analizar los resultados y las metas alcanzados del decre-
to por el que se otorgan beneficios fiscales en materia del
impuesto sobre la renta, de derechos y aprovechamientos,
del 5 de diciembre de 2008, así como los resultados pre-
vistos con la inclusión del último párrafo del artículo 9o. de
la Ley de Ingresos de la Federación de 2013, a cargo de la
diputada Yesenia Nolasco Ramírez, del Grupo Parlamenta-
rio del PRD

La presente, diputada Yesenia Nolasco Ramírez, del Grupo
Parlamentario de la Revolución Democrática de la LXII
Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en los artículos 6, fracción I; 79, numeral 2, frac-
ción II y 113 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete ante esta soberanía la presente proposición con
Punto de Acuerdo de Urgente y Obvia Resolución al te-
nor de las siguientes.

Consideraciones

El artículo 31 en su fracción IV de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), dice que es
obligación de los mexicanos, Contribuir para los gastos
públicos, así de la Federación, como del Distrito Federal
o del Estado y Municipio en que residan, de la manera pro-
porcional y equitativa que dispongan las leyes.

Asimismo el artículo 73, fracción VII, de la CPEUM, cita
que el congreso tiene la facultad; para imponer las contri-
buciones necesarias a cubrir el Presupuesto.

De igual manera el artículo 74 enumera como facultades
exclusivas del congreso la aprobación del Presupuesto de
Egresos de la Federación (PEF) – el análisis y aprobación
del PEF, es exclusivo de la cámara de diputados –.
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La presentación del proyecto de la Ley de Ingresos de la
Federación (LIFE) debe ser ante la Cámara de Diputados,
pero la aprobación está sujeta a ambas Cámaras, es decir al
congreso de la unión.

La Ley de Ingresos de la Federación tiene características de
elaboración anual, presentado al congreso por el Presiden-
te de la Republica, en el cual se establece la recaudación
del gobierno por impuestos, derechos aprovechamientos,
prestamos etc.

Para el año 2013, la Ley de Ingresos fue aprobada el miér-
coles 12 de Diciembre de 2012, con 446 votos en pro, 19
en contra y 7 abstenciones en la Cámara de Diputados y al
día siguiente en la Cámara de Senadores con 102 votos en
pro, 16 en contra y 2 abstenciones.

El monto aprobado por al Congreso para el ejercicio 2013,
fue la suma de total de $3,956,361.6 millones de pesos.

De los ingresos totales vía impuesto sobre la renta (ISR) se
recaudarían $818,095.4 millones de pesos.

Se autorizó para este año también que se implementará un
programa de condonación de créditos fiscales causados an-
tes del 1 de enero de 2007, con el objetivo de obtener ma-
yores ingresos de una manera más rápida. 

Particularmente se cita el artículo 9º de la LIFE, corres-
pondiente a las Facilidades Administrativas y Beneficios
Fiscales, que a la letra dice:

Artículo 9o. Se ratifican los acuerdos expedidos en el
Ramo de Hacienda, por los que se haya dejado en sus-
penso total o parcialmente el cobro de gravámenes y las
resoluciones dictadas por la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público sobre la causación de tales gravámenes.

Se ratifican los convenios que se hayan celebrado entre la
Federación por una parte y las entidades federativas, orga-
nismos autónomos por disposición constitucional de éstas,
organismos públicos descentralizados de las mismas y los
municipios, por la otra, en los que se finiquiten adeudos en-
tre ellos.

También se ratifican los convenios que se hayan celebrado
o se celebren entre la Federación por una parte y las enti-
dades federativas, por la otra, en los que se señalen los in-
centivos que perciben las propias entidades federativas y,

en su caso, los municipios, por las mercancías o vehículos
de procedencia extranjera, embargados precautoriamente
por las mismas, que pasen a propiedad del Fisco Federal.

En virtud de lo señalado en el párrafo anterior, no se apli-
cará lo dispuesto en el artículo 6 bis de la Ley Federal pa-
ra la Administración y Enajenación de Bienes del Sector
Público.

Las entidades federativas, municipios y demarcaciones te-
rritoriales del Distrito Federal, incluyendo sus organismos
descentralizados y autónomos que se hubieran adherido al
“Decreto por el que se otorgan diversos beneficios fiscales
en materia del impuesto sobre la renta, de derechos y apro-
vechamientos”, publicado en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 5 de diciembre de 2008, se les extenderá el bene-
ficio referido en el artículo segundo, fracción I de dicho
Decreto, hasta el ejercicio fiscal de 2012 y anteriores,
siempre y cuando se encuentren al corriente en los enteros
correspondientes al mes de diciembre de 2012. Dichos ór-
denes de gobierno, en lugar de aplicar los porcentajes esta-
blecidos en el artículo segundo, fracción II del menciona-
do Decreto, podrán aplicar el 60 por ciento para el año
2013 y el 30 por ciento para el año 2014. 

Particularmente haciendo referencia al último párrafo del
artículo 9º en comento, se retoma el artículo 2º de dicho
Decreto que a la letra dice:

Artículo Segundo. Las entidades federativas y munici-
pios que cumplan con los requisitos establecidos en el
artículo tercero de este Decreto gozarán de los benefi-
cios fiscales siguientes:

I. Condonación del total de los adeudos, incluyendo sus
accesorios, que tengan por la omisión total o parcial del
entero del impuesto sobre la renta a cargo de sus traba-
jadores, correspondientes a los ejercicios fiscales de
2005 y anteriores.

II. Un estímulo fiscal para los ejercicios fiscales de
2009, 2010 y 2011, que se aplicará de manera mensual
y se determinará para cada uno de los meses de dichos
ejercicios aplicando el por ciento señalado en la si-
guiente tabla al excedente que resulte de comparar el
promedio mensual del total del impuesto sobre la renta
a cargo de sus trabajadores efectivamente enterado, co-
rrespondiente al ejercicio fiscal de 2007, y el impuesto
sobre la renta a cargo de sus trabajadores que efectiva-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 11 de abril de 2013 / Anexo II67



mente corresponda enterar en el mes de que se trate, de
los ejercicios fiscales de 2009, 2010 y 2011, siempre
que este último monto sea mayor. El resultado obtenido
será el monto del estímulo que podrán acreditar en el pa-
go del mes de que se trate, contra el impuesto sobre la
renta a cargo de sus trabajadores que deban enterar en
dicho mes.

Año Estímulo %
2009 60
2010 30
2011 10

En caso de que en alguno de los meses de los ejercicios
fiscales de 2009, 2010 y 2011, no se haya aplicado el es-
tímulo a que se refiere el primer párrafo de esta frac-
ción, el mismo se podrá aplicar a cualquiera de los me-
ses siguientes, siempre y cuando se trate del mismo
ejercicio fiscal.

III. A partir de 2009 y hasta 2012, por cada ejercicio fis-
cal concluido en que, una vez acreditado el estímulo fis-
cal a que se refiere la fracción anterior, las entidades fe-
derativas o municipios realicen el entero total del
impuesto sobre la renta a cargo de sus trabajadores, ob-
tendrán la condonación total de sus adeudos por ese
mismo concepto, incluyendo sus accesorios, relativos al
ejercicio fiscal que corresponda conforme a la tabla si-
guiente:

En caso de que una entidad federativa o un municipio, re-
alice el entero por concepto del impuesto sobre la renta a
cargo de sus trabajadores, correspondiente al ejercicio fis-
cal de 2008, de un monto anual menor al enterado para el
ejercicio fiscal de 2007, sólo podrá obtener la condonación
de sus adeudos por ese mismo concepto por el citado ejer-
cicio fiscal 2008, en los términos de esta fracción, si la re-
ferida reducción deriva de una disminución en el número
de trabajadores que prestan servicios a la entidad federati-
va o municipio de que se trate o de la disminución en el

monto de las percepciones de sus trabajadores originada
por ajustes presupuestales o programas de austeridad, que
se realice de conformidad con las disposiciones legales
aplicables. Para los efectos de lo anterior, la entidad fede-
rativa o municipio de que se trate deberá acreditar ante el
Servicio de Administración Tributaria que dicha disminu-
ción se originó por alguno de los supuestos a que se refie-
re este párrafo.

Hoy en día se está discutiendo la aprobación de mecanis-
mos para apoyar a las entidades federativas y municipios
a fin de corregir sus finanzas dañadas por créditos incos-
teables contratados contribuyendo al incremento de sus
pasivos.

Así como se pugna por apoyar con herramientas que con-
tribuyan al saneamiento de las finanzas estatales y munici-
pales, los trabajadores cautivos tienen el derecho de saber
el origen de esas retenciones, porque si bien mediante el
decreto del 2008 se les condonaban a las entidades, los tra-
bajadores sí fueron sujetos de dichos descuentos.

A pesar de tales estímulos fiscales a los que se han hecho
acreedores los Estados y Municipios, los avances en mate-
ria de educación, salud, seguridad e infraestructura son po-
co significativos aún siendo estos rubros prioritarios.

Ya lo hizo saber la Auditoría Superior de la Federación
(ASF), existe un gran índice de opacidad en la administra-
ción de los Estados y los Municipios, no podemos seguir
participando de estos hechos, por lo cual es impostergable
que se avance en el análisis en materia fiscal y se ofrezcan
resultados de cara a la ciudadanía.

Por lo anteriormente expuesto y fundamentado, someto a
consideración del pleno de esta honorable asamblea el si-
guiente:

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente y en pleno respeto a la
división de poderes al gobierno federal, para que a través
de la Secretaria de Hacienda y Crédito Público, y a la H.
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
instalen una mesa de trabajo para analizar los resultados y
metas alcanzadas del “Decreto por el que se otorgan diver-
sos beneficios fiscales en materia del impuesto sobre la
renta, de derechos y aprovechamientos” del 5 de Diciem-
bre de 2008, así como los resultados esperados y previstos
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con la inclusión del último párrafo del artículo 9º de la Ley
de Ingresos de la Federación del 2013. 

Diputada Yesenia Nolasco Ramírez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

INSEGURIDAD Y VIOLENCIA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a establecer un plan urgente para com-
batir la inseguridad y la ola de violencia que aqueja a di-
versos estados, a cargo del diputado Andrés Eloy Martínez
Rojas, del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, diputado federal Andrés Eloy Martínez Rojas,
perteneciente a la LXII Legislatura del honorable Congre-
so de la Unión e integrante del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, con fundamento en
los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79, numeral 1, frac-
ción II, y numeral 2, fracción III, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someto a la consideración de esta so-
beranía proposición con punto de acuerdo de urgente y
obvia resolución, de conformidad con la siguiente

Exposición de Motivos

La inseguridad constituye uno de los grandes problemas de
México, y esto se manifiesta diariamente en una creciente
violencia, concentrada en los enfrentamientos entre organi-
zaciones criminales, ya sea entre ellas mismas o con las
fuerzas de seguridad estatales y federales, situación grave
que aqueja a quienes no tienen la culpa, los ciudadanos, la
población en general y quienes tienen que “pagar los pla-
tos rotos” de la incapacidad del gobierno para brindar tan
demandada seguridad. 

Hace días terminamos el sexenio de Felipe Calderón, un
sexenio que se destaco, no por un enorme crecimiento eco-
nómico, ni por ser generador de millones de empleos como
lo prometiera el expresidente en su campaña, sino porque
ha sido el sexenio más violento en la historia reciente de
México, mas de 101 mil muertos, que ubicaron al país co-
mo el más violento, por delante de Kirguistán, Haití o Pa-

kistán e incluso, se superaron los más de 100 mil decesos
de la guerra de Bosnia, entre los años 1992 y 1995; lamen-
tablemente el panorama que hemos podido apreciar, ante el
inició de la nueva administración encabezada por Enrique
Peña Nieto, no es muy alentador, ya que la violencia y
muerte siguen manifestándose en todo el país, esencial-
mente en la inseguridad, que vive la población que se ve
afectada por el aumento de los delitos, y el auge imparable
del narcotráfico que vemos desde el “sexenio del horror”
con Calderón.

A lo largo de la República Mexicana continúan siendo no-
ticia, de todos los días, los levantones, ejecuciones, narco-
fosas y tiroteos. Para todos los ciudadanos esta situación
habla de un México con graves problemas de seguridad, ya
que las estructuras de protección, inteligencia y justicia se
encuentran rebasadas y dañadas. En todas partes se habla
del poder del narcotráfico mexicano y sólo el gobierno, di-
rigido, en este momento, por Enrique Peña Nieto, parece
ser indiferente a esta situación y en su responsabilidad pa-
ra con la población. Dicha administración ha estado muy
ocupada demostrando a sus opositores, mediante la promo-
ción de los logros del llamado Pacto por México, que ha
conseguido que el país avance por una tersa civilidad polí-
tica, ya que, que en los primeros cien días del nuevo go-
bierno, se ha vanagloriado por la detención de líderes sin-
dicales prominentes y reformas en materia educativa,
laboral y de telecomunicaciones, pero de la violencia, el
narcotráfico y sus consecuencias económicas nada se ha di-
cho. 

Es realmente ofensivo percibir que los medios de comuni-
cación, salvo honrosas, muy honrosas excepciones, se han
vuelto ciegos ante la grave inseguridad que sigue viviendo
nuestro país, siendo que desde que el nuevo titular del po-
der ejecutivo asumió el mando, dejamos de saber sobre eje-
cuciones, enfrentamientos entre cárteles, la aparición de
narcofosas, el lavado de dinero, secuestros, entre otros de-
litos; mismos que ya no existen para los medios de comu-
nicación, aunado a esto, tampoco sabemos nada del hom-
bre que se supone acabaría con esta violencia y ríos de
sangre que siguen corriendo por los municipios de nuestro
país; el General Naranjo, y a quien con tanto ímpetu se nos
presento como el hombre que resolvería dicha situación.

No es ajeno saber que muchos funcionarios, representantes
populares y el propio Presidente, siguen embriagados con
las mieles del “Pacto por México”, mientras que en cientos
de rincones del país la población sufre los embates de la
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delincuencia. De acuerdo con distintos recuentos, realiza-
dos por algunos medios mexicanos, la violencia en el país
sigue en aumento; por ejemplo, Milenio informó que sólo
en diciembre de 2012 (primer mes de gobierno de EPN) se
registraron 982 ejecuciones y en el Estado de México, la
lucha entre bandas del crimen organizado, dejó 86 perso-
nas muertas en los primeros 27 días del 2013, justo el Es-
tado del cual era Gobernador, el ahora Presidente y que
ahora tiene bajo su tutela otro priista, Eruviel Ávila. 

Cabe señalar que en el año 2011, el gobierno del Estado de
México fue exhibido por la revista inglesa “The Econo-
mist”, al declarar que manipulo información sobre homici-
dios, y ante este escándalo, el mismo ex gobernador Peña
tuvo que reconocer en televisión nacional que había ofreci-
do datos alterados en un su último informe de gobierno, es
por ello que no queremos que esta situación vuelva a ocu-
rrir y mucho menos a nivel federal, pretendiendo dar una fal-
sa idea de que el problema de inseguridad se ha resuelto.

Simplemente, en los últimos días, han sido ejecutadas al
menos 119 personas en diferentes zonas del país, siendo los
estados con más asesinatos: Guerrero con 19, Morelos con
17, Sinaloa con 13, Michoacán con 12, 6 en Tamaulipas, 6
en Chihuahua, 5 en Nuevo León al igual que Jalisco, Vera-
cruz y Sonora, cuatro muertes en el Estado de México y
Coahuila, así como Tijuana, el Distrito Federal, Oaxaca y
Durango con 3 ejecuciones, Quintana Roo y Zacatecas con
2, y por último, Nayarit y San Luis Potosí con 1. Aunado a
estos datos, en los últimos 4 días del mes de marzo se re-
gistraron 72 asesinatos, un promedio de 18 ejecuciones al
día, mismas que ocurrieron en el país, siendo Sinaloa la en-
tidad con mayor cantidad de decesos con al menos 16, le
sigue Chihuahua, con 14; Morelos, con 7; Durango con 6;
el Estado de México, con 5 y Guerrero y Jalisco, con 4; ci-
fras absolutamente alarmantes.

Es por ello que a través de diferentes fracciones parlamen-
tarias, de quienes integramos la Cámara de Diputados, se
ha manifestado el rechazo al cambio de política de comu-
nicación en materia de seguridad, que ha ejecutado el go-
bierno federal, ya que busca limitar la difusión de datos pa-
ra no hacer de este terrible flagelo, como se le ha llamado,
una “apología de la violencia”; sin embargo ocultar el pro-
blema no es la solución, sino que se debe atacar desde sus
orígenes y cumplir todo lo que la anterior administración
dejo de hacer para proteger ante todo los derechos e inte-
gridad de los ciudadanos, no queremos que Gobierno fede-
ral busque determinar o dosificar la información sobre he-
chos violentos que ocurren en el país, al pretender que así

se tiene la percepción de que la situación está mejorando,
no podemos pretender esto, siendo que esta situación tan
grave debe combatirse firme y eficazmente, a través de
nuevas políticas de seguridad y no solo con un doble dis-
curso sobre el tema, sino con un interés serio por dar una
mejor realidad a los ciudadanos.

No queremos que México siga siendo el país en el que el
narcotráfico, la trata de personas, la pornografía infantil,
los casinos ilegales, la venta de inmuebles, joyas, robos a
mano armada, asesinatos a plena luz del día, secuestros y
otras vías delictivas, encuentran un terreno fértil para des-
arrollarse.

Por tal motivo, los legisladores del Partido de la Revolu-
ción Democrática hemos denunciado y exigido, en diversas
ocasiones, que el gobierno federal tome cartas en el asunto
e implemente las acciones necesarias para mitigar los efec-
tos de la violencia e inseguridad que afectan a la población
mexicana, sabemos y tenemos el firme compromiso de que
México tiene que cambiar y como representantes populares
estamos contribuyendo a que esto suceda, por lo que pese
a las modificaciones que se hagan a la nueva estrategia de
seguridad, estamos convencidos de que la ciudadanía siem-
pre debe estar informada de manera puntual sobre estos he-
chos, pero sobre todo resguardar la integridad de la pobla-
ción ante tales situaciones, así como respaldar políticas que
pongan más énfasis en la prevención del delito y participa-
ción ciudadana para su protección.

Desde el Congreso de la Unión hacemos un llamado enér-
gico al Presidente de la República para que informe pun-
tualmente a la ciudadanía de lo que está ocurriendo en ma-
teria de seguridad ya que este es un problema que debe
atacarse de fondo y no con discursos demagógicos; de-
mandamos nos anuncien las acciones a realizar para com-
batir tan alarmante problema, ya que los mexicanos no
queremos seguir viviendo en la incertidumbre y la zozobra
de que en algún momento pudiese ocurrir algún hecho vio-
lento que vulnere la estabilidad de nuestras familias.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración del
pleno de esta soberanía, con carácter de urgente y obvia re-
solución, la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La honorable Cámara de Diputados, LXII Legis-
latura, exhorta al presidente de la República, al secretario
de Seguridad Publica y al procurador General de la Repú-
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blica, para que implementen un plan emergente a efecto de
combatir la inseguridad y la fuerte ola de violencia que
aqueja a diversos estados del país;

Segundo. Se exhorta al Gobierno de la República, para que
de manera inmediata informe a la población sobre las ac-
ciones que se han emprendido para garantizar la seguridad
en los diversos estados de la República que sufren el flage-
lo de la violencia, así como evaluar su política de comuni-
cación con respecto a dar a conocer información veraz so-
bre la situación actual que vive México.

Palacio Legislativo, a 11 de abril de 2013.— Diputado Andrés Eloy
Martínez Rojas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen,
y a la Comisión de Seguridad Pública, para opinión.

PLAN NACIONAL DE DESARROLLO 2013-2018

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a considerar en el Plan Nacional de
Desarrollo 2013-2018 el aprovechamiento sustentable del
agua como estrategia de seguridad nacional, a cargo del
diputado Javier Orihuela García, del Grupo Parlamentario
del PRD

El diputado federal Javier Orihuela García y los que sus-
criben, integrantes de  la LXII Legislatura, con fundamen-
to en los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79, numeral 1,
fracción II, y numeral 2, fracción III, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta ho-
norable asamblea proposición con punto de acuerdo de ur-
gente y obvia resolución con base en las siguiente

Exposición de Motivos 

No hay futuro posible, si no tenemos un presente viable y
en materia del recurso agua, sin duda es condición de se-
guridad nacional, ya que éste recurso es condición de vida
para todo organismo vivo en nuestro planeta, por supuesto
que para los humanos también.

Recientemente la gestión de este recurso en nuestro país, se
transforma en un reto para el crecimiento y bienestar de la
población y en muchas regiones de nuestro territorio ya en-
frenta una situación crítica, ya que más de la mitad de nues-

tros recursos hídricos se encuentran utilizados por encima
de sus tolerancias ambientales, producto de la sobrexplota-
ción, acentuada por los efectos negativos del cambio cli-
mático natural y de origen antropogénico, que reta sin du-
da la viabilidad de nuestra sociedad, no solamente en el
futuro inmediato, sino en el presente de muchas de nuestras
regiones hídricas y de la población y recursos naturales
bióticos emplazados en nuestro territorio. 

Nuestro país presenta condiciones territoriales y ambienta-
les que condicionan la disponibilidad natural del recurso
hídrico, creando regiones de abundancia o escases relativas
y por lo mismo, de disponibilidad de agua distintas a lo lar-
go y ancho de nuestro país, destacando que de las 37 re-
giones hídricas en las que se puede integrar nuestro territo-
rio en tres de ellas: Lerma-Chapala; aguas del valle de
México y el Río Bravo o Grande se concentra poco más del
50 por ciento de la Población y de la actividad económica
de nuestro país, creando una ocupación de nuestro territo-
rio altamente concentrada 

Esta concentración se asocia en relación directa a los re-
cursos hídricos sobreexplotados, si incluimos la región hí-
drica del Balsas alcanzamos más del 60 por ciento de nues-
tra población y actividad económica creando un esquema
de la población y actividad económica extremadamente
concentrado que se traduce en una presión regional excesi-
va de los recursos hídricos en donde se emplaza.

Si a ello le sumamos que en relación a los servicios am-
bientales asociados con el territorio integrado por regiones
hídricas, podemos observar que de manera sistemática he-
mos trasformado las zonas de cabecera, recarga, traslado,
embalse y emisión de todas nuestras principales cuencas de
manera intencional y deliberada y en muchos caso de ma-
nera inconsciente, pero que tienen un efecto sistemático de
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deterioro eco-sistémico de los ciclos superficiales y subte-
rráneos del recurso agua en nuestro territorio .

Ejemplos hay muchos, en la cuenca Texcoco-Zumpango en
donde hemos poblado y seguimos poblando las zonas de
embalse de los antiguos lagos de Texcoco, Chalco, Zum-
pango y pavimentando las zonas de recarga de los acuífe-
ros, represando los causes de traslado, urbanizando las zo-
nas de embalse y recarga y con ello profundizando su
deterioro y favoreciendo su potencial extinción, privile-
giando la importación del recurso de otras regiones hídri-
cas y trasladando los impactos ambientales negativos y
económicos de nuestra falda de visión y planeación a otras
regiones.

En el mismo sentido, actualmente el deterioro de nuestra
condición hídrica es muy importante, al grado que por con-
diciones antropogénicas hemos redefinido sus característi-
cas naturales de algunas de ellas: recientemente la RH Ler-
ma Chapala de ser naturalmente una región hídrica que
drenaba al pacifico a través del río Santiago , hoy en día ar-
tificialmente es una cuenca endorreica ya que su flujo hí-
drico en los años recientes no fluye al océano pacífico
transformándose en una región hídrica endorreica por aba-
timiento y alteración de su flujo de agua natural. 

Si a ello le agregamos que de las 37 RH, cuatro de ellas son
endorreicas y se encuentran emplazadas en la biogeoregión
neártica: Nazas Aguanaval; el Salado; cuencas cerradas del
norte Casas Grandes y Mapimí, en donde se emplaza que
presentan restricciones naturales para su aprovechamiento.

Sin lugar a dudas, sino transformamos la forma en que
aprovechamos nuestros recursos naturales y la forma en
que ocupamos nuestro territorio difícilmente podremos
contener el deterioro de nuestros ecosistemas y nuestras re-
giones hídrica.

Fundamentos

El aprovechamiento sustentable tiene el objetivo de garan-
tizar la conservación de las aguas tantos superficiales como
subterráneas, a fin de satisfacer las necesidades humanas
de las comunidades actuales y, preservar su existencia pa-
ra las generaciones futuras.

Garantizar la permanencia del recurso implica un aprove-
chamiento que respete las tolerancias naturales, es decir, la
capacidad de resistencia entendida como la capacidad del
sistema hídrico de soportar la utilización del recurso sin

que pierda su funcionalidad, y resiliencia que se entiende
como la capacidad de restablecer su equilibrio posterior a
una perturbación garantizando la conservación del balance
hídrico natural.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a consideración
de esta honorable asamblea los siguientes 

Puntos de Acuerdo

Por el que se exhorta al Ejecutivo federal a

Primero. Establecer como una estrategia de seguridad na-
cional el aprovechamiento sustentable de nuestros recursos
hídricos

Segundo. Que el PND 2013-2018 se considere la planea-
ción por región hídrica o por cuenca.

Tercero. Que todos los proyectos que se evalúen para su
ejecución, consideren el emplazamiento hídrico como una
condición necesaria para su aprobación.

Cuarto. Que exista una estrategia nacional para garantizar
la permanencia y conservación de los servicios ambienta-
les asociados al los ciclos superficiales y subterráneas del
agua en nuestro territorio con  planes de ordenamiento te-
rritorial regional sustentable con enfoque de región hídrica. 

Quinto. Garantizar de manera sustentable el derecho hu-
mano al agua logrando una cobertura universal de nuestra
población.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de abril de 2013.— Diputado
Javier Orihuela García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, para
dictamen.

PROYECTO INTEGRAL MORELOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a hacer del conocimiento público por
el director general de la CFE los efectos sociales, econó-
micos y ambientales del Proyecto Integral Morelos, en per-
juicio de los pobladores de ese estado, de Puebla y de Tlax-
cala, a cargo de la diputada Claudia Elizabeth Bojórquez
Javier, del Grupo Parlamentario del PRD
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La suscrita, Claudia Elizabeth Bojórquez Javier, diputada
integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática de la LXII Legislatura de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en el artículo 79, numeral 1, fracción II, y numeral
2, fracción II, del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a la consideración del pleno, el presente punto de
acuerdo de urgente u obvia resolución con base en la si-
guiente

Exposición de Motivos

El Proyecto Integral Morelos (PIM) consistente en la cons-
trucción de dos centrales termoeléctricas en la comunidad
de Huexca, un gasoducto de 160 kilómetros que atraviesa
los estados de Tlaxcala, Puebla y Morelos, así como in-
fraestructura complementaria. Este PIM fue concesionado
a tres empresas españolas: Elecnor y Enagas, para la cons-
trucción del gasoducto, y Abengoa para la construcción y
operación de las centrales termoeléctricas.

De acuerdo con la carpeta del Proyecto Integral Morelos
CCC Centro y Gasoducto Tlaxcala-Puebla-Morelos”, emi-
tida por la Dirección de Proyectos de Inversión Financiada
y Subdirección de Desarrollo de Proyectos de la Comisión
Federal de Electricidad, publicada en julio de 2011. El PIM
consiste en:

• Dos centrales de generación eléctrica de ciclo combi-
nado de 620 megavatios cada una que consumen gas na-
tural como energético.

• Un ducto para transportar el gas desde los ductos de
Pemex, al sitio de las centrales, de 150 kilómetros y diá-
metro de 30 pulgadas, en los estados de Tlaxcala, Pue-
bla y Morelos.

• Línea eléctrica de 20 kilómetros a la subestación Yau-
tepec.

• Y un acueducto de 20 pulgadas desde Cuautla con lon-
gitud de 10 kilómetros.

• La inversión total es cercana a los mil 600 millones de
dólares.

Aunque son tres estados mexicanos que se ven afectados
por el Proyecto Integral Morelos, cada uno ha vivido el
proyecto de diferente manera, aunque en todos ha permea-
do la imposición y la amenaza. El ejemplo máximo que es-

te proyecto enfrenta ahora es la imposición de las dos cen-
trales termoeléctricas de ciclo combinado en la comunidad
de Huexca, Morelos, mientras que en el estado de Tlaxca-
la, la problemática ocasionada tiene que ver con la trayec-
toria del gasoducto, ya que esta instalación atraviesa terre-
nos ejidales y zonas habitacionales densamente pobladas.

En ninguno de los tres estados se consultó a los habitantes
de las comunidades, ni se notificó a los propietarios de los
terrenos que serán afectados por la construcción de la obra,
que se inició en mayo de 2011. Asimismo, ni las empresas
extranjeras que operan el proyecto, ni la Comisión Federal
de Electricidad (CFE) comunicaron a la población en ge-
neral los detalles del proyecto, del mismo modo que omi-
tieron informar a los organismos estatales o municipales de
protección civil, los riesgos que la construcción de esta
obra implica, así como de los peligros asociados a la ope-
ración de una instalación estratégica que transportará 9 mil
61 millones de litros de gas metano diariamente a menos de
2 metros de profundidad.

Es evidente que el Proyecto Integral Morelos ha causado
un descontento social de grandes magnitudes, pues ha ex-
perimentado momentos de represión y criminalización de
los pobladores afectados mediante la incursión de la poli-
cía estatal y federal en la comunidad de Huexca, además
del incumplimiento de acuerdos y omisiones graves por
parte de la Comisión Federal de Electricidad como el go-
bierno del estado de Morelos, con lo cual lastiman a la co-
munidad en su integridad más básica.

El PIM cuenta con dos manifestaciones de impacto am-
biental, una correspondiente al gasoducto con clave
21PU2011G0009, y otra correspondiente a la construcción
de las dos centrales termoeléctricas y acueducto de 10 ki-
lómetros: 17MO2011E0001, las cuales adolecen de contra-
dicciones, omisiones y faltas administrativas que deslegiti-
man un trabajo objetivo y serio por parte de la Secretaría
de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat) para
evaluar los impactos del proyecto.

En el caso de la MIA 21PU2011G0009 correspondiente al
gasoducto, la Semarnat consultó al Centro Nacional para la
Prevención de Desastres (Cenapred), sobre la viabilidad
del proyecto, ya que se encuentra dentro de la zona de ries-
go volcánico del volcán Popocatepetl, ante lo cual el Ce-
napred contestó que el proyecto era inviable en esta zona,
justamente porque pasa por las zonas de significativo ries-
go eruptivo, considerando inviable la construcción del ga-
soducto.
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Los planes de ordenamiento territorial de la zona de los
volcanes que fueron consultados desde las comunidades y
con la participación de las diferentes representaciones gu-
bernamentales a nivel municipal, estatal y federal, dando
lugar al Programa de Ordenamiento Territorial del Volcán
Popocatépetl, no han sido respetados, pues se dictamina
que los proyectos no deben modificar el uso suelo o im-
pulsar políticas que promuevan el crecimiento poblacional,
sino se debe recuperar y preservar primordialmente los re-
cursos naturales.

Respecto a las normas de seguridad del gasoducto, los fo-
lletos entregados por la CFE a las diversas poblaciones en
los tres estados da testimonio de que para la seguridad de
la población, las válvulas de seccionamiento se encontra-
rán a 4 kilómetros una de otra. Sin embargo, en caso de fu-
ga y explosión, un tramo del gasoducto aislado en 4 kiló-
metros equivaldría a más de 2 millones de litros de gas
natural, lo cual es una suma bastante considerable que im-
plica comprender mayores medidas de seguridad. No obs-
tante, el trazo del gasoducto se encuentra a 50 y 200 metros
de los centros de población.

Cabe señalar que, la viabilidad del Proyecto 264 CC Cen-
tro debió haber sido analizado, consultado y aprobado por
el Centro Nacional para la Prevención de Desastres. Sin
embargo dicho proceso fue omitido por la Comisión Fede-
ral de Electricidad y la Secretaría del Medio Ambiente y
Recursos Naturales (Semarnat). 

Existen elementos para considerar que la termoeléctrica
producirá contaminación, la cual incidirá en el aire, el agua
y por consiguiente la tierra. La MIA en su página 71, des-
cribe las consecuencias ambientales que traerá el proyecto,
específicamente la emisión de óxidos de nitrógeno a la at-
mósfera y la contaminación del agua por los procesos quí-
micos que empleará la termoeléctrica con las torres de en-
friamiento: gas cloro, ácido sulfúrico, etcétera. Sin
embargo dicha descripción es fragmentada e incompleta.

Se hace importante conocer cuál es la necesidad que impli-
ca la construcción del Proyecto Morelos para la producción
de energía, tomando en cuenta que los estándares interna-
cionales es recomendable el exceso de producción de ener-
gía en un Margen de Reserva de 18 por ciento, en México,
el Margen de Reserva es de 50 por ciento, según la Cuenta
Pública 2009 y 2010 de la Auditoría Superior de la Federa-
ción. Aunado a eso se debe considerar que la política ener-
gética en México está desmantelando la producción de

energía eléctrica nacional, y otorgando concesiones que le
resultan más caras al país, que obligan al estado a pagar la
sobreproducción de energía a empresas transnacionales. La
entrada de los proyectos termoeléctricos producidos a base
de gas natural, implica directamente la administración y
comercialización del gas natural a través de la concesión
eléctrica, lo cual abre un nuevo mercado, sobrepasando la
CFE sus competencias en materia de política y administra-
ción energética, y que no corresponden a ser administradas
por la Comisión Federal de la Electricidad, sino por Petró-
leos Mexicanos. 

Tomando en cuenta lo anterior, el PIM tiene mayor rela-
ción con un proyecto de industrialización en la región que
no beneficiará a la población y, por el contrario, hasta el
momento, ha traído como consecuencia la violación al de-
recho de los pueblos campesinos de la región. Asimismo,
que el PIM implica diversos riesgos por encontrarse en Zo-
na de Riesgo del Volcán Popocatépetl; manejo de sustan-
cias altamente riesgosas como el gas cloro y gas metano;
contaminación del agua y aire; provocación de lluvia ácida
y efecto invernadero, entre otras cosas.

En mérito de lo expuesto, la suscrita diputada Claudia Eli-
zabeth Bojórquez Javier somete a consideración del pleno
de esta soberanía, el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión hace un exhorto al titular del Poder Ejecutivo
federal, para que instruya al director general de la Comi-
sión Federal de Electricidad para hacer del conocimiento
público los impactos sociales, económicos y medioam-
bientales que implica el Proyecto Integral Morelos, en per-
juicio de los pobladores de los estados de Morelos, Puebla
y Tlaxcala, en virtud de que se atenta contra la vida y las
fuentes de trabajo de los pobladores, así como contra el
medio ambiente y el aprovechamiento sustentable de los
recursos naturales de pobladores de los estados de More-
los, Puebla y Tlaxcala.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de abril 2013.— Diputada
Claudia Elizabeth Bojórquez Javier (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen.
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USUARIOS DE LA ENERGIA ELECTRICA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los titulares de la CFE y de la PGR a cesar la criminaliza-
ción y penalización contra usuarios de electricidad por la
imposibilidad económica para pagar el servicio, a cargo de
la diputada Claudia Elizabeth Bojórquez Javier, del Grupo
Parlamentario del PRD

La suscrita, diputada de la LXII Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática, con fundamen-
to en los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79, numeral 2,
fracciones III y VI, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta honorable asamblea
proposición con puntos de acuerdo de urgente y obvia re-
solución, con base en las siguientes

Consideraciones

El costo para la accesibilidad del servicio público de ener-
gía eléctrica en el país ha generado enormes desigualdades
sociales, principalmente para las familias más pobres que
se ven en la necesidad de escoger entre cubrir las necesi-
dades más elementales o el pago de tarifas a la Comisión
Federal de Electricidad. 

Gran parte de este problema se debe a la forma en cómo es-
tán estructuradas las tarifas eléctricas que poco toman en
cuenta la capacidad económica de las familias mexicanas,
volviéndose casi impagables y colocándolas en una situa-
ción de inseguridad en el disfrute de este servicio público.

De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía, en el 2011, los precios de los energéticos y tarifas
autorizadas aumentaron 4.68 por ciento ante el fin de los
subsidios a la energía eléctrica en 10 ciudades del país;
mientras que en el 2012 aumentaron 22.29 por ciento.

En el 2011, la Auditoría Superior de la Federación deter-
minó que debido a los criterios mal aplicados de los subsi-
dios al consumidor por parte de la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público (SHCP), el daño causado al erario fue de
62 mil  77 millones 626 mil pesos. Asimismo, determinó
que la política de subsidios otorgados a las tarifas eléctri-
cas se concentró en la población de mayores ingresos.

Al respecto, la ASF apunta que en las zonas donde habitan
personas con mayores ingresos absorbieron el 20.0 por
ciento, 13.8 por ciento y el 12.2 por ciento del subsidio,

mientras que las más pobres el 5.2 por ciento, 5.7 por cien-
to y 6.8 por ciento por ciento para un total de 17.7 por cien-
to, “lo cual no se ajustó al criterio de racionalidad estable-
cido en el Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012”.1

Cabe señalar que, entre los años 2008 a 2010, de acuerdo
con las cifras del Consejo Nacional de Evaluación Política
de Desarrollo Social, en México hubo un incremento de
48.8 a 52.0 millones de pobres,2 agravándose la situación
de extrema pobreza y discriminación entre las comunida-
des con mayor población indígena, como son Oaxaca, Gue-
rrero y Chiapas. 

Es precisamente en estos estados de la república con ca-
racterísticas de mayor pobreza y carencia de servicios bá-
sicos, además de otras regiones que cuentan con caracte-
rísticas climatológicas particulares, en donde se concentra
la mayor cantidad de usuarias y usuarios de la energía eléc-
trica que se ven imposibilitados de pagar el costo que ge-
nera este servicio, sufriendo el corte de la luz, y por ende,
la disminución de su calidad de vida. 

Lo anterior, ha provocado indignación y resistencia a no
pagar la luz, e incluso ha generado que la sociedad civil se
organice para exigir la instauración de un sistema tarifario
más justo que reconozca el reconocimiento al acceso gene-
ral a la energía eléctrica sin discriminación. 

Uno de los movimientos sociales que se han constituido en
torno a esta  exigencia es la red nacional de resistencia ci-
vil contra las altas tarifas de la energía eléctrica, integrada
por aproximadamente 32 mil usuarios y usuarias de la CFE
a nivel nacional, quienes por falta de asequibilidad econó-
mica, han venido denunciando las prácticas irregulares que
existen en la Comisión Federal de Electricidad y han resis-
tido en el pago del suministro de la energía eléctrica, lo que
ha generado que muchos de sus integrantes se enfrenten a
procesos judiciales, además de amenazas y hostigamiento.

Un ejemplo de ello es el caso de los señores Sara López,
Joaquín Aguilar y Guadalupe Borja, quienes en 2008 fue-
ron encarcelados durante once meses tras ser acusados de
tomar como rehén a un empleado de la Comisión Federal
de Electricidad. Posteriormente, un Tribunal Colegiado de-
terminó su libertad por falta de pruebas y fueron declara-
dos presos de conciencia por Amnistía Internacional.3

De acuerdo con los integrantes de la Red Nacional de Re-
sistencia Civil, trabajadores de la Comisión Federal de
Electricidad visitan las casas de las y los usuarios con el fin
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de entregarles oficios en donde se les requiere el pago de
recibos de cobros desproporcionados e injustificados que
oscilan entre los 70 mil pesos, además de amenazarlos con
que se iniciarán cargos penales por los delitos contra el
consumo y la riqueza nacionales y robo de fluido eléctrico
establecidos en el Código penal federal, pretendiendo equi-
parar al robo la exigencia y lucha por el derecho a una ta-
rifa justa. 

Hasta el momento esta Red tiene registrados aproximada-
mente 43 procesos penales iniciados en contra de usuarias
y usuarios de la energía eléctrica en los estados de Chiapas,
Chihuahua, Oaxaca y Veracruz. De los procesos penales
mencionados, son 23 de robo de fluido eléctrico; 2 de deli-
tos contra el consumo y la riqueza nacional; 5 de oposición
de que se ejecute una obra o servicio público; 2 ataques
contra las vías de comunicación; 1 de amenazas y daño a
propiedad ajena; 4 de extorsión; 2 de motín; 3 de privación
ilegal de la libertad; y 1 de violencia.

El Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales
de la Organización de las Naciones Unidas en su Observa-
ción General número 4 sobre el derecho a una vivienda
adecuada, los Estados parte del Pacto Internacional sobre
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC),
establece que “todos los beneficiarios del derecho a una vi-
vienda adecuada deberían tener acceso permanente a re-
cursos naturales y comunes, a agua potable, a energía para
la cocina, la calefacción y el alumbrado…”, y que los Es-
tados parte tienen la obligación de “adoptar medidas para
garantizar que “los gastos de vivienda sean, en general,
conmensurados con los niveles de ingreso”.

Por lo expuesto y fundado, sometemos a consideración de
esta honorable asamblea los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorte respetuosamente al titular de la Co-
misión Federal de Electricidad a encontrar medidas ade-
cuadas para la realización de los cobros de la energía eléc-
trica, y que no incluyan la realización de actos lesivos a los
derechos de las usuarias y usuarios del servicio público de
la energía eléctrica que, por motivos de falta de recursos
económicos, se ven imposibilitados de pagar el costo por el
suministro de la energía eléctrica.

Segundo. Se exhorte al titular de la Procuraduría General
de la República a evitar el inicio de procesos penales en
contra los usuarios y usuarias que, por carecer de recursos

económicos, se ven imposibilitados para pagar el recibo de
luz. Asimismo, que se haga una revisión de los procesos
penales en contra de las personas a las cuales se les haya
condenado o iniciado una averiguación previa por los deli-
tos mencionados anteriormente, con el fin de instigarlos al
pago de la luz o por el hecho de pertenecer a movimientos
sociales que exigen el establecimiento de una tarifa eléctri-
ca más justa para sus condiciones socioeconómicas.

Notas:

1 Informe del Resultado de la Fiscalización Superior de la Cuenta Pú-
blica de 2011, Secretaría de Hacienda y Crédito Público, subsidios al
consumo de la energía eléctrica. Auditoría Especial: 11-0-06100-06-
0069.

2 De acuerdo con el estudio La medición de la pobreza en México

2010. Resultados a nivel nacional y por entidad federativa, del Conse-
jo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social.

3 Consultar

http://amnistia.org.mx/en/library/asset/AMR41/040/2010/en/0032df43
-d99a-4d5f-afec-31a4c777692c/amr410402010en.pdf  

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de abril de 2013.— Diputada
Claudia Elizabeth Bojórquez Javier (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen.

CONFLICTO MAGISTERIAL

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los gobiernos federal y locales, en particular a los de Gue-
rrero, Oaxaca y Michoacán, a resolver el conflicto magis-
terial con base en el respeto, el diálogo y la negociación, a
cargo de la diputada María del Socorro Ceseñas Chapa, del
Grupo Parlamentario del PRD

La suscrita, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, con fundamento en los ar-
tículos 6, numeral 1, fracción I, y el artículo 79, numeral 1,
fracción III, 31, numeral 2, y 38 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
presenta a esta soberanía con el carácter de urgente y obvia
resolución proposición con punto de acuerdo con base en
las siguientes 
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Consideraciones

La ley no se negocia, menos la justicia, particularmente
cuando muchas veces, en México, éstas  no van de la mano.

El viernes 5 de abril, la Policía Federal desalojó a  más de
3 mil profesores de la Coordinadora Estatal de Trabajado-
res de la Educación en Guerrero (CETEG), que bloqueaban
la Autopista del Sol México-Acapulco, el saldo cinco le-
sionados y cinco detenidos de parte de los profesores, al-
gunos policías resultaron también lesionados.

La historia ha probado una y otra vez, que la violencia nun-
ca ha resuelto los problemas sociales. De igual forma,  con-
flictos mal manejados, han devenido en agresiones muy se-
rias que incluso han costado vidas, pues los ánimos se
enardecen, y quedan fuera de control. Al magisterio, se le
ha perseguido y agredido durante muchos años por defen-
der derechos,  demandar mejoras en las condiciones labo-
rales, incluso,   por defender la gratuidad de la educación,
por pelear por mayor presupuesto. 

La reforma constitucional en materia educativa, presentada
por el Ejecutivo federal, en los hechos podríamos conside-
rarla como preferente, pues en unos cuantos días fue apro-
bada. La ley prohíbe que las reformas constitucionales se
vayan por esta vía rápida, pero no hubo discusión ni parti-
cipación de todos los sectores involucrados para su apro-
bación. 

Sin embargo,  no se hizo así. Quedaron fuera del proceso
de aprobación de esta Reforma Educativa los profesores,
los padres de familia y  los especialistas. Luego, no es de
extrañar, que en cuanto ocurre el fast track legislativo y, los
sectores involucrados se dan cuenta del tamaño de la agre-
sión que sufren, comiencen las acciones para echar  atrás la
reforma. Una reforma legal, es más que el formalismo de
su aprobación, para serlo en esencia, requiere contar con el
aval de los sujetos involucrados en su normativa.

Los profesores no sólo han tomado la calle para manifestar
su inconformidad, han interpuesto miles de amparos, por lo
que la reforma constitucional está sub júdice, y puede ha-
ber cambios en la misma. Destacadamente, respecto a la
pretensión de que la evaluación que se aplique a los profe-
sores, defina su permanencia en su empleo, lo cual va en
contra de la previsión de la propia reforma constitucional
que señala que su aplicación debe hacerse con pleno res-
peto a los derechos constitucionales de los trabajadores
de la educación; entre los cuales se encuentra la perviven-

cia de la tutela de las y los profesores por el apartado B del
artículo123 Constitucional, por lo que su estabilidad o per-
manencia en el trabajo se regula y debe seguirse regulando
por la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Es-
tado, Reglamentaria del Apartado B) de Artículo 123 Cons-
titucional. Para no referirnos a otros aspectos, que impac-
tan otros derechos laborales o  la tutela de la educación
pública.

Cobra decisiva relevancia, que el legislativo federal en la
elaboración de la ley reglamentaria de la reforma constitu-
cional en materia educativa, abra ahora sí una amplio diá-
logo social y  no busque de ninguna manera usar una re-
forma educativa para ante todo obtener dividendos
políticos a costa de los derechos individuales y colectivos
de los profesores.

En tal virtud, el diálogo debe ser el único camino para
atender y resolver el conflicto magisterial, que aunque se
ha exacerbado en estados como Guerrero, Oaxaca y Mi-
choacán, en realidad suma inconformidades a nivel nacio-
nal, incluido el Distrito Federal.

Por todo lo expuesto y fundado, someto a consideración de
esta soberanía con carácter de urgente y obvia resolución,
la siguiente proposición con 

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta al gobierno federal y a los gobiernos
locales, para que no utilicen la fuerza pública como instru-
mento para resolver el conflicto magisterial que viven y sea
el diálogo, basado en el respeto,  la negociación y la ley, el
instrumento principal para poner fin a este problema. 

Segundo. Se exhorta a la Comisión de Educación Pública
y Servicios Educativos de esta Cámara de Diputados a
convocar con urgencia a un diálogo profundo y plural con
los profesores, los padres de familia, especialistas, autori-
dades  y demás actores involucrados, para la dictaminación
de la ley reglamentaria de la reforma constitucional en ma-
teria educativa, publicada en el Diario Oficial de la Fede-
ración del 26 de febrero de 2013, una vez que el Ejecutivo
Federal presente la iniciativa de ley respectiva.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de abril de 2013.— Diputada
Socorro Ceseñas Chapa (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos, para dictamen.
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ESTADO DE SONORA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al gobernador de Sonora a observar y hacer respetar el de-
recho de libre manifestación y asociación de los ciudada-
nos, a cargo de la diputada Lorenia Iveth Valles Sampedro,
del Grupo Parlamentario del PRD

La que suscribe integrante del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática en la Cámara de Di-
putados de esta LXII Legislatura del Congreso General,
con fundamento en lo dispuesto en el artículo 79, numeral
1, fracción II, y numeral 2, fracción III, del Reglamento de
la Cámara de Diputados, someto a esta asamblea proposi-
ción con punto de acuerdo como de urgente u obvia reso-
lución por el que se exhorta al Titular del Poder Ejecutivo
de Sonora el ciudadano Guillermo Padrés Elías al tenor de
las siguientes: 

Consideraciones

Sonora se encuentra inmersa desde principios de año y a
partir de la aprobación de la Ley de Ingresos Estatal de
2013, el 13 diciembre de 2012, en un movimiento social
derivado del alza de impuestos y del sostenimiento de la te-
nencia vehicular, en la denominación de Contribución al
fortalecimiento municipal, conocido en Sonora como Co-
mun. En la Iniciativa de Ley de Ingresos y Presupuesto de
Ingresos del Estado de Sonora para el Ejercicio Fiscal del
Año 2013; el Ejecutivo de Sonora planteo en su exposición
de motivos: 

“Entre los aspectos más notables se encuentra la disponibi-
lidad de una vigorosa fuente de ingresos, el Impuesto Es-
pecial para el Fortalecimiento de la Infraestructura
Municipal, que permitirá subsanar la ausencia del Im-
puesto Sobre Tenencia o Uso de Vehículos, que ha me-
noscabado profundamente la base de ingresos locales
de las haciendas estatal y municipales. Cabe señalar que
se ha sometido a consideración de esa Legislatura el cam-
bio de dominación del citado gravamen por el de Contri-
bución al Fortalecimiento Municipal. “MEDIDAS PARA
FORTALECER LOS INGRESOS ESTATALES • Se apli-
cará la Contribución al Fortalecimiento Municipal, término
propuesto para sustituir la contribución aprobada por el
Honorable Congreso del Estado, bajo la denominación de
Impuesto Especial para el Fortalecimiento de la Infraes-
tructura Municipal. Este gravamen permitirá expandir sus-
tancialmente la capacidad para desarrollar nuevas obras de

infraestructura y mejorar las existentes, dentro de los mu-
nicipios del Estado. Constituirá un importante apoyo
para que los ayuntamientos sonorenses puedan dar res-
puesta a las demandas que deben ser atendidas me-
diante la ejecución de obras públicas en sus comunida-
des. Asimismo, permitirá que los propietarios de
vehículos contribuyan al mantenimiento, construcción
y conservación de la infraestructura pública que se pre-
cisa para la circulación de sus vehículos. Este concepto
de ingresos públicos permitirá generar una recaudación es-
timada de 783.6 millones de pesos, por lo que se constitui-
rá en el segundo concepto más importante en la estructura
de ingresos estatales, precedido únicamente por el Impues-
to Sobre Remuneraciones al Trabajo Personal.”

Por su parte, El movimiento ciudadano que se denomina
así mismo como “No más impuestos o Mal nacidos”, por
los dichos que se atribuye al gobernador de Sonora en con-
ferencia de prensa de que: “Si tienen una inconformidad
con el Gobierno, con los diputados, que nos la hagan saber
a nosotros, no tienen por qué castigar a la ciudadanía”, res-
pondió el Gobernador. “Eso no es de un sonorense bien
nacido, el querer castigar a Sonora, Sonora no tiene la cul-
pa, no tienen la culpa los aficionados o los visitantes de
otra parte si tenemos alguna diferencia”.

Los eventos que se castigarían y a que se refería el Gober-
nador de Sonora son el Festival Cultural Alfonso Ortiz Ti-
rado 2013 con sede en Álamos y la Serie del Caribe 2013
a celebrarse en Hermosillo, en los cuales la ciudadanía in-
conforme se manifestó y fueron exageradamente custodia-
das e incluso se les impidió el ejercicio de libre manifesta-
ción, por la fuerzas policiacas del Estado y la Federación;
en este orden, el movimiento social ha enfrentado persecu-
ciones de índole Federal y Estatal lo que nos dice que las
libertades públicas en México y Sonora, como los derechos
de asociación y manifestación son, a pesar de ser derechos
constitucionales solo discurso hueco de los gobernantes,
que solo se usa para jalar mercado electoral, pero no para
solucionar los problemas de la población.

En este sentido, la Contribución al Fortalecimiento Muni-
cipal, no tiene una razón clara de existir, su recaudación
verdaderamente no impacta en el presupuesto de egresos
del Estado pues solo representa el 1.8 del total de gasto pre-
supuestado de Sonora, que ronda por encima de los 42 mil
millones de pesos lo cual no puede ser tomado como de vi-
da o muerte para el funcionamiento de los servicios públi-
cos, como lo presenta el gobierno de Sonora.
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Asimismo, según dichos de la clase gobernante en Sonora,
esto es derivado de años y años de malos manejos de la ha-
cienda estatal y municipal, acusando a los gobiernos priis-
tas de malos manejos de la hacienda pública, por lo que los
ayuntamientos requieren recursos adicionales para poder
funcionar.

Aunado a esto, la Auditoría Superior de la Federación, des-
taco en el informe del resultado de la Fiscalización Supe-
rior de la cuenta pública federal para el 2011 que debido a
sus altos niveles de endeudamiento Sonora, está en situación
de riesgo por la vulnerabilidad y falta de sostenibilidad de
sus finanzas para poder pagar empréstitos adquiridos. 

Sin embargo, los reclamos crecieron derivado en su mo-
mento de las promesas del Gobernador, el ciudadano Gui-
llermo Padrés Elías, de que, de llegar a ganar como lo hi-
zo, los impuestos no subirían en su gobierno, ofrecimiento
de la plataforma electoral de campaña, compromiso que no
cumplió y que como venimos planteando se le exige su
cumplimiento en las manifestaciones de rechazo al alza de
impuestos. 

Por otra parte, a finales del mes de enero del año en curso,
los empresarios de Sonora a través de un manifiesto se su-
maron con la ciudadanía inconforme y solicitaron un cambio
en la política fiscal del Gobierno de Sonora exponiendo:

“En referencia al incremento del 16 por ciento al im-
puesto sobre sueldos, los dirigentes señalaron que esta
contribución frena la generación de empleo, y que, por
el contrario, es necesario exentar a los contribuyentes
que estén al corriente para que aporten a la tasa del 2.5
por ciento, tal como en el ejercicio fiscal 2012. Asimis-
mo, cuestionaron el establecimiento del impuesto vehi-
cular conocido como Contribución al Fortalecimiento
Municipal (Comun), mismo que generó un desplome de
18 por ciento en la venta de autos nuevos. “Por ello se
propone que Sonora se ubique en igualdad de circuns-
tancias que los estados vecinos de Sinaloa, Chihuahua y
Baja California, para disminuir el impacto que el incre-
mento del gravamen tiene en la venta de autos nuevos”,
indicaron. Los empresarios aseguraron que en Sonora
existe la necesidad de una mayor transparencia y clari-
dad de las finanzas públicas estatales “que favorezca la
rendición de cuentas en esta administración en sus tres
años de Gobierno, evitando incrementos sustanciales en
impuestos que dañen la economía de los ciudadanos y
de las empresas”. Exhortaron a implementar un progra-
ma de austeridad para el Gobierno del Estado, el Con-

greso del Estado, el Poder Judicial y los municipios con
el objetivo de aumentar el gasto en inversión y dismi-
nuir el gasto corriente, con el fin de mejorar la calidad
de vida de los sonorenses. El manifiesto fue firmado por
la delegación en Sonora de la Asociación Mexicana de
Distribuidores de Automóviles; las dirigencias locales
de Canacintra en Agua Prieta, Nogales, Hermosillo, San
Luís Río Colorado, Obregón y Navojoa.” (Tomado del
universal 23 de enero de 2013).

Por su parte, entre los días 28 de enero y 7 de febrero de los
corrientes, el Ejecutivo Estatal expidió varios decretos pu-
blicados en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado, me-
diante los cuales algunos empresarios se vieron beneficia-
dos por estímulos fiscales, garantizándoles pagar menos en
sus obligaciones fiscales con la condición de que no reali-
cen o que se desistan de ser así, de las acciones legales in-
tentadas vía amparo. Parte de los beneficios son los si-
guientes:

Las unidades de 3.5 toneladas en adelante para autobu-
ses de 15 o más pasajeros, se aplicará un 50 por ciento
de descuento en la Contribución al Fortalecimiento Mu-
nicipal (Comun), Este es en beneficio fiscal de los con-
tribuyentes de Sonora que posean vehículos automoto-
res destinados al transporte de personas, efectos y
mercancías de las líneas denominadas camiones, con
motor de gasolina, gas o diesel, tractores no agrícolas ti-
po quinta rueda, ómnibus, autobuses integrales, minibu-
ses y midibuses. Se establece también un estímulo a la
extracción de grava, arena, arcilla, calizas, carbonato de
calcio, óxido e hidróxido de calcio, puzolana, sulfato de
calcio (yeso), así como los boleos respecto al impuesto
sobre la extracción de materiales pétreos, aplicándose
una derogación del 100 por ciento en la aplicación de
este impuesto para el sector de la construcción. Asimis-
mo, se establece subsidios porcentuales sobre los dere-
chos que se causen por servicios de registro público,
siendo de hasta 74 por ciento de descuento en lo que se
refiere a créditos mayores de 40 millones de pesos. Se
incentiva a las micro, pequeñas, medianas y grandes
empresas establecidas en el Estado que hayan generado
empleos durante los últimos 12 meses con el programa
“Estímulos a la generación de empleos”, otorgando un
equivalente al 13.8 por ciento del impuesto sobre remu-
neraciones al trabajo personal que cause, mismo que
vendrá a disminuir el propio gravamen.

El ofrecimiento del Gobierno del Estado de Sonora a los
inconformes o movimiento No más impuestos fue un

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 11 de abril de 2013 / Anexo II79



descuento del 5% en el pago y en plazos del Comun,
que actualmente sigue vigente.

Hay que destacar también que, en el artículo de Oscar Ni-
casio Lagunes López, “El marco legal de la fiscalización
de las cuentas públicas del gobierno del Estado de So-
nora un estudio exploratorio” publicado en la Revista
Legislativa de Estudios Sociales y de Opinión Pública Vo-
lumen 5 Número 9 Enero-Junio de 2012, se lee en sus con-
clusiones que: 

“Las leyes vigentes en materia de fiscalización no dejan
claro cuál es el proceso de rendición de las cuentas pú-
blicas estatales, pues los plazos y las acciones corres-
pondientes de cada una de las dependencias carecen de
precisión. Por ejemplo, no existen plazos para que se
sancione a las dependencias que no solventen sus ob-
servaciones. Por si fuera poco, el actual sistema de con-
tabilidad que se aplica a la administración estatal no to-
ma en cuenta los activos, sino sólo los pasivos. En las
dependencias de gobierno del estado de Sonora, no se
sabe cuántos autos hay, tampoco se tiene un inventario
completo de los bienes inmuebles de cada una de ellas.
Existen muchas observaciones de los Informes de Re-
sultados de las Cuentas Públicas del Estado que quedan
sin solventarse y que se van acumulando cada año en los
siguientes informes por falta de hacer efectiva la ley, por
no aplicarla.” 

En principio los dichos del Gobierno del Estado de Sono-
ra, de que el mal manejo de los recursos lo obligan a im-
poner contribuciones no deben quedar impunes, se debe
actuar en consecuencia denunciando ante las autoridades
los responsables de los desfalcos a la hacienda estatal y las
municipales, que sea el Ministerio Público o el Juez com-
petente el que diga que la acción esta prescrita o no, pero
no se puede quedar sin accionar los órganos de procuración
de justicia sobre todo que los daños son a las y los sono-
renses en el manejo de los recursos públicos, lo cual trae
como resultados menos obra social que beneficie al Estado
y los municipios de Sonora, dado que toda persona que en
ejercicio de funciones públicas tenga conocimiento de la
probable existencia de un delito, que deba perseguirse de
oficio, está obligada a participarlo inmediatamente al Mi-
nisterio Público de conformidad con los artículos 117 del
Código Federal de Procedimientos Penales y 118 del Códi-
go de Procedimientos Penales para el Estado de Sonora.

Por otra parte, el movimiento no más impuestos o malna-
cidos, convoco para el día 24 de febrero pasado, a una mar-

cha a palacio de gobierno, de la que da cuenta detallada-
mente la prensa estatal, fue repelida a golpes, por jóvenes
que ocultaban su rostro y provocaron a los manifestantes,
que de ninguna manera cayeron en la trampa de responder
en su legítima defensa, se reportan varios lesionados de
esos hechos, de igual forma fueron agredidos y violentados
varios periodistas en la marcha, por hacer su trabajo de in-
formación a la sociedad, como en los tiempos más violen-
tos del PRI gobierno. 

Sin duda, estos hechos son sumamente graves, nos de-
muestran que la ciudadanía que se manifiesta pacíficamen-
te, está a merced de intolerantes y gente que está al servicio
del poder, que solo busca que su voluntad y sus intereses se
imponga, lo cual no se vale. Las y los sonorenses no pueden
estar sujeta a actos de violencia provocada por gente embo-
zada, tienen derecho a asociarse y manifestarse, de ser in-
formados, sin que se les coarte su libertades públicas y sin
temor a una agresión provocada por halcones y golpeado-
res sin escrúpulos, como de igual manera la tienen los me-
dios de comunicación de informar a la gente lo que pasa en
la sociedad, sin temor a represalias y agresiones.

Para el 14 de marzo del los corrientes el Gobernador del
Estado ciudadano Guillermo Padrés Elías, se reunió con el
movimiento social de los ciudadanos inconformes con el
Comun, lo que puede ser un comienzo de una solución re-
al al problema, pues se establecieron mesas de trabajo, pa-
ra llegar acuerdos concretos. 

En los pasados días 4 y 5 de abril del año en curso en So-
nora, han sido detenidos ejidatarios que reclaman derechos
sobre el uso de sus tierras por una minera canadiense y
choferes del transporte urbano, dado que los concesiona-
rios del servicio mantienen diferencias desde hace tres años
con el Gobierno del Estado lo que conflictúa más las rela-
ciones sociedad y gobierno, pues se afecta el funciona-
miento del servicio público de transporte.

Sin embargo, pareciera que a los gobernantes se les olvida
que la Constitución Federal de la Republica establece en
sus artículos 1, 6, 7, y 9 que “Queda prohibida toda discri-
minación motivada por las opiniones; que La manifesta-
ción de las ideas no será objeto de ninguna inquisición ju-
dicial o administrativa; que es inviolable la libertad de
escribir y publicar escritos sobre cualquiera materia. Nin-
guna ley ni autoridad puede establecer la previa censura; y
que no se podrá coartar el derecho de asociarse o reunirse
pacíficamente con cualquier objeto lícito”.
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México no es una dictadura aunque a algunos se les anto-
je, el poder público tiene límites y es la Constitución, aque-
llos que quieran apoyar al gobierno convenzan con pala-
bras no con violencia, que no se use a los que menos tienen
para intereses políticos por dadivas que se les ofrecen, lo
anteriormente narrado no puede quedar impune, que actú-
en las autoridades demostrando su vocación de servicio.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de este Pleno la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero: La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente al Titular del Poder Ejecu-
tivo en Sonora, ciudadano Guillermo Padrés Elías, a respe-
tar y hacer respetar el derecho de libre manifestación y aso-
ciación de las y los ciudadanos en el estado de Sonora.

Segundo: La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente al Titular del Poder Ejecu-
tivo en Sonora ciudadano Guillermo Padrés Elías, a respe-
tar y hacer respetar el derecho de informar que tienen las y
los reporteros, periodistas, comunicadores y medios de co-
municación en el estado de Sonora.

Tercero: La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente al Titular del Poder Ejecu-
tivo en Sonora ciudadano Guillermo Padrés Elías, a deslin-
dar las responsabilidades que correspondan por el desfalco
a la hacienda estatal y municipal en Sonora que lo obligó
al alza de impuestos y la creación de nuevas contribuciones
en la Ley de Ingresos y Presupuesto de Ingresos para el
Ejercicio Fiscal del año 2013.

Cuarto: La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente al Titular del Poder Ejecu-
tivo en Sonora ciudadano Guillermo Padrés Elías, a llegar
a un acuerdo con las y los ciudadanos inconformes con la
aprobación de la Ley de Ingresos y Presupuesto de Ingre-
sos para el Ejercicio Fiscal del año 2013, mediante el cual
se les dé una propuesta satisfactoria a sus reclamos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, México, Distrito Federal, a 8 de
abril de 2013.— Diputada Lorenia Iveth Valles Sampedro (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen.

PACTO POR MEXICO Y EL PROGRAMA
NACIONAL PARA LA PREVENCION SOCIAL

DE LA VIOLENCIA Y LA DELINCUENCIA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Segob a incorporar en el Pacto por México y en el Pro-
grama Nacional para la Prevención Social de la Violencia
y la Delincuencia planes, estrategias y acciones específicos
dirigidos a la atención de los niños y los adolescentes, a
cargo de la diputada Verónica Beatriz Juárez Piña, del Gru-
po Parlamentario del PRD

La suscrita, diputada Verónica Beatriz Juárez Piña, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática, con fundamento en el artículo 79, nu-
merales 1, fracción II, y 2, fracciones I a III,  del
Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta a esta
Cámara de Diputados, la siguiente proposición con punto
de acuerdo con carácter de urgente y obvia resolución, al
tenor de las siguientes

Consideraciones

No cabe duda de que la niñez en cualquier sociedad del
mundo es futuro promisorio, y dentro de la familia es la
parte más sensible. En el caso de nuestro país, el estado de-
be garantizar a las niñas y niños su pleno y armonioso de-
sarrollo para que crezcan en el seno de la familia y de la co-
munidad, en un ambiente de felicidad, libre de violencia y
sin discriminación, para lo cual el Estado debe obligarse
desde el contexto institucional en el desarrollo integral de
la niñez mexicana a promover acciones desde su nacimien-
to  para su desarrollo físico y psíquico. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en su artículo 4º precisa que en todas las decisiones y ac-
tuaciones del Estado velará y cumplirá con el principio del
interés superior de la niñez, garantizando de manera plena
sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la sa-
tisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, edu-
cación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Es-
te principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento
y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez.

En este mismo sentido, hoy contamos con la reforma cons-
titucional, relativa a los Derechos Humanos, la cual fue pu-
blicada el 10 de junio de 2011. Dicha reforma dio un cam-
bio radical en el tradicional paradigma en la tutela de los
derechos inherentes a la persona. De manera que en su ar-
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tículo 1º, se determina el principio de Convencionalidad,
en el sentido de que los convenios internacionales suscritos
y ratificados por el Estado Mexicano están en el mismo pa-
rámetro de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

Los tratados internacionales que han sido suscritos y ratifi-
cados contemplan  lineamientos de carácter vinculante pa-
ra el Estado mexicano, encontrándose entre ellos: la Con-
vención de los Derechos del Niño, la cual observa una serie
de aspectos a los que se ha comprometido a asegurar a la
niñez la protección y el cuidado que sean necesarios para
su bienestar. 

Por ello, el Estado, al suscribir y ratificar la Convención, se
comprometió a adecuar sus leyes y establecer políticas pú-
blicas necesarias para proteger el interés superior del niño
como una consideración primordial. Para tal efecto, el Es-
tado mexicano se compromete a adoptar todas las medidas
legislativas, administrativas y jurisdiccionales apropiadas
para proteger a la niñez contra cualquier forma de violen-
cia.

Esta Convención de los Derechos del Niño, establece en
sus artículos 1, 2 y 3, lo siguiente:

Artículo 1

Para los efectos de la presenta Convención, se entiende
por niño todo ser humano menor de dieciocho años de
edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable,
haya alcanzado antes la mayoría de edad.

Artículo 2

1. Los Estados Partes respetarán los derechos enuncia-
dos en la presente Convención y asegurarán su aplica-
ción a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción
alguna, independientemente de la raza, el color, el sexo,
el idioma, la religión, la opinión política o de otra índo-
le, el origen nacional, étnico o social, la posición eco-
nómica, los impedimentos físicos, el nacimiento o cual-
quier otra condición del niño, de sus padres o de sus
representantes legales.

2. Los Estados partes tomarán todas las medidas apro-
piadas para garantizar que el niño se vea protegido con-
tra toda forma de discriminación o castigo por causa de
la condición, las actividades, las opiniones expresadas o

las creencias de sus padres, o sus tutores o de sus fami-
liares.

Artículo 3

1. En todas las medidas concernientes a los niños que
tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar
social, los tribunales, las autoridades administrativas o
los órganos legislativos, una consideración primordial a
que se atenderá será el interés superior del niño.

2. Los Estados partes se comprometen a asegurar al ni-
ño la protección y el cuidado que sean necesarios para
su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes
de sus padres, tutores u otras personas responsables de
él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las medidas
legislativas y administrativas adecuadas.

3. Los Estados partes se asegurarán de que las institu-
ciones, servicios y establecimientos encargados del cui-
dado o la protección de los niños cumplan las normas
establecidas por las autoridades competentes, especial-
mente en materia de seguridad, sanidad, número y com-
petencia de su personal, así como en relación con la
existencia de una supervisión adecuada.

Por lo anterior, resulta incomprensible la ausencia de plan-
teamientos y propuestas que contemplen a un importante
grupo poblacional, como son las niñas, niños y adolescen-
tes de México, que no se contemplan en los ejes rectores
que están previstos en el Programa Nacional para la Pre-
vención Social de la Violencia y la Delincuencia, como
parte fundamental del Pacto por México.

Frente a este problema, entendemos que la situación que
guarda la población infantil y adolescente, nos obliga a se-
ñalar nuestra más profunda preocupación y rechazo a las
frecuentes y anómalas situaciones de discriminación en el
goce de sus derechos entre las que resaltan:

• Más de un tercio de la población total: 37%, son ni-
ñas, niños y adolescentes.

• 3.6% de la población de 8 a 14 años, no sabe leer ni
escribir.

• Uno de cada diez niños (10.7%) de 5 a 17 años for-
man parte de la población ocupada.
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• Los traumatismos, envenenamientos y algunas
otras consecuencias de causas externas, aparecen en-
tre las primeras tres causas de morbilidad hospitala-
ria a partir de los 5 años de edad.

• La atención de partos es la sexta causa de morbili-
dad hospitalaria entre la población de 10 a 14 años.

• En 2009 se la Procuraduría de la Defensa del Me-
nor y la Familia recibió 48 mil 591 denuncias por
maltrato infantil y se atendieron a 41 mil 437 meno-
res.

• 33.6% de los niños menores de 15 años habitan vi-
viendas que presentan una o más carencias materia-
les, es decir, 10.1 millones de niños(as) viven en esta
situación.

Estos datos ilustran la necesidad de formular, reformular y
consolidar acciones y estrategias para asegurar la primacía
del principio del Interés Superior de la Niñez y la preva-
lencia de sus derechos sobre los demás. 

De ahí la importancia de promover modificaciones legisla-
tivas en pro de su protección integral y establecer políticas
públicas para su pleno cumplimiento, en armonía con los
instrumentos internacionales que México ha suscrito y ra-
tificado. Disposiciones legislativas y políticas públicas que
van a servir de marco para el análisis de la situación de las
niñas y niños en relación con los hechos de violencia que
los afectan y que vulneran sus derechos.

Así también, reforzar la protección a los niños, niñas y ado-
lescentes en condiciones de mayor vulnerabilidad: migran-
tes, indígenas, trabajadores, víctimas de violencia en todas
sus formas y niños y niñas con discapacidad. Para lo ante-
rior, será necesario estrechar los vínculos entre todos los
individuos y organizaciones de la sociedad civil dedicados
al trabajo a favor de la infancia y la adolescencia. Y gene-
rando sinergias entre los tres órganos de gobierno, a lo lar-
go y ancho del territorio nacional, en coordinación con la
academia y el sector social y empresarial para integrar ac-
ciones en común en la materia para que las niñas, niños y
adolescentes tengan una vida digna y un desarrollo integral
que les permita llegar a ser personas felices, responsables e
integras.

La importancia de brindar la mayor atención y garantía de
derechos a las niñas, niños y adolescentes, estriba en que

estamos convencidas y convencidos de que si lo anterior lo
implementamos desde sus primeros años de su formación,
lograremos construir generaciones nuevas, sensibles al
cambio y a la construcción de una nueva cultura de la paz,
desarrollada y consciente de su derecho a una vida libre sin
violencia y a la no discriminación. 

En razón de lo anteriormente expuesto, someto a la consi-
deración del Pleno de la Cámara de Diputados, con carác-
ter de urgente y obvia resolución, la siguiente proposición
con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta respetuosamente
a la Secretaría de Gobernación para que en el Pacto por
México y el Programa Nacional para la Prevención Social
de la Violencia y la Delincuencia, se incorporen progra-
mas, estrategias y acciones específicas dirigidas a la Aten-
ción de las Niñas, Niños y Adolescentes.

Palacio Legislativo de San Lázaro, abril de 2013.— Diputada Veróni-
ca Beatriz Juárez Piña (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez, para
dictamen.

ESTADO DE SONORA

«Proposición con punto de acuerdo, relativo a la detención
de ejidatarios de San Antonio de la Huerta, en el municipio
de Soyopa, Sonora, a cargo del diputado Trinidad Morales
Vargas, del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, Trinidad Morales Vargas, diputado federal in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática de la LXII Legislatura de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en el artículo 79, numeral 1, fracción II, y numeral
2, fracción II, del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a la consideración del pleno, el presente punto de
acuerdo de urgente u obvia resolución con base en las si-
guientes 
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Consideraciones

La minería en Sonora comienza con la llegada de las mi-
siones jesuitas alrededor de 1610; la minería propició la
fundación de  muchos de los principales centros de pobla-
ción del estado, originó directamente la construcción de
varios medios de comunicación incluyendo los ferrocarri-
les, fue generadora de empleo, ocupando en esta actividad
a  la mayor parte de la fuerza de trabajo de la región e in-
fluyó en el desarrollo del resto de las actividades tales co-
mo comercio, agricultura, entre otras.  Lo anterior resalta la
importancia que ha tenido esta actividad económica en So-
nora.  

La minería en Sonora no solo ha tenido un impacto econó-
mico, también lo ha sido en lo social y político. Es sin du-
da, la Revolución Mexicana el movimiento social que ha
producido los más grandes avances en la cobertura educa-
tiva, el acceso a la atención médica, en la cultura y en la
economía de nuestro país, y fue el estado de Sonora el gran
partícipe de esa oleada de cambios revolucionarios de la
nación. 

Los ideales de la Revolución Mexicana se enraizaron pro-
fundamente a la minería sonorense, cuya inversión era
principalmente extranjera; las principales inversiones mi-
neras estadounidenses localizadas cerca de la frontera, co-
mo Cananea o Nacozari, casi siempre fueron protegidas
por los revolucionarios que les cobraban impuestos por
producción para financiar al constitucionalismo.

Ante esto, he de señalar el vergonzoso papel histórico que
las autoridades están haciendo en contra de ejidatarios y lí-
deres sociales de la comunidad de San Antonio de la Huer-
ta, en el municipio de Soyopa.

La justicia en Sonora se ha vuelto parcial, y peor aún, par-
cial en contra de los nacionales y a favor de los extranjeros.
En San Antonio de la Huerta Soyopa, los ejidatarios se le
ha violentado los acuerdos por los cuales habían rentado
sus tierras a favor de la empresa Minerales Libertas, SA de
CV, por ello los ejidatarios, dueños de las tierras comuna-
les han reclamado con justo derecho, el pago de lo incum-
plido así como la reestructuración del contrato de arrenda-
miento.

Pareciera que en Sonora, luchar por lo que es justo se ha
vuelto delito, pues lo ocurrido con los ejidatarios y líderes
sociales de San Antonio de la Huerta Soyopa no es otra co-
sa más que un acto más de autoritarismo. Se han detenido

a cinco líderes y ejidatarios solo por haberse propuesto la
construcción de un ambiente de justicia social, no reclama-
ban más allá de lo mínimo, solo solicitaban el pago de la
renta vencida, así como la reestructuración del contrato de
arrendamiento donde pedían:

1. Pago de una renta mensual,

2. Pavimento hidráulico para la comunidad,

3. Reubicación de un pozo de agua potable,

4. Acceso a medios de comunicación,

5. Corresponsabilidad en los derechos de explotación de
carbón y oro,

6. Cumplir con las medidas mínimas sobre medio am-
biente que estipulan la legislación,

7. Retirar procesos penales instaurados 

Contrario a ello, la minera no solo violentó el contrato de
arrendamiento al no cumplir con sus obligaciones financie-
ras, sino que cínicamente demandó penalmente a líderes y
ejidatarios.

El jueves 4 de abril de 2013,  fueron detenidos 40 ejidata-
rios de la comunidad San Antonio de la Huerta, pertene-
ciente al municipio de Soyopa, por la Policía Estatal In-
vestigadora a causa de un plantón de 20 días en el acceso
principal de la Minera. Luego de manifestaciones han sido
liberados la mayoría de los ejidatarios, quedando en situa-
ción de arraigo 5 de ellos.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración del
Pleno, la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta al Gobierno del Estado de Sonora, a cesar el
hostigamiento a las manifestaciones sociales que se están
desarrollando en todo el estado.

Segundo. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta al poder Ejecutivo Estatal, así como al Le-
gislativo y Judicial a defender a los nacionales sobre los
extranjeros, en la lucha de sus derechos y la construcción
de la justicia social.
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Tercero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta se solidariza con los ejidatarios y líderes so-
ciales arraigados de la comunidad San Antonio de la Huer-
ta del municipio de Soyopa.

Cuarto. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta a la Procuraduría General de Justicia a libe-
rar a los presos, que no han cometido otro delito más que
el de buscar la justicia social.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de abril de 2013.—
Diputado Trinidad Morales Vargas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen.
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